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CAPÍTULO 5

Este capítulo engloba el trabajo que el equipo de mediación en consumo ha realizado en el marco 
del Libro Blanco. Se trata del primer análisis con datos reales sobre la mediación en consumo lle-
vada a cabo en Cataluña y prácticamente a nivel comparado, ya que gran parte de los estudios que 
se han realizado hasta este momento se han centrado en el ámbito más genérico de los ADR de 
consumo o bien se han enfocado desde una vertiente estrictamente jurídica.
La mediación en consumo en Cataluña está organizada básicamente desde la Administración pública 
(mediación institucional y mediación transfronteriza) y se ofrece a cualquier persona residente en 
Cataluña. Aun así, las asociaciones de consumidores también llevan a cabo actividades de mediación 
(mediación privada).
El estudio de los datos cuantitativos ha demostrado que la mediación en consumo en Cataluña ha 
experimentado un crecimiento exponencial (30.755 mediaciones en el año 2008) posiblemente 
derivado de causas diversas que se analizan en el trabajo (casos coyunturales, sectores concretos, 
crisis económica, especificidades en la mediación transfronteriza, etc.) y esta tendencia probable-
mente aumentará en el futuro.
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Mediación en consumo, desequilibrio entre las partes, no neutralidad favorable para el consumidor, no 
neutralidad desfavorable para la empresa, confidencialidad, ODR, Código de buenas prácticas.

Palabras clave

En el análisis cualitativo del capítulo se recoge la opinión de los mediadores de consumo en Cataluña, 
como también las reflexiones de los expertos representantes de la mediación institucional y privada en 
Cataluña. Así, entre otros aspectos, se detecta una percepción de no neutralidad favorable por parte 
del consumidor y desfavorable por parte de la empresa que habrá que abordar en el futuro.
Uno de los problemas de encaje de la mediación en consumo ha sido la constatación de un marco 
normativo especial, que ha condicionado la propia calificación como mediación. No obstante, de este 
estudio se desprende que, en la práctica, la mediación de consumo participa de unas características 
básicas comunas y comparte una práctica identidad de principios con otros procesos de mediación. 
En nuestro caso, el mediador neutral es un facilitador, aunque el proceso es más flexible y aformal. 
Por otro lado, la tipología de los conflictos (similitud de los conflictos, desequilibrio entre las partes, 
importe económico limitado...) parece indicar que el uso de las TIC en los actuales procesos puede 
resultar especialmente adecuado.
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1	 Marco teórico

1.1	� Las relaciones de consumo y el 
marco normativo doblemente 
especial

1.1.1	 Las relaciones de consumo 

En nuestro día a día realizamos decenas de actos jurí-
dicos que podemos englobar dentro del marco de las 
relaciones de consumo. Compramos ropa en la tienda 
de al lado, adquirimos billetes de avión por Internet, lle-
vamos el coche a un taller de reparación o simplemente 
vamos a celebrar nuestro cumpleaños en un buen res-
taurante. Todos éstos son actos de consumo y, si bien la 
mayoría de las veces quedamos satisfechos del producto 
o el servicio adquirido, en algunas ocasiones surge algún 
inconveniente en el producto adquirido o en el servicio 
prestado y se entra en la esfera del conflicto. Este capí-
tulo tiene por objetivo establecer el estado del arte en 
la esfera del conflicto en el ámbito de las relaciones de 
consumo, presentar el estudio cuantitativo y cualitativo 
realizado en Cataluña y analizar la mediación como vía 
de resolución dentro de este ámbito.

El marco de las relaciones de consumo está configura-
do por el desequilibrio existente entre el empresario y 
el consumidor. El primero disfruta de una pericia, una 
capacidad técnica y de información que no tiene el con-
sumidor (Botana García, 2002); a éste último se le ha 
considerado tradicionalmente como no experto, aun-
que, gracias al uso de las tecnologías de la información 
y la comunicación (TIC) –y, en concreto, a fenómenos 
relacionados con la web social–, se intuye una tenden-
cia hacia un conocimiento más formado. En cambio, 
el empresario, en general, suele disfrutar de un poder 
económico mayor y puede disponer de un asesoramien-
to técnico y jurídico muy superior al de los eventuales 

consumidores. La desigualdad existente en la contra-
tación en masa se reproduce en la nula capacidad de 
negociación de que dispone el consumidor a la hora de 
contratar el producto o servicio, ya que el empresario 
suele imponer el contrato de adhesión bajo la dicha an-
glosajona del either take it or leave it; si el consumidor no 
acepta las condiciones del contrato, mejor que busque 
otro producto o servicio. Al fin y al cabo, si al consumidor 
le interesa un producto o servicio, lo adquiere, aunque 
en el contrato pueda haber alguna cláusula abusiva. Es 
cierto, sin embargo, que esta desigualdad tiene mucho 
que ver con la dimensión del empresario, razón por la 
cual, en ciertos supuestos de pequeñas empresas o 
profesionales, tal desigualdad no es tan evidente. Esto 
no obstante, el derecho del consumo se sustenta sobre 
la noción de desigualdad entre las partes, ya que está 
concebido como un conjunto heterogéneo y tuitivo de la 
parte débil del contrato.

Esta idea de protección al consumidor, plenamente 
instaurada en nuestro derecho, surge a partir del movi-
miento consumerista, iniciado ya en los años 60 en los 
Estados Unidos de América con el denominado movi-
miento consumerista, que más tarde penetró en las ins-
tituciones comunitarias y que rompe con una premisa 
básica del capitalismo posterior a la Segunda Guerra 
Mundial (Bourgoignie et al., 1987). A mediados de siglo 
pasado se consideraba que el consumidor era el máxi-
mo beneficiario de la economía de mercado y de la libre 
competencia, ya que, por ejemplo, podía escoger aquel 
producto según la calidad y precio que fuera mejor para 
él. Al contrario, la sofisticación de ciertos productos, la 
publicidad, el crédito o el surgimento de los contratos de 
adhesión, entre otros aspectos, hizo ver que era necesa-
rio establecer normas protectoras para el consumidor ya 
que el libre mercado comportaba un desequilibrio entre 
consumidor y empresario1. Así, la Constitución Española 
de 1978 instaura esta noción del derecho del consumo 
con el fin de complementar la economía de mercado2. 
El Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (an-
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tiguo Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea) 
dedica el título XV (artículo 169) a la protección de los 
consumidores3. Por su parte, el Estatuto de Cataluña de 
2006 establece, dentro de sus principios rectores, que: 
“Los poderes públicos deben garantizar la protección de 
la salud, la seguridad y la defensa de los derechos y los 
intereses legítimos de los consumidores y usuarios.” (ar-
tículo 49.1)

Las compras de consumo suelen ser de un montante 
económico escaso; por tanto, en caso de que surja un 
conflicto entre las partes se da una desproporción entre 
el coste del producto o servicio adquirido y el coste de 
un eventual litigio ante los tribunales. Además del coste 
evidente que tiene un procedimiento judicial, su acceso 
también comporta una serie de dificultades derivadas de 
la inherente complejidad judicial. Estos elementos, en la 
práctica, a menudo disuaden al consumidor de acceder 
a los tribunales; el coste y la dificultad de abrir un pro-
ceso de este tipo es tan grande que el consumidor, en 
muchos casos, prefiere no acudir a esta vía (Comisión 
Europea, 1998)4. Por eso, en las relaciones de consumo 
deben fortalecerse los procesos alternativos de resolu-
ción de disputas, dado que el acceso a la justicia estática 
no suele ser una opción efectiva. 

La revolución de las nuevas tecnologías de la informa-
ción y comunicación (Castells, 2003) ha comportado un 
cambio de paradigma en las relaciones de consumo. Si 
bien, hasta hace relativamente poco, los consumidores 
podían acceder a los productos que estaban situados en 
su esfera local, hoy en día, los consumidores tenemos 
la opción, a un clic de distancia, de adquirir productos 
o servicios disponibles en webs el responsable de los 
cuales puede estar situado en sitios remotos. El desa-
rrollo de las TIC ha significado, pues, la eclosión de las 
barreras geográficas, tanto para los empresarios que ven 
cómo su mercado eventual se amplía exponencialmente 
–sobre todo aquéllos cuyo menor tamaño los hacía aje-
nos al tráfico comercial internacional–, con la supresión 
de intermediarios y el aumento de la competencia, como 
para los consumidores, ya que éstos últimos disponen, a 
priori, de un mercado ilimitado. 

Así pues, la globalización del mercado, gracias a la red 
pero también gracias a otros elementos como el abarata-
miento de ciertos medios de transporte, ha impregnado 
nuestros hábitos de consumo e indican que, hoy, mu-
chos contratos de consumo transfronterizos se convier-
ten en habituales. A pesar de la importancia que reviste 
este hecho, cuando una persona realiza un acto o tran-
sacción de consumo, generalmente no es consciente o 
no otorga especial importancia al hecho de que el pro-
fesional o prestador de servicios esté ubicado en otro 

Estado de la UE o bien fuera del espacio europeo. Es un 
ejemplo de ello la escasa relevancia que se suele dar a 
la internacionalidad de un contrato realizado a través de 
una página web a través del ordenador que un consumi-
dor tiene en casa (Ginsburg, 1998, 385). Pero lo cierto 
es que el coste de iniciar un procedimiento judicial en 
un Estado ajeno al del consumidor es mucho mayor que 
en un litigio interno y, además, la persona consumidora 
puede llegar a encontrarse con trabas u obstáculos de 
tipo lingüístico, de restricción de la accesibilidad a los 
servicios de atención al cliente o de desconocimiento o 
incomprensión del régimen jurídico aplicable a su rela-
ción, elementos que añaden un plus de complejidad. 
Con el fin de solucionar estos problemas derivados de la 
internacionalidad de un contrato de consumo, las insti-
tuciones comunitarias han legislado normas de derecho 
derivado, dentro del ámbito del Derecho internacional 
privado, específicas de protección al consumidor5.

Desde una vertiente material, la actividad comunitaria 
de protección al consumidor ha sido intensa, ya que 
el Derecho comunitario ha acumulado un conjunto nor-
mativo heterogéneo de protección del consumidor eu-
ropeo, el acervo comunitario, que ha sido transpuesto 
al derecho interno de los Estados miembros y que está 
actualmente en fase de revisión6. 

Por lo que respecta, específicamente, a los sistemas de 
resolución alternativa de conflictos (ADR), las institucio-
nes europeas han promovido el recurso a estos sistemas 
desde mediados de los años noventa como herramientas 
al servicio de los consumidores europeos. La Comisión 
Europea, en su Libro verde sobre acceso de los con-
sumidores a la justicia y solución de litigios en materia 
de consumo en el mercado único, publicado en el año 
1993 (Comisión Europea, 1993), ya analizó los proce-
dimientos extrajudiciales de resolución de controversias 
existentes en los Estados miembros, y dentro de su Plan 
de acción sobre el acceso de los consumidores a la jus-
ticia y la solución de litigios en materia de consumo ya 
preveía el recurso a los ADR (Comisión Europea, 1996). 
Por su parte, el Consejo Europeo, en las Conclusiones 
presentadas en Tampere en el año 1999, consideraba 
que los Estados miembros deberían instaurar procedi-
mientos extrajudiciales alternativos. Posteriormente, el 
Libro verde de la Comisión Europea sobre las modalida-
des alternativas de solución de conflictos en el ámbito 
del derecho civil y mercantil efectúa un amplio análisis 
y consulta sobre estos sistemas, que establece también 
son de aplicación en el ámbito del consumo (Comisión 
Europea, 2002). Fruto de este análisis del Libro verde 
nace la Directiva 52/2008, sobre algunos aspectos de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles. 
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Anteriormente a la mencionada Directiva, la Comisión 
Europea había dictado dos recomendaciones, que como 
tales no tienen efecto vinculante, aplicables específica-
mente a las relaciones de consumo. En el año 1998, la 
Comisión Europea dicta la Recomendación 1998/257/
CE, de 30 de marzo de 1998, sobre principios aplicables 
a los órganos responsables de la solución extrajudicial 
de los litigios en materia de consumo (Comisión Euro-
pea, 1998). Mediante esta Recomendación, la Comisión 
pretende dotar de unos principios mínimos a “aquellos 
procedimientos que, con independencia de su denomi-
nación, conducen a una solución del litigio por interven-
ción activa de una tercera persona que propone o impo-
ne una solución.” Se trata pues, de aquellos procesos 
realizados por terceros activos, como los procedimientos 
de arbitraje, arbitraje no vinculante o recomendación.

En el año 2001, la Comisión dicta la Recomendación 
2001/310/CE, de 4 de abril de 2001, relativa a los princi-
pios aplicables a los órganos extrajudiciales de resolución 
consensual de litigios en materia de consumo (Comisión 
Europea, 2001). En este caso, la Comisión hace refe-
rencia a “aquellos procedimientos que buscan resolver 
un litigio mediante una aproximación de las partes para 
convercerlas de que busquen una solución de común 
acuerdo”, es decir, procedimientos consensuales como 
la mediación. Así pues, se habla de terceros activos y 
terceros pasivos en función del ámbito de aplicación de 
la primera o segunda recomendación. En los supuestos 
en que los terceros imparciales no dictan una resolución 
formal (terceros pasivos), los principios que regulan su 
régimen de actuación parecen más laxos que en los su-
puestos de terceros activos. Según la Recomendación 
2001/310, las actividades realizadas por mediadores de 
consumo tendrán que respetar los principios de impar-
cialidad, transparencia, eficacia y equidad. 

Desde el marco de la colaboración y cooperación entre 
autoridades nacionales, la Comisión Europea ha toma-
do diversas iniciativas tendentes a promover procedi-
mientos de ADR de consumo a través de la creación 
de “redes” de organismos nacionales de información 
y apoyo al consumidor. Así, desde la primera “Eurogui-
chet”, o “Red de centros europeos de consumo” del 
año 1991, en la cual participaba la Agència Catalana del 
Consum (ACC) (con la anterior denominación de Institut 
Català del Consum) o la Red Europea de resolución de 
conflictos extrajudiciales –EJJ-Net (European extrajudi-
cial Network) de 2001–, pasando por la red FIN-NET, 
también creada en el 2001 en el ámbito de los servicios 
financieros de consumo transfronterizos, hasta la actual 
Red de Centros de Consumo Europeo (ECC-Net). Esta 
última, que surge precisamente de la fusión de las redes 

Euroguichet y EJJ-Net, actúa en el ámbito de los conflic-
tos de consumo transfronterizos y habilita un centro de 
contacto del consumidor en cada Estado miembro; en el 
Estado español se establece el Centro Europeo del Con-
sumidor, con sede en Madrid7. En Cataluña, la Agència 
Catalana del Consum dispone desde hace unos años de 
un servicio de asesoramiento en relación con los conflic-
tos de ámbito transfronterizo. A día de hoy, la Sección de 
Consumo Europeo (SCE) es el departamento incardina-
do dentro de la ACC encargado de ofrecer este servicio. 

Ciertos datos cuantitativos analizados en este capítulo 
muestran como en los últimos años se ha incrementa-
do el número de reclamaciones de consumo. De hecho, 
parece evidente situar este proceso de cambio dentro 
del más genérico paso a una cultura prolitigadora y pro-
pensa a las quejas existente tanto en Cataluña como en 
el resto del Estado (Pastor 1993, Pastor et al, 2002). Es 
sin embargo, en el ámbito de consumo donde este in-
cremento puede analizarse como una consecuencia del 
éxito de la instauración de un canal específico de trata-
miento de estas reclamaciones gestionado por la Admi-
nistración cómo es el sistema institucional del sistema 
arbitral de consumo. Como se muestra más adelante, 
los datos analizados así como la situación económica ac-
tual de crisis parecen sugerir que esta tendencia no hará 
sino aumentar en el futuro más inmediato. 

1.1.2	� Perspectiva adoptada: el marco 
normativo doblemente especial 

La mediación en consumo viene determinada por dos 
elementos que condicionan la aproximación: 

La mediación en consumo como categoría 
legal 

La mediación en consumo se da cuando un consumi-
dor tiene un conflicto en relación con una empresa o un 
profesional, en lo que ya hemos definido como relación 
de consumo, definida y regulada por un marco normati-
vo específico; por ello la mediación en consumo es una 
categoría legal. El análisis de la mediación en consumo 
parte de este hecho ya que sólo aquellos conflictos que 
puedan ser calificados como relaciones de consumo po-
drán acudir al mecanismo de la mediación en consumo. 

En el ámbito de Cataluña, este cuerpo normativo está 
previsto, en su mayor parte, en el Código de consumo 
de Cataluña (Ley 22/2010, de 20 de julio, del Código 
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de consumo de Cataluña)8, que define las relaciones de 
consumo como (art. 111-2-m):

“cualquier relación establecida entre, por una 
parte, empresarios, intermediarios o la Adminis-
tración como prestadora de bienes y servicios y, 
por otra parte, las personas consumidoras. Esta 
relación comprende la información, la oferta, la 
promoción, la publicidad, la comercialización, la 
utilización, la venta, y el suministro de bienes y 
servicios, y también las obligaciones que deriven”.

Por lo tanto, la mediación en consumo abarca la resolu-
ción de conflictos que puedan entrar dentro de lo que la 
ley define como relación de consumo. Además, la rela-
ción de consumo significa la aplicación de un conjunto 
normativo propio que se decanta hacia la protección del 
consumidor, como fruto del desequilibrio indicado.

En este marco, la mediación en consumo ofrece: 

•	 más flexibilidad que la vía judicial;

•	 una respuesta más adecuada a las necesidades de 
los consumidores, entre otros aspectos porque, en 
comparación con los procesos judiciales, estos sis-
temas son más rápidos y más informales, de forma 
que el consumidor puede encontrar vías aptas 
para solucionar el conflicto;

•	 la gestión del conflicto sin costes ya que la media-
ción en consumo es gratuita o con un coste muy 
bajo;

•	 con respecto a las empresas, la oportunidad de 
mejora de su imagen desde el punto de vista de 
atención al cliente.

Marco específico de la mediación en 
consumo

El marco normativo del consumo es específico; y tam-
bién lo es el de la mediación en consumo. En efecto, 
como hemos visto, la mediación en consumo tiene un 
régimen legal específico y anterior a la regulación ge-
neral de la mediación civil dentro de la UE: la Directi-
va 2008/52/CE indica en su Considerando décimo que 
queda excluida de su ámbito de aplicación, junto con 
otras prácticas en las cuales hay acuerdo sobre el hecho 
de que no son mediación. En cambio, en este caso, se 
limita a decir que quedan excluidos los “sistemas de re-
clamación de consumo”, es decir, cualquier mecanis-
mo de resolución de conflictos, sea o no mediación, en 
razón de su alcance material: reclamaciones de consu-
mo. Según esta idea, la Directiva está mencionando la 

existencia de un sistema propio de resolución alternativa 
de conflictos que, con respecto a la mediación, se en-
cuentra recogido a nivel comunitario en una Recomen-
dación de la Comisión Europea, que como tal no tiene 
efecto vinculante. La mediación de consumo, como pro-
ceso en el cual se busca el acercamiento de las partes 
para tratar de buscar una solución de mutuo acuerdo, 
está contenida en la Recomendación 2001/310/CE, de 4 
de abril, sobre los principios aplicables a los órganos ex-
trajudiciales de resolución consensual de litigios en ma-
teria de consumo (art. 1). Con respecto a la legislación 
estatal y catalana, estos procedimientos autocompositi-
vos en relaciones de consumo se califican legalmente 
como mediación dentro del denominado sistema arbitral 
de consumo, diseñado por el Real Decreto 231/2008, 
de 15 de febrero, y se prevé como una primera fase del 
proceso (art. 37 y 38) pero con suficiente independencia 
conceptual en relación con el arbitraje. Éste es el marco 
legal en el cual se desarrollará la actividad mediadora de 
consumo institucional.

La dualidad de regímenes para la mediación en consu-
mo también surge en Cataluña, donde la Ley 15/2009, 
de 22 de julio, de mediación en el ámbito del derecho 
privado (en adelante, LMP) coexiste con el Código de 
consumo de Cataluña que también recoge la noción 
de mediación en consumo en el art. 132-1, que define 
como:

“un procedimiento que se caracteriza por la inter-
vención de una tercera persona imparcial y exper-
ta, que tiene como objeto ayudar a las partes y fa-
cilitar la obtención por ellas mismas de un acuerdo 
satisfactorio”.

Desde este punto de vista hará falta analizar las conse-
cuencias de esta dualidad y determinar los caracteres 
esenciales de la mediación en consumo.

1.2	 Referencia a datos comparativos

Los estudios sobre la mediación en consumo suelen en-
marcarse en otros que abordan todas las ADR ofreci-
das a los consumidores. El pilar de esta aproximación 
es la efectividad de los derechos de los consumidores 
mediante procedimientos más ágiles y baratos que los 
judiciales, en una concepción amplia de la noción de 
acceso a la justicia. 

Así, cabe destacar el estudio de la OECD “Consumer 
Dispute Resolution and Redress in the Global Market-
place”, que define la mediación en este ámbito como 
“cualquier proceso dónde un tercero neutral facilita la 
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comunicación entre las partes para ayudarlas a encon-
trar un acuerdo” (OECD, 2006: 10). Esta definición será 
la que adopten también los textos de la UE, y se consi-
dera esencial el hecho de que sean las mismas partes 
las que encuentren una solución. Aunque su alcance es 
general, también la mediación en consumo está dentro 
del mercado. 

En cuanto a nuestro entorno más inmediato, la UE ha lle-
vado a cabo una tarea importante de desarrollo y clasifi-
cación de las ADR en consumo. Desde las Recomenda-
ciones 98/257/CE y 2001/310/CE se establece que cada 
Estado miembro comunique a la Comisión los nombres 
de los organismos de consumo responsables de la solu-
ción extrajudicial de litigios de consumo internamente 
reconocidos y adecuados a las recomendaciones de la 
Comisión9. La base de datos ADR10 incluye los nombres 
y datos de contacto de los órganos responsables de la 
solución extrajudicial de litigios de consumo y que los 
Estados miembros y los países del EEE consideran de 
conformidad con estas recomendaciones.

Cuando se producen litigios de consumo transfronte-
rizos, los Centros Europeos del Consumidor11 pueden 
ofrecer a los consumidores información sobre los pro-
cedimientos empleados en cada Estado miembro y ayu-
darles a acceder a estos organismos de ADR en otro país 
(Comisión Europea, 2010). En esta base de datos se 
han identificado, por lo que respecta a la mediación, los 
sistemas de mediación institucional y los de mediación 
privada12. 

Sobre esta base, la Dirección General de Sanidad y Con-
sumo de la Comisión Europea (DG SANCO)13 ha encar-
gado dos estudios sobre la realidad de las ADR en mate-
ria de consumo en la UE; su enfoque no está limitado a 
la mediación, sino que es claramente transversal:

Civic Consulting: “Study of the use of Alternative Dispu-
te Resolution in the European Union, Final Report, de 
octubre de 2009” (Civic Consulting, 2009). Se trata de 
un estudio exhaustivo sobre las ADR que funcionan en 
los diferentes países europeos y, entre otros aspectos, 
muestra que de los 750 procedimientos de ADR que 
se calculan competentes en conflictos entre empresas 
y consumidores, sólo 462 (un 60%) son notificados a 
la Comisión y constan en la base de datos. Algunos Es-
tados miembros de más reciente adhesión a la UE no 
están notificando todavía sus organismos ADR a la Co-
misión Europea. En relación con España, el estudio se-
ñala un total de 76 mecanismos de ADR, de los cuales 
74 han sido notificados (Civic Consulting, 2009: 12): se 
corresponden con los diversos organismos de consumo 

que ofrecen mediación, los defensores del cliente y las 
asociaciones de autorregulación. 

La finalidad del estudio es buscar los puntos comunes 
de todos los sistemas existentes y analizar en qué grado 
cumplen las dos recomendaciones antes mencionadas, 
destacando si la solución es vinculante para una o las 
dos partes y si existen sectores no expresamente cubier-
tos. En el caso español se destaca una absoluta mayoría 
de sistemas vinculantes para las dos partes que suman 
una fase de mediación y una de arbitraje (Civic Consul-
ting, 2009:299). Aunque no se centra en el tema que 
estamos tratando, este estudio tiene el valor de señalar 
problemas del sistema y aportar elementos críticos para 
aplicarlos a la mediación: se carece del conocimiento 
de las vías de resolución de conflictos –aumentadas por 
una posible superposición– por parte de los consumido-
res; y la falta de voluntad de someterse a mecanismos 
vinculantes por parte de las empresas.

El segundo estudio es el realizado por The Study Centre 
for Consumer Law - Centre for European Economic Law 
de la Universidad Católica de Leuven y que lleva por tí-
tulo: “An analysis and evaluation of alternative means of 
consumer redress other than redress through ordinary 
judicial proceedings, Final Report” (The Study Centre for 
Consumer Law, 2009). La finalidad del estudio es similar 
al anterior, ya que estudia el conjunto de ADR ofrecido 
en los diferentes países, pero parte de la clasificación 
jurídica de los diferentes tipos, de forma que identifica 
y estudia los mecanismos de mediación. El estudio se 
dirige a la clasificación de las diferentes ADR en función 
de ciertos parámetros y muestra los problemas que pre-
sentan de forma transversal, pero no tiene una aproxi-
mación concreta sobre la mediación. 

Por otro lado, han surgido iniciativas articuladas entor-
no a la mediación en consumo. Así, en algunos países 
como Francia y Noruega, existen organismos de me-
diación que están especializados por sectores como la 
electricidad, el gas, las agencias de viajes o el alquiler 
de vehículos, si bien no abarcan todos los conflictos de 
consumo. El sistema portugués, en cambio, es más simi-
lar al español, y establece fases sucesivas de mediación 
y arbitraje. 

Por otra parte, tal como se muestra pormenorizadamen-
te en el capítulo tecnológico de este Libro Blanco (Poblet 
et al., 2010), existen actualmente, tanto en países de 
nuestro entorno como en otros más lejanos, una serie de 
iniciativas prestadas por entidades privadas que ofrecen 
diversos servicios de resolución de disputas en línea, y 
específicamente servicios de mediciación en línea. Al-
gunos de estos proveedores ofrecen estos servicios para 
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un ámbito de aplicación genérico dentro del cual puede 
darse cabida a las actividades de consumo, y algunos 
ofrecen servicios de mediación en línea específicamente 
en el ámbito del consumo. Así, por ejemplo, la Camera 
Arbitrale di Milano dispone del servicio “Risolvi Online”, 
que ofrece un procedimiento extrajudicial de resolución 
de litigios a distancia que incluye las controversias B2B, 
B2C y C2C. Éste es un servicio no gratuito ya que se tie-
nen que abonar unos gastos proporcionales al valor de 
la controversia que se reclama aunque únicamente si la 
parte reclamada acepta la mediación14. Otro supuesto es 
el proveedor “Mediation Arbitration Resolution Serices” 
(MARS) establecido en los EE.UU., que ofrece sevicios 
de mediación en línea, además de servicios de arbitraje 
en línea y negociación asistida, para disputas entre em-
presarios y consumidores (B2C)15. 

En nuestro país, es el Libro Blanco sobre Mecanismos 
Extrajudiciales de Solución de Conflictos en España, del 
Ministerio de Ciencia y Tecnología y i+confianza, de di-
ciembre de 2002, coordinado por Paz Lloveras (Paz Llo-
veras, 2002). Su ámbito de estudio es genérico si bien 
contiene referencias a las ADR de consumo y una cla-
sificación inicial de las iniciativas existentes. Asimismo, 
el estudio de Ondarza Zubieta, Resolución informal de 
conflictos de consumo. Un estudio comparativo entre Vi-
toria- Gasteiz y Turku (Finlandia), (Ondarza, 1998), que 
contiene una parte dedicada a la mediación como forma 
de resolver los conflictos.

En España, la opción por el arbitraje como mecanismo 
de ADR preferente en el ámbito de las resoluciones de 
consumo proviene del Real Decreto 636/1993, de 3 de 
mayo, por el cual se regula el arbitraje de consumo, que 
creaba las juntas arbitrales de consumo y les dedicaba 
su atención. El art. 4. b) indicaba, como funciones de las 
juntas, las “actuaciones de mediación respecto de las 
controversias derivadas de las quejas o reclamaciones 
de consumidores y usuarios”. Éste es el origen legal de 
la mediación en consumo que, en esta primera fase, se 
deja a la libre voluntad de las juntas, las cuales pueden 
potenciar o no este sistema. 

La Junta Arbitral de Cataluña estableció desde el princi-
pio este doble fase16, y los primeros trabajos sobre esta 
experiencia, de Capdevila Nogué (2001 y 2004), desta-
caban las ventajas de un proceso previo de mediación. 
Se añade la monografía de Blanco Carrasco en el ám-
bito estatal en el 2005 (2005: 640) en la cual efectúa 
un estudio sobre cuestionarios enviados a servicios de 
mediación. La mediación pasa a ser una fase necesaria 
dentro del esquema de resolución de conflictos de las 
juntas arbitrales cuando el Real Decreto 231/2008, de 
15 de febrero, por el que se regula el sistema arbitral de 

consumo, la califica como fase previa al arbitraje (artícu-
lo 38); por lo tanto, de forma bastante reciente. 

Esta evolución explica por qué la doctrina trata la me-
diación en consumo como una modalidad más de ADR 
estrechamente vinculada al arbitraje (Guillén Caramés, 
2006; González Pillado, 2010; Samanes Ara et al., 
2005). Así, en nuestro contexto más inmediato, desta-
can los trabajos de las Jornadas sobre el Arbitraje de 
Consumo realizadas en Lleida y publicadas, bajo la edi-
ción de Florensa Tomás, el año 2004 (Florensa Tomás, 
2004). También hay que hacer mención de la monogra-
fía de Busto, Álvarez y Peña (Busto et al., 2008) sobre 
los medios que permiten a los consumidores hacer una 
reclamación, donde se trata también la mediación. En 
todo caso, suele ser el arbitraje, por su carácter más for-
mal, el que acapara la atención. La entrada en vigor del 
RD 231/2008 ha originado estudios incipientes sobre 
la mediación. Podemos destacar las aportaciones de 
Blanco Carrasco (2009 a y 2009 b) y Cazorla (2009), 
que apuestan por un enfoque dogmático y de estudio 
del marco normativo. Pero ninguno de ellos ofrece un 
análisis cuantitativo de la mediación en consumo en Ca-
taluña. Sin embargo, las Memorias anuales de la ACC 
recogen los datos cuantitativos sobre la mediación en 
Cataluña y nos han ofrecido su evolución histórica.

1.3	 Estado del arte en Cataluña

La noción de consumidor es un concepto legal, definido 
con unas características precisas en la normativa aplica-
ble. Por eso, de acuerdo con el Real Decreto Legislativo 
1/2007, de 16 de noviembre, por el cual se aprueba el 
Texto refundido de la Ley general para la defensa de los 
consumidores y usuarios y otras leyes complementarias 
(TRLGDCU), es consumidora toda “aquella persona fí-
sica o jurídica que actúa en un ámbito ajeno a una ac-
tividad empresarial o profesional” (artículo 3). Por otra 
parte, se considera empresario “toda persona física o ju-
rídica que actúa en el marco de su actividad empresarial 
o profesional, ya sea pública o privada” (artículo 4). En 
el mismo sentido se pronuncia el art. 111-2 del Código 
de Consumo de Cataluña. Así pues, la mediación en el 
ámbito del consumo incluye las relaciones denomina-
das B2C (Business to Consumer) y excluye las relacio-
nes entre empresarios (B2B). La mediación en consumo 
puede realizarse primordialmente desde una vertiente 
institucional, el sistema arbitral de consumo, que, como 
servicio público, ofrece a los consumidores una herra-
mienta con el fin de resolver sus conflictos. No obstante, 
el análisis de la realidad de la mediación en consumo en 
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Cataluña depasa el ámbito del sistema arbitral de con-
sumo. Eso es así ya que, por un lado, la Administración 
Pública lleva a cabo una tarea mediadora general tanto 
en los casos en que la Ley prevé la actuación dentro del 
sistema arbitral, como en otros que podemos calificar 
al margen de este sistema; además, porque existe un 
servicio público especialmente dedicado a la mediación 
transfronteriza, la Sección de Consumo Europeo depen-
diente de la ACC. Por otra parte, por la existencia de una 
mediación de carácter privado, donde las asociaciones 
de consumidores han tomado una considerable impor-
tancia y donde, además, existen algunos sistemas de 
autorregulación que disponen de servicios de mediación 
que también podemos englobar como servicios privados 
de mediación. En primer lugar, pasamos a describir su-
cintamente el sistema arbitral de consumo. A continua-
ción, describimos la mediación realizada en conflictos 
transfronterizos. Posteriormente, describimos los siste-
mas de mediación privados existentes desarrollados por 
las asociaciones de consumidores y por los sistemas de 
autorregulación.

1.3.1	� La mediación en el sistema arbitral 
de consumo 

La mediación llevada a cabo por los organismos públi-
cos de consumo suele calificarse como mediación ins-
titucional17. Tal como indica su denominación, el siste-
ma arbitral de consumo, regulado por el Real Decreto 
231/2008, de 15 de febrero, se basa en el arbitraje como 
sistema de resolución de controversias; de esta manera, 
una reclamación instada en este sistema finaliza con la 
resolución de un laudo arbitral que disfruta de los mis-
mos efectos de cosa juzgada. Pero, junto con el arbitraje, 
el sistema arbitral de consumo establece el recurso a la 
mediación, como una vía previa al arbitraje. Así, el artí-
culo 38.1 de este Real Decreto establece que: 

“1. Cuando no existan causas de inadmisión de la 
solicitud de arbitraje se intentará mediar para que 
las partes alcancen un acuerdo que ponga fin al 
conflicto, salvo oposición expresa de cualquiera de 
las partes o cuando conste que la mediación ha 
sido intentada sin efecto”. 

El apartado tercero del mismo precepto establece que: 

“En todo caso, quien actúe como mediador en el 
procedimiento arbitral está sujeto en su actuación 
a los mismos requisitos de independencia, impar-
cialidad y confidencialidad exigidos a los árbitros”. 

El sistema arbitral de consumo, tanto por lo que respecta 
al arbitraje como a la mediación, tiene las características 
siguientes: 

•	 Unidireccionalidad: es un proceso unidireccional, 
ya que tan sólo los consumidores pueden iniciar 
el procedimiento de reclamación y no así los em-
presarios.

•	 Gratuidad: es un proceso gratuito, ya que ni con-
sumidores ni empresarios tienen que pagar por el 
servicio; en todo caso, los costes del procedimiento 
son soportados por las administraciones públicas. 
Eso sí, con respecto a las pruebas, cada parte tiene 
que pagar los costes derivados de las practicadas 
a instancia suya e incluso pueden redistribuirse en 
caso de que el órgano arbitral aprecie mala fe o 
temeridad en una de las partes (art. 45 RD). 

•	 Voluntariedad: la sumisión es voluntaria tanto para 
las empresas como para los consumidores. No 
obstante, una de las particularidades consiste en 
la adhesión pública de los empresarios al sistema: 
una vez realizada la adhesión pública, el empresa-
rio queda vinculado al sistema arbitral de consumo 
y, por lo tanto, el convenio arbitral queda perfeccio-
nado una vez un consumidor presenta una recla-
mación contra aquel empresario. 

•	 Sin formalidades especiales: se trata de un siste-
ma sin formalidades especiales; en todo caso, las 
derivadas de la necesaria interposición de plazos. 

Los órganos encargados de la administración y gestión 
de las reclamaciones son las juntas arbitrales de consu-
mo (artículo 5 RD), que, entre otros aspectos, específi-
camente tienen encomendada la función “de asegurar el 
recurso a la mediación previa al conocimiento del con-
flicto por los órganos arbitrales, excepto que no proceda 
conforme a aquello previsto en el artículo 38” (artículo 
6 RD). Así, la Junta Arbitral de Consumo de Cataluña 
(JACC) es un órgano administrativo al servicio de las 
personas consumidoras y empresarias que depende de 
la Agència Catalana del Consum, organismo autónomo 
de la Generalitat de Cataluña, adscrito al Departamento 
de Economía y Finanzas, que tiene su sede central en 
Barcelona. Ahora bien, la ACC también se despliega en 
el territorio a través de las delegaciones territoriales pre-
sentes en Girona, Lleida, Tarragona y las Terres de l’Ebre. 
Todas las delegaciones territoriales disfrutan de orga-
nismos que tramitan y resuelven las reclamaciones de 
consumo. Para facilitar el acceso de los consumidores y 
usuarios a los métodos de resolución extrajudiciales de 
conflictos se habilitan otras juntas arbitrales de ámbito 
municipal vinculadas a los ayuntamientos. En concreto: 
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las Juntas Arbitrales de Consumo de Badalona, de Bar-
celona, de Lleida, de Mataró, de Sabadell, de Terrassa, 
de Vilafranca del Penedès y de L’Hospitalet, que también 
llevan a término tareas de mediación. La JACC y las jun-
tas municipales colaboran participando en el Consejo de 
Coordinación de Juntas Arbitrales. Sin embargo, las Ofi-
cinas Comarcales de Información al Consumidor (OCIC) 
y las Oficinas Municipales de Información al Consumidor 
(OMIC) ejercen competencias de consumo y, así, infor-
man las personas consumidoras sobre sus derechos y 
deberes y pueden tramitar las quejas, reclamaciones, 
denuncias y solicitudes de arbitraje. Tanto en las oficinas 
comarcales como en las municipales se llevan a cabo 
tareas de mediación para resolver los conflictos entre 
consumidores y agentes económicos. Estas oficinas, en 
caso de que la mediación no haya acabado en acuerdo, 
derivarán el caso a la junta arbitral competente –según 
el convenio de adhesión de las diferentes empresas– y, 
si la empresa está adherida al sistema arbitral, indican 
al consumidor la posibilidad de presentar una solicitud 
de arbitraje, con lo cual se considerará hecho el trámite 
previo de mediación. 

Además, estos entes pueden llevar a cabo, ocasional-
mente, tareas mediadoras respecto de aquellas reclama-
ciones efectuadas por consumidores que no inician la 
vía del sistema arbitral; es decir, en los supuestos en que 
la empresa no esté adherida a este sistema o en aquellos 
casos en que el consumidor presenta una reclamación 
ante una empresa mediante una hoja de reclamación.

1.3.2	 La mediación transfronteriza

El trabajo de mediación en consumo en el marco de las 
relaciones transfronterizas ha sido, desde hace más de 
15 años, una de las funciones de la Agència Catalana 
del Consum (antes del 2004, Institut Català del Consum, 
ICC). Como ya se ha dicho, la Agència Catalana del Con-
sum participó en la Red Europea de Centros de Informa-
ción al Consumidor o Euroguichets. Además, la red EEJ-
Net, que integraba los diferentes órganos de resolución 
extra-judicial de conflictos de consumo de los Estados 
miembros, inicialmente se coordinó con los centros de 
información al consumidor. En el año 2003, la Comisión 
Europea fusionó las dos redes con el fin de crear la red 
ECC-Net, la cual provee a los consumidores europeos de 
información, asesoramiento y apoyo sobre el derecho de 
los consumidores que compran productos o contratan 
servicios en un establecimiento mercantil o empresa ubi-
cado en un Estado Miembro diferente al suyo, Islandia o 
Noruega. Esta red actúa estableciendo un único centro 
de contacto del consumidor en cada Estado miembro: 

el Instituto Nacional del Consumo, adscrito al Ministerio 
de Sanidad y Consumo, acogió el Centro Europeo del 
Consumidor en España con sede en Madrid. La Agència 
Catalana del Consum, a pesar de no formar parte de la 
actual Red de Centros Europeos del Consumidor, sigue 
desarrollando las tareas legalmente encomendadas por 
la Ley 9/2004, de 29 diciembre, de creación de la Agèn-
cia Catalana del Consum18. A través de la Sección de 
Consumo Europeo (SCE), la ACC realiza la gestión de las 
consultas y reclamaciones de personas consumidoras 
residentes en Cataluña que tienen necesidad de ase-
soramiento o asistencia en materia de consumo en sus 
relaciones con empresas y profesionales domiciliados en 
la UE (más de un millar de casos anuales a fecha de 
junio de 2010), y de personas consumidoras de la UE 
que necesitan idéntico asesoramiento en sus relaciones 
de consumo con empresas domiciliadas en Cataluña. 
Asimismo, la SCE colabora activamente con los Centros 
Europeos del Consumidor miembros de esta Red. De 
acuerdo con el art. 10.4 del Decreto 242/2005, de 8 de 
noviembre, de despliegue de la estructura de la Agència 
Catalana del Consum, corresponde a la Sección de Con-
sumo Europeo, entre otras funciones, la gestión de las 
reclamaciones transfronterizas a través de organismos 
competentes en materia de consumo de los diferentes 
Estados, el mantenimiento de las relaciones con todos 
los órganos que integran la Red de Centros Europeos del 
Consumidor y la obtención y distribución de la informa-
ción de alcance europeo en materia de consumo. 

1.3.3	� La mediación privada: la tarea de las 
asociaciones de consumidores

La existencia de un sistema público de servicios de me-
diación en consumo no impide, sin embargo, que haya 
procesos de mediación en consumo que no sean institu-
cionales. En este sentido, también existe en la mediación 
en consumo la denominada mediación privada, llevada 
a cabo dentro del marco de las asociaciones de con-
sumidores u organizaciones de personas consumidoras. 
Estas asociaciones están reconocidas por la regulación 
de la mediación en consumo. Así, el art. 23 TRLGDCU 
las define como entidades sin finalidad de lucro dedica-
das a la representación y defensa de los derechos de los 
consumidores y usuarios y, en estas tareas, les propor-
ciona representatividad en ciertos organismos públicos. 
Por su parte, el nuevo Código de consumo de Cataluña 
establece que pueden tener la consideración de organi-
zaciones de personas consumidoras (art. 127-2): “a) las 
entidades sin finalidad de lucro constituidas legalmente 
que, de acuerdo con sus estatutos, tengan por objeto 



La mediación en el ámbito de consumo

Libro Blanco de la Mediación en Cataluña

313

CAPÍTULO 5

social la defensa, la información, la educación, la forma-
ción, la asistencia y la representación de los intereses co-
lectivos de los ciudadanos en sus relaciones de consu-
mo, así como de los de sus miembros. b) Las entidades 
constituidas de acuerdo con la normativa aplicable en 
materia de cooperativas que incluyan en sus estatutos, 
como objeto social, la defensa, la información, la edu-
cación, la formación, la asistencia y la representación 
de las personas consumidoras, y que hayan constituido 
un fondo con este objeto, de acuerdo con su legislación 
específica.” En este contexto, el Código de consumo de 
Cataluña les atribuye, entre otras funciones, “la gestión 
de los conflictos en materia de consumo, especialmen-
te por medio de la mediación”. (Artículo 127-4) Aun-
que la mediación de las asociaciones se lleva a cabo 
fuera del sistema arbitral de consumo, si no se llega a 
un acuerdo, nuevamente el consumidor puede acudir 
al procedimiento arbitral ante los organismos públicos 
antes mencionados.

1.3.4	� La mediación en consumo y la 
autorregulación

Junto con los procedimientos de mediación de ámbito 
institucional, el marco de las relaciones de consumo no 
es ajeno al surgimiento de los sistemas de autorregu-
lación o corregulación. Estos sistemas, en algunos su-
puestos fomentados por el propio legislador el cual es-
tablece un marco de actuación básico, permiten a un 
sector comercial o industrial determinado dotarse de un 
conjunto de normas deontológicas que mejoran el con-
tenido del ordenamiento jurídico y que incluyen unos 
mecanismos alternativos de resolución de disputas para 
los conflictos que puedan surgir en su ámbito de apli-
cación. Este es precisamente el caso de los códigos de 
conducta surgidos al amparo de la Directiva 2000/31/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 
2000, relativa a determinados aspectos jurídicos de los 
servicios de la sociedad de la información, en particular 
el comercio electrónico en el mercado interior, y su nor-
mativa de transposición, en específico, la Ley 34/2002, 
de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la informa-
ción y de comercio electrónico. 

En efecto, la Directiva del comercio electrónico hizo 
una fuerte apuesta por la autorregulación en una doble 
vertiente: por un lado, con la promoción de códigos de 
conducta que hayan disfrutado de la participación de 
asociaciones empresariales, profesionales o de consumi-
dores y, por otro, con la instauración de sistemas de re-
solución extrajudicial de conflictos. La Ley 34/2002 abre 
la vía para que los prestadores y destinatarios de servi-

cios de la sociedad de la información puedan someter 
sus conflictos, aparte de los procedimientos previstos en 
la legislación de arbitraje y de defensa de los consumido-
res y usuarios, “a los procedimientos de resolución extra-
judicial de conflictos que se instauren mediante códigos 
de conducta u otros instrumentos de autorregulación”.

La disposición final octava de la misma Ley estableció el 
plazo de un año para que el Gobierno aprobara un dis-
tintivo que permitiera identificar a los prestadores de ser-
vicios que respeten códigos de conducta adoptados con 
la participación del Consejo de Consumidores y Usuarios 
y que incluyan, entre otros contenidos, la adhesión al 
Sistema Arbitral de Consumo o a otros sistemas de reso-
lución extrajudicial de conflictos que respeten los princi-
pios establecidos en la normativa comunitaria sobre sis-
temas alternativos de resolución de conflictos con con-
sumidores (...). Recogiendo este mandato nace el distin-
tivo público de confianza en los servicios de la sociedad 
de la información y del comercio electrónico, regulado 
por el Real Decreto 1163/2005, de 30 de septiembre, y 
que es de aplicación para aquellos códigos de conducta 
destinados a regular las relaciones entre los prestado-
res de servicios de la sociedad de la información y los 
consumidores y usuarios cuando la adhesión al código 
conceda el derecho al uso y la administración del distin-
tivo público19. En Cataluña, la Orden ECF/215/2007, de 
30 de mayo, establece el procedimiento de otorgamiento 
y retirada del distintivo público de confianza en línea, 
así como el ejercicio de las funciones dirigidas a velar 
por el mantenimiento de los requisitos que justifican su 
otorgamiento. 

2	 Análisis cuantitativo

2.1	 Los entes con actividad mediadora

El objetivo de la investigación consistía en desarrollar una 
investigación en profundidad sobre la implantación de la 
mediación, como herramienta de gestión y resolución de 
conflictos en aquellos organismos activos en el campo 
de las relaciones de consumo. Por lo tanto, se definió 
el universo de estudio estudiando los organismos que, 
en función de la tipología antes mencionada –mediación 
institucional, mediación privada y mediación transfron-
teriza– pueden realizar mediaciones. Como organismos 
públicos que realizan actividades de mediación se iden-
tificaron cuatro niveles: la Agència Catalana del Consum 
(a través de la JACC y la SCE), las juntas arbitrales de 
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consumo municipales, las oficinas públicas de infor-
mación al consumidor (oficinas municipales –OMICs– y 
comarcales –OCICs–). Con respecto a las juntas arbi-
trales, hay una de ámbito autonómico, la Junta Arbitral 
de Consumo de Cataluña, y ocho de ámbito municipal. 
Las oficinas municipales de información al consumidor 
–OMIC–, de las cuales se identificaron 82 aunque cinco 
de éstas presentaban una denominación diferente a 
pesar de llevar a cabo la misma tarea, son la segunda vía 
de mediación institucional, tal como se desprende del 
análisis cuantitativo. Finalmente, las oficinas comarca-
les de información al consumidor -OCIC- adscritas a los 
Consejos Comarcales, pueden ejercer competencias de 
consumo en un total de 26. 

Con respecto a la mediación privada, se han recaudado 
datos de las asociaciones de consumidores más repre-
sentativas; por esta razón, las asociaciones consultadas 
han sido: la Organización de Consumidores y Usuarios 
de Cataluña –OCUC–; la Unión de Consumidores de 
Cataluña –UCC–; la Asociación de Consumidores de la 
Provincia de Barcelona –ACPB–; la Unión Nacional de 
Consumidores y Amas de Casa de España –UNAE–; la 
Coordinadora de Usuarios de la Sanidad. Salud, Consu-
mo y Alimentación –CUS– y la Asociación de usuarios de 
bancos, cajas y seguros de Cataluña –AICEC-ADICAE–. 

Finalmente, con respecto a la mediación transfronteriza, 
se identificó como ente encargado la Sección de Consu-
mo Europeo de la Agència Catalana del Consum. No se 
han recaudado datos sobre la posibilidad de que este 
tipo de mediación haya sido llevada a término por las 
asociaciones de consumidores, ya que era muy difícil 
encontrar criterios de discriminación claros. La percep-
ción es, sin embargo, que por sus especificidades el 
grueso de este tipo de mediación se concentra en este 
organismo especializado. Para obtener la información re-
lativa a las entidades que configuran el universo objeto 
de estudio, se realizaron tres tipos de consultas: 

•	 En primer lugar se consultó la base de datos de 
la Agència Catalana del Consum que contenía los 
datos referentes a la Junta Arbitral de Consumo 
de Cataluña y a la Sección de Consumo Europeo. 
Ambos son órganos administrativos de la Agèn-
cia Catalana del Consum. Además, la ACC tiene 
convenio de colaboración con algunos consejos 
comarcales. La Ley 9/2004, de 24 de diciembre, 
de creación de la Agència Catalana del Consum, 
atribuye a este organismo autónomo administrati-
vo todas las competencias que corresponden a la 
Generalitat en materia de consumo en virtud de la 
Constitución y el Estatuto de autonomía de Cata-
luña. Entre las funciones de este ente figura la de 

potenciar el despliegue de las oficinas locales de 
consumo. De esta manera, la ACC delega compe-
tencias a los entes locales y establece el procedi-
miento y los mecanismos adecuados que deben 
utilizar para llevar a cabo las tareas de la manera 
más eficiente. Los consejos comarcales con conve-
nio con la ACC durante el 2008 fueron veintiuno: 
Anoia, Alt Empordà, Alt Urgell, Bages, Baix Camp, 
Baix Ebre, Baix Empordà, Baix Penedès, Bergue-
dà, Conca de Barberà, Garrotxa, Montsià, Osona, 
Pallars Jussà, Pallars Sobirà, Pla de l’Estany, Pla 
d’Urgell, Priorat, Ribera d’Ebre, Selva y Terra Alta.

•	 En segundo lugar, se hizo una encuesta a los otros 
organismos públicos que llevaban a cabo media-
ciones y de los cuales no se disponía de datos: las 
juntas arbitrales municipales, las oficinas munici-
pales de información al consumidor (OMIC) y las 
oficinas comarcales de información al consumidor 
(OCIC) sin convenio con la ACC. Con respecto a las 
OMIC, la encuesta se envió a 76 entidades de las 
cuales se pudieron obtener información precisa de 
contacto.

•	 En el ámbito privado, se efectuó una encuesta a 
las asociaciones de consumidores y usuarios más 
representativas con actividad de mediación. 

En este sentido, se consideró que el universo de las 
asociaciones de consumidores tenía que ser acotado en 
función del concepto de asociación más representativa 
según el art. 17.2 de la Ley 3/1993, de 5 de marzo, del 
Estatuto del consumidor  y el Decreto 23/1998, de 4 de 
febrero, por el cual se establece el régimen de subven-
ciones de las organizaciones de consumidores y usua-
rios así como los requisitos de las organizaciones más 
representativas. De conformidad con la regulación men-
cionada, las asociaciones más representativas son aqué-
llas que están inscritas en el Registro de asociaciones de 
consumidores y usuarios de Cataluña y que, además, 
tienen un mínimo de dos mil asociados y una implanta-
ción territorial, como mínimo, de diez comarcas. De esta 
forma, se consideró que este tipo de asociaciones cum-
plían los requisitos necesarios con el fin de dar cifras de 
mediación en consumo que fueran validables tanto por 
la homogeneidad en los datos a tratar (de volumen de 
mediaciones y conflictos tratados), como por la implan-
tación territorial. Podían ofrecer, como efectivamente 
así ha sido, datos homologables a los provenientes de 
la mediación realizada por entes públicos. Así pues, los 
entes consultados en este estudio han sido todos aque-
llos que, siguiendo los tipos de mediación identificados 
en el apartado anterior, han generado sistemas de me-
diación en consumo. El total de entes de los que hemos 
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obtenido respuesta ha sido de 113. Los datos solicitados 
corresponden a 2008, ya que en el momento de iniciar-
se el estudio los datos de 2009 todavía no habían sido 
procesados.

Tabla 1: Entes consultados

Fuente Tipo de entidad Frecuencias

Base Datos y encuesta 
ACC*

JACC* 5

SCE* 1

Encuesta entidades 
territoriales

OMIC* 61

OCIC* 26

JJAA* 8

Otros* 6

Encuesta AACC* 6

Total 113

Fuente: elaboración propia

*ACC: Agència Catalana del Consum; JACC: Junta Arbitral de Con-
sumo de Cataluña - Sección de Mediación (ACC. Incluye delega-
ciones territoriales de la ACC); SCE: Sección de Consumo Europeo 
(ACC); OMIC: Oficina Municipal de Información al Consumidor; 
OCIC: Oficina Comarcal de Información al Consumidor (consejos 
comarcales con y sin convenio con la ACC); JJAA: juntas arbitra-
les municipales; AACC: asociaciones de consumidores y usuarios; 
Otros: Se refiere a otros tipos de servicios, y al Conselh Generau 
de Arán, que se equipara a un Consejo Comarcal en función de su 
estatuto diferenciado.

2.1.1	� Superposición de entes mediadores 
y equilibrio territorial

Con respecto a los datos obtenidos hay que decir que del 
total de entes consultados (113), intervienen en la ges-
tión de controversias mediante actuaciones mediadoras 
un número de 85 entidades, es decir, el 75% de las en-
tidades que configuran el universo de estudio. De todas 
estas entidades mediadoras, 80 son entes públicos y 
cinco, organismos privados. La mediación institucional 
es realizada por seis entidades de ámbito autonómico, 
23 oficinas de ámbito comarcal y 50 entidades de ám-
bito municipal. Con respecto a los entes con actividad 
mediadora, todas las juntas arbitrales llevan a cabo ta-
reas de mediación y un 88% de los consejos comarcales 
también. Con respecto a las OMIC, el 68,8% de las ofi-
cinas hacen mediación. Estos datos revelan una inten-
sidad decreciente de la actividad mediadora en función 
del ámbito territorial en que nos movemos, pero la hor-
quilla es relativamente reducida, de forma que podemos 
decir que la actividad mediadora institucional en materia 

de consumo es intensa en todos los niveles. Dentro del 
apartado de “otros” se incluyen dos tipos de entidades: 
por una parte, oficinas municipales que no están dise-
ñadas como OMIC sino como oficinas de atención al ciu-
dadano (OAC), que recogen también reclamaciones de 
consumo; ninguna de ellas, sin embargo, realiza tareas 
de mediación. También consta en este apartado el Con-
selh Generau de Arán, por su estatuto diferenciado, que 
actúa en el ámbito comarcal propio de forma asimilada 
a un consejo comarcal. Con respecto a la mediación pri-
vada, cinco de las seis asociaciones más representativas 
consultadas (80%) llevan a cabo actividades de media-
ción privada, aunque en el caso de una de ellas no se 
han podido obtener datos cuantitativos. La asociación 
que no lleva a cabo mediaciones es la única que actúa 
en un ámbito material concreto: los productos financie-
ros, y los datos negativos se explican en función de la 
estructura de reclamaciones propia de este producto, 
cómo veremos en el epígrafe dedicado a los resultados 
de la mediación.

Del esquema global hay que concluir que la actividad 
de mediación en consumo es intensa en relación con 
el conjunto de órganos que pueden llevarla a cabo. Por 
otra parte, los consumidores y los usuarios disponen de 
libertad para dirigirse a la Administración pública o a la 
entidad privada que les convenga con el fin de iniciar los 
trámites de la mediación. No obstante, la superposición 
de las vías de reclamación acostumbra a identificarse 
con el área metropolitana ya que, tal y como reflejan 
los datos, los reclamantes acostumbran a presentar sus 
reclamaciones ante la entidad más próxima a su resi-
dencia (OMIC; OCIC o delegaciones territoriales) o en un 
lugar, donde existe un punto de conexión (por ejemplo el 
trabajo, el fácil acceso, etc). En las grandes áreas urba-
nas, la coexistencia en el mismo ámbito territorial de di-
ferentes servicios que llevan a cabo la mediación no re-
presenta, pues, un problema sino un beneficio para los 
consumidores en términos de elección. En otras zonas, 
la existencia de OCIC puede aliviar la tarea de ayunta-
mientos relativamente pequeños, sin dejar de ofrecer un 
servicio público.

Por otra parte, la instancia que recibe una reclamación 
realiza la mediación sin problemas competenciales ya 
que la mediación es esencialmente voluntaria, de forma 
que sólo hace falta el acuerdo de la empresa al comuni-
cársele la reclamación hecha por el consumidor –única 
parte que puede iniciar el procedimiento–. El Real De-
creto 231/2008, de 15 de febrero, por el cual se regula el 
sistema arbitral de consumo, establece criterios de com-
petencia en su artículo 8: preferencia de las cláusulas de 
sumisión contractuales y domicilio del consumidor con 
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carácter residual. Pero esta determinación deja siempre 
la posibilidad de mediar, ya que la competencia rige para 
el sistema arbitral de consumo y, por lo tanto, sólo en las 
mediaciones dentro de este sistema. Hay que destacar 
también que, en entornos fuera del área metropolitana, 
la tarea de los ayuntamientos a través de las OMIC acer-
ca el mecanismo al ciudadano. Y en los municipios con 
junta arbitral, la relación entre las dos instancias es es-
pecialmente intensa. Por otra parte, la importancia de 
las tareas llevadas a cabo por las OMIC son vitales en 
aquellos territorios donde no hay junta arbitral. 

Tabla 2. Entes con actuaciones mediadoras

Tipos de entidad Frecuencias %

JACC* 5 5,88

SCE 1 1,18

OCIC** 23 27,06

OMIC 42 49,41

JJAA 8 9,41

AACC 5 5,88

Otros 1 1,18

Total 85 100,00

Fuente: elaboración propia

* �JACC (Barcelona) y delegaciones territoriales de la ACC (Tarrago-
na, Girona, Lleida y Terres de l’ Ebre).

** �Consejos comarcales con convenio con la ACC (18); consejos 
comarcales sin convenio con la ACC (5). 

2.1.2	� La organización de los servicios de 
mediación

Los servicios de mediación institucional suelen trabajar 
con medios propios en los niveles superiores. La media-
ción se realiza exclusivamente con mediadores propios 
en el caso de la JACC y delegaciones territoriales de la 
ACC, así como por la SCE, también integrada dentro de 
la ACC, por las juntas arbitrales municipales o las OCIC. 
Sólo externalizan el servicio (generalmente de manera 
parcial) algunas OMIC y una de las asociaciones de con-
sumidores encuestadas. Las derivaciones hacia servicios 
externos se hacen, predominantemente, hacia organis-
mos públicos (la mayor parte indica derivar a la JACC, 
SCE, Diputación de Barcelona u otras juntas arbitrales); 
una entidad afirma derivar a asociaciones de consumi-
dores y usuarios, y dos contratan servicios de abogados 
externos. Con respecto a la distribución territorial de las 
85 entidades con actividad de mediación, más del 60% 

se concentran en la demarcación de Barcelona. Tarrago-
na, Girona y Lleida tienen una incidencia similar (11, 12 
y 13% respectivamente) y finalmente, en las Terres de l’ 
Ebre nos consta una presencia de entes mediadores del 
2%. El desglose de estos datos puede consultarse en el 
directorio de las Tablas de estadísticas generales (cap. 
5, CD-ROM del Libro Blanco). Hay que mencionar que, 
aunque los porcentajes podrían variar (los datos anali-
zados no incluyen el Consejo Comarcal del Baix Ebre y, 
posiblemente, entidades del Ámbito Territorial Funcional 
de las Terres de l’ Ebre), las proporciones no se verían 
afectadas de manera importante. 

A nivel de comarcas, la red de entes mediadores es 
más densa en el Barcelonès (más de 10 entes), en el 
Vallès Occidental y en el Baix Llobregat (entre seis y 10 
entidades cada una). En sentido contrario, y tal como 
puede observarse en el mapa siguiente, hay nueve co-
marcas sin ninguna entidad mediadora. Las controver-
sias provenientes de estas comarcas, así como parte de 
las disputas procedentes de las veinte comarcas donde 
la actividad de mediación se realiza por sólo un ente (ge-
neralmente, por el Consejo Comarcal), se gestionan por 
la JACC de Barcelona, o bien por las delegaciones terri-
toriales de la ACC. Para el resto de nueve comarcas se 
estima una media de tres entidades. 

Mapa 1: �Número de entidades mediadoras en Cataluña 
(2008)

Fuente: elaboración propia
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2.2	 Mediaciones llevadas a cabo

En el año 2008, en Cataluña, se realizaron 30.755 me-
diaciones de consumo, 972 de las cuales en asuntos 
con carácter transfronterizo, es decir, controversias con 
una de las partes con domicilio fuera del territorio espa-
ñol. El resto son mediaciones internas, entendidas como 
la suma de la mediación institucional no transfronteriza 
y la privada. La conclusión más evidente es que el nú-
mero de mediaciones en consumo aumentará exponen-
cialmente, y al mismo tiempo de forma coyuntural, por 
la existencia de conflictos puntuales que afectan a una 
gran cantidad de consumidores.

En este sentido, hay que indicar que los datos de la ACC 
se ofrecen en paralelo según se trate de mediaciones 
transfronterizas llevadas a cabo por la SCE (972), o por 
la JACC (11036). Además, la mediación institucional 
total proviene de añadir los datos propios de las otras 
juntas arbitrales, las OMIC y las OCIC.

En el ámbito interno, la actividad mediadora se repar-
te principalmente entre la ACC, con una presencia de 
cerca del 6% del total de entes mediadores (vid. el ar-
chivo Tablas estadísticas generales, cap. 5, CD-ROM del 
Libro Blanco) y que lleva a cabo el 24% del total de me-
diaciones correspondientes al año 2008, y las oficinas 
municipales de información al consumidor, que realizan 
más del 40% de las mediaciones, hecho que se tiene 
que relacionar con la presencia de OMIC que median, 
de cerca del 50% del total de entes mediadores.

La relación entes mediadores-mediaciones realizadas, 
tanto en el caso de las juntas municipales como en el 
caso de las asociaciones de consumidores, es proporcio-
nal y representa en torno al 10% y 6% respectivamente. 
En el caso de las OCIC (incluyendo aquí el Conselh Ge-
nerau de la Val de Arán), la proporción es inversa: ocu-

pan el 28% de los entes mediadores y realizan un 14% 
del total de mediaciones.

En cualquier caso, el número total de mediaciones es 
muy elevado: más de 30.000 mediaciones en el 2008 
es una cifra contundente. Por este hecho, la existencia 
de gran cantidad de organismos públicos y privados 
que pueden llevar a cabo mediación en consumo se ve 
plenamente justificada por la tarea llevada a cabo. Tam-
bién hay que destacar la proporción de mediaciones 
realizadas en los diferentes niveles territoriales, ya que 
se mantiene la proporción entre los entes mediadores 
y las mediaciones hechas. La tendencia que apunta un 
contraste con datos de la ACC: las reclamaciones de 
2008 suponen un crecimiento del 8% en relación con 
el 2007, y la tendencia alcista es continuada y evidente 
desde 1993 (Agència Catalana del Consum, 2009: 11), 
año en que nace la actividad mediadora institucional 
de consumo.

Ciertamente, se da un incremento muy notable en los 
años 2003 y 2004, fruto de conflictos coyunturales que 
dispararon las reclamaciones, pero la tendencia es la 
misma. Este hecho, sin embargo, también señala una 
de las características de la mediación en consumo y que 
es un componente arbitrario que se deriva no sólo de los 
resultados de la mediación o de la eficiencia del servicio, 
sino también de la generalidad de un tipo de conflic-
to que conlleva una avalancha de reclamaciones y, por 
lo tanto, de posibles mediaciones. Es un factor que hay 
que tener en cuenta, ya que puede modificar de forma 
clara el funcionamiento de los organismos que se dedi-
can a la mediación durante un periodo concreto.

En cualquier caso, es clara la tendencia a aumentar de 
forma exponencial que indica que la abundancia –inclu-
so la superposición de los entes mediadores– está plena-
mente justificada y que habrá que pensar cómo se prevé 
afrontar este incremento en el futuro

Tabla 3: Mediaciones por tipos de entes 

Fuentes datos
Total %

AACC*** ACC*
Encuesta entidades 

territoriales

SCE 972 972 3,16

JACC 7.440* 7.440 24,19

AACC 1.719 1.719 5,59

OMIC 12.987 12.987 42,23

OCIC 3.596** 821 4.417 14,36
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2.2.1	� Distribución territorial de la 
mediación

Para un análisis de la distribución territorial de la activi-
dad mediadora, del total de mediaciones se han extraído 
los casos transfronterizos, ya que el criterio de registro de 
la SCE es el domicilio de las partes, como se explica en el 
apartado 3 en relación con los mediados. Asimismo, del 
total de mediaciones gestionadas por la Agència Catala-
na del Consum, sólo se han tomado en consideración las 
mediaciones resueltas, ya que el resto de mediaciones 
no están discriminadas por distribución territorial.

Con estas dos excepciones, y tal como se explica en la 
tabla 2.1.1.2 (Tablas estadísticas generales, cap. 5, CD-
ROM del Libro Blanco), podemos concluir que el resto 
de casos de mediación gestionados por las 84 entidades 
se concentran en la provincia de Barcelona, con más el 
70%, seguido de Tarragona y Girona, con cerca del 10% 
por cada provincia, Lleida, con un poco más del 4%, y 
las Terres de l’ Ebre, con un porcentaje superior al 3%.

Hay que mencionar que la actividad mediadora es propor-
cional a la población, según resulta del análisis aplicado 
a la actividad mediadora de las cuatro provincias (y, res-
pectivamente, del Ámbito Territorial Funcional Terres de l’ 
Ebre), en relación con el censo de población del año 2008 
del Instituto Catalán de Estadística (Archivo de Tablas es-
tadísticas generales, cap. 5, CD-ROM del Libro Blanco).

A nivel comarcal, el 50% de las mediaciones realizadas 
en el año 2008 se concentran en tres comarcas: el Bar-
celonès (20%), el Baix Llobregat (con cerca del 16%) y 
el Vallès Occidental (con casi el 14%). El dato no sor-
prende: el área metropolitana, como la zona más habita-
da de Cataluña, es la que tiene más entes mediadores y, 
al mismo tiempo, más actividad mediadora.

Así como se ha explicado en la distribución territorial de 
los entes, y tal como se representa en el mapa siguiente, 
hay nueve comarcas sin actividad mediadora. Su pre-
sencia en el mapa no es uniforme: hay que destacar que 
cinco corresponden a la provincia de Lleida, aunque no 
es clara la correlación entre menos población y ausencia 
de mediaciones.

También se representan quince comarcas con menos de 
quinientas mediaciones realizadas, once por debajo de 
mil mediaciones y tres con un número de mediaciones 
comprendido entre las mil y las cinco mil. 

Mapa 2: Número de mediaciones en Cataluña (2008)

Fuente: elaboración propia.

Fuentes datos
Total %

AACC*** ACC*
Encuesta entidades 

territoriales

JJAA 3.186 3.186 10,36

Otros 34 34 0,11

Total 1.719 972 11.036 17.028 30.755 100,00

Fuente: elaboración propia

* �Incluyen ‘Resueltos por mediación’, Archivadas por no acuerdo, y Traslado organismos sancionadores y Expedientes que han pasado a 
arbitraje. Sobre los resultados de la mediación ver apartado 2.3.1.

** �Datos de mediaciones tratadas por consejos comarcales con convenio con la ACC. Incluyen solicitudes resueltas por mediación, archi-
vadas sin acuerdo de mediación y archivadas y trasladadas a inspección.

*** Sin datos de ACPB.
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2.2.2	� Distribución de las mediaciones por 
sectores

El término “relación de consumo” es potencialmente 
muy amplio en relación con las materias o sectores que 
pueden dar lugar a un conflicto entre un consumidor 
y una empresa. Por este motivo, uno de los objetivos 
del estudio cuantitativo era saber cuáles eran los secto-
res con más mediaciones y con más mediaciones con 
acuerdo. Este aspecto, por motivos de recaudación de 
datos, se presentó de forma diferente en la mediación 
institucional –en este caso, comprendiendo la transfron-
teriza– y en la privada. Por otra parte, la relación entre 
los sectores y el resultado de la mediación se presenta 
en el apartado 5.

Los datos han demostrado una concentración de las re-
clamaciones próxima al 80% en tres sectores: telefo-
nía/Internet, suministros y transporte aéreo. Y además, 
existe una importante diferencia entre el primer sector y 
el resto. También hay que destacar el hecho de que, en 
la mediación privada, se han encontrado datos relativos 
a la mediación en temas de salud.

Tipo de mediaciones por sectores 
(mediación institucional interna y 
transfronteriza)

Los datos se recaudaron por dos procedimientos diferen-
tes: la ACC ya tenía datos desagregados según su propia 
clasificación por sectores, aunque diferente en función 
de si la mediación era o no transfronteriza, por la dife-
rencia de sectores mediados en cada caso. Con el fin de 
completar los datos, en la encuesta suministrada al resto 
de entes con actividad mediadora se pidió que señalaran 
los sectores donde habían registrado un mayor número 
de mediaciones. Las respuestas obtenidas fueron muy 
homogéneas y han permitido un tratamiento conjunto.

Con el fin de unificar la variedad de nomenclatura que 
presentaban los datos obtenidos mediante las diferentes 
fuentes y, al mismo tiempo, para obtener un panorama 
concluyente de las materias más sometidas a la media-
ción, se ha procedido, en un primer nivel, a la creación 
de códigos comunes en aquellas situaciones donde se 
ha detectado una similitud evidente de la materia tratada 
y, en un segundo nivel, a la clasificación de los datos 
en categorías generales, manteniendo algunas catego-
rías específicas como comercio electrónico o transporte 
aéreo, por razones de especificidad de la propia norma-
tiva de consumo y/o de incidencia.

En este sentido, se han aglutinado en la materia telé-
fonos/Internet todas las controversias relacionadas con 
temas de telefonía fija y móvil, así como los asuntos en 
materia de Internet, debido a su relación y por su per-
tenencia a una misma empresa proveedora. Hay que 
mencionar que esta aglutinación ya venía operada por 
algunos entes encuestados.

Con respecto a las relaciones de compraventa de bienes 
muebles, se ha considerado oportuno incorporar todas 
las relaciones, desde el comercio de proximidad, que 
engloba las pequeñas ventas, hasta las grandes cade-
nas, pasando por las ventas fuera de establecimientos 
comerciales. Sólo se han aplicado dos excepciones: la 
primera relativa a los equipamientos electrodomésticos, 
por su presencia entre los principales sectores reclama-
dos; la segunda respecto de las compras realizadas me-
diante Internet, que por su especificidad (y en las con-
troversias europeas por su grado elevado de incidencia) 
han pasado a formar una categoría aparte.

El sector “suministros” reúne los suministros de servicios 
básicos de electricidad, agua y gas. Se han comprendido 
en la materia “servicios profesionales” todos los servicios 
relacionados con mantenimiento, reparaciones e insta-
laciones, y en “vivienda”, las controversias relacionadas 
con la compraventa, alquiler, reformas o comunidad de 
propietarios, etc.

Pueden observarse diferencias entre el total de media-
ciones realizadas en el año 2008 y el total de mediacio-
nes desglosadas por materia. Estas variaciones, por tipo 
de fuente, se explican, por una parte, por la diversidad (a 
veces por la falta) de sistemas de registro existentes en 
las diferentes entidades, ya que hay entidades del ám-
bito local que no tienen las mediaciones discriminadas 
por sector. Por otra parte, la tabla anterior no refleja los 
casos que, a la fecha de la recogida de datos, no se con-
sideraban como proceso finalizado, ya que constaban 
como casos en trámite o como casos que, al no haberse 
resuelto con acuerdo por mediación, habían sido trasla-
dados al arbitraje.

Sin embargo, puede concluirse que del total general de 
mediaciones consideradas por el análisis por materia, el 
sector con más presencia ha sido el sector que com-
prende los servicios de telecomunicaciones (telefonía 
fija y telefonía móvil, junto con Internet), que ocupa 
el 40% de las controversias mediadas en el año 2008. 
En segundo lugar, a una distancia de casi 30 puntos, 
se sitúan los conflictos en materia de compraventa, se-
guidos de los de transporte aéreo, con el 9%, y los de 
suministros, con el 8%. Es interesante remarcar que la 
suma de estas cuatro categorías de relaciones de consu-
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mo representa el 68% del total de dieciséis materias que 
en el año 2008 han sido sometidas a procesos de media-
ción. En cambio, hay sectores con muy poca actividad 
mediadora, como la compra de animales o el servicio de 
correos.

Además, resulta destacable la relación entre el grado 
de incidencia de una determinada materia en función 
de la componente territorial (esta vez en el sentido 
nacional-transnacional). Desde esta perspectiva, se 
tiene que hacer resaltar que en la mediación trans-
fronteriza imperan las controversias de transporte 
aéreo, mientras que en los conflictos internos preva-
lecen las disputas de telefonía e Internet. Así pues, 
los asuntos gestionados por la SCE se focalizan en el 
sector turismo, con controversias que implican com-
pañías aéreas europeas reclamadas por usuarios re-
sidentes en Cataluña, o bien extranjeros que vienen 
de vacaciones a Cataluña y reclaman a empresas de 
hostelería residentes en Cataluña. Sin embargo, cada 
vez hay más reclamaciones vinculadas al transporte 
aéreo, y no solo derivadas de desplazamientos turís-
ticos, en proporción a la movilidad que la población 
experimenta actualmente. En cambio, las reclama-
ciones por servicios hoteleros en la mediación interna 
representan menos de un 1%.

Otro campo que puede recibir un componente transfron-
terizo es el comercio electrónico, que es la tercera mate-
ria más mediada en el ámbito europeo, mientras que en 
las mediaciones internas no entra en las primeras diez 
posiciones. La relación es inversa en el caso de los otros 
tipos de compraventas, que ocupan el segundo lugar 
entre las mediaciones internas, mientras en los asuntos 
transfronterizos tienen una presencia no significativa.

En cualquier caso, y a pesar de las divergencias entre 
la mediación interna y la transfronteriza, en los dos ám-
bitos, si bien con divergencias, se observa una con-
centración de las demandas en dos o tres sectores 
que abarcan cerca del 70% de las mediaciones. Eso 
también determina una característica clara en relación 
con el perfil de las empresas reclamadas, como vere-
mos más adelante.

También hay que destacar que dentro de la mediación 
interna hay algunas diferencias significativas entre los 
datos de la ACC y los de la encuesta a los otros entes 
de mediación institucional. La ACC canaliza un porcen-
taje superior de reclamaciones en materia de agencias 
de viaje, comercio electrónico y servicios profesionales, 
mientras que el resto de entidades destaca por el por-
centaje en mediaciones sobre vivienda y electrodomésti-
cos. Con respecto a los sectores más mediados, también 
hay diferencias significativas: en la ACC las reclamacio-
nes de telefonía/Internet son el 21,4%, que se eleva al 
54,8% en el caso de las otras entidades. Mientras que el 
transporte aéreo supone más de un 11% para la ACC y 
sólo un 2,3% en las otras entidades. El único sector que 
mantiene la media es el de los suministros.

Estos datos revelan que la ACC, por el mayor volumen 
de reclamaciones recibidas, tiene los sectores más di-
versificados y tiene la capacidad de contactar con las 
empresas; el resto de entidades están más focalizadas a 
un tipo de reclamación estándar que se concreta en un 
número inferior de sectores.

Por otra parte, la frecuencia en los acuerdos, con el es-
tudio propio, se desarrolla en el apartado de resultados 
de la mediación.

Tabla 4: Mediaciones por sectores (mediación institucional)

ACC
Municipios
Comarcas*

SCE Total general

Materia Frec. % Frec. % Frec. % Frec. %

Hostelería 92 1,4 46 0,4 82 8,4 220 1,0

Tintorería 49 0,8 64 0,6 0 0,0 113 1,0

Otros 287 4,4 20 0,2 19 2,0 326 2,0

Agencias viajes 303 4,6 62 0,6 13 1,3 378 2,0

Comercio Electrónico 202 3,1 63 0,6 67 6,9 332 2,0

Transporte 109 1,7 126 1,2 35 3,6 270 2,0

Vehículos 248 3,8 118 1,1 51 5,2 417 2,0

Servicios 277 4,2 286 2,8 59 6,1 622 3,0
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Tipo de mediaciones según el ámbito 
(entidades privadas)

Las cifras sobre sectores más mediados en las asociacio-
nes de consumidores fueron recogidas aparte del análi-
sis cuantitativo, pero, a la vez, se preguntó en las entre-
vistas a los mediadores sobre la percepción de los tipos 
de reclamaciones más extendidas para la identificación 
de tipologías de conflictos. Los sectores más mediados 
se corresponden con los indicados en la mediación ins-
titucional.

En el ámbito de la mediación llevada a cabo por las aso-
ciaciones de consumidores se ha detectado una amplia-
ción interesante en el concepto de relación de consumo, 
que presenta interesantes vínculos con la mediación sa-
nitaria. Se trata de la mediación, que lleva a cabo una 
de las asociaciones encuestadas, en conflictos nacidos 
dentro de una relación de asistencia sanitaria entre el 
consumidor/paciente y el centro sanitario que le ha 
prestado la asistencia. Por lo tanto, en los datos del cua-
dro anterior se ha distinguido entre las mediaciones en 
el ámbito propiamente dicho de consumo y aquéllas lle-
vadas a cabo en el ámbito de la salud desde la perspec-
tiva antes indicada. Es decir, las reclamaciones de los 
usuarios de los servicios de salud por cuestiones relacio-
nadas con el ámbito sanitario tanto en centros privados 
como en públicos o concertados. No son problemas de 
indemnización por daños, sino de funcionamiento de los 
centros, listas de espera, resarcimiento de gastos, etc.

Estos datos empiezan a dar cuerpo a la idea de indi-
vidualizar la noción de relación paciente-centro sani-

tario como una relación de consumo, de acuerdo con 
la normativa que atribuye al paciente-consumidor (de 
hecho, sería más propiamente un usuario de un servicio 
de salud) un conjunto de derechos y posibilidades de 
escoger en el marco de la asistencia sanitaria y con in-
dependencia que se trate de un centro sanitario público 
o privado.

Tabla 5: mediaciones por sectores (mediación privada)

Ámbito Frec. %

Consumo 1.247 73

Usuarios de salud 472 27

Total 1.719 100

Fuente: elaboración propia

2.3	 Las partes de la mediación

2.3.1	 Los mediadores 

Las 30.755 mediaciones realizadas en el año 2008 han 
sido gestionadas por más de 120 mediadores (el núme-
ro total comprendería a los mediadores de los consejos 
comarcales con convenio, de los cuales no disponemos 
de datos). De los 120 mediadores identificados, desa-
rrollan tareas mediadoras a tiempo completo sólo cinco: 
los mediadores de la JACC, en Barcelona. En cambio, el 
resto de mediadores de las delegaciones territoriales de 
la ACC y de la SCE desarrollan las labores de mediación 
a tiempo parcial. 

ACC
Municipios
Comarcas*

SCE Total general

Materia Frec. % Frec. % Frec. % Frec. %

Servicios Financieros 214 3,3 325 3,1 1 0,1 540 3,0

Electrodomésticos 259 4,0 671 6,5 21 2,2 951 5,0

Vivienda 169 2,6 705 6,8 10 1,0 884 5,0

Servicios profesionales 592 9,1 251 2,4 0 0,0 843 5,0

Suministros 523 8,0 853 8,2 0 0,0 1.376 8,0

Transporte Aéreo 766 11,7 242 2,3 613 63,1 1.621 9,0

Comercio 1.037 15,9 844 8,2 1 0,1 1.882 11,0

Telefonía/Internet 1.399 21,4 5.668 54,8 0 0,0 7.067 40,0

Total 6.526 100,0 10.344 100,0 972 100,0 17.842 100,0

Fuente: elaboración propia
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Con respecto a los otros mediadores, tanto de la me-
diación privada como de la mediación institucional, nos 
consta que la mediación se realiza como una función 
más entre las que la persona mediadora tiene asigna-
das a su puesto de trabajo. Asimismo, en el caso de las 
oficinas municipales y comarcales de información al 
consumidor, un funcionario lleva a cabo las gestiones de 
mediaciones, entre otras tareas como la recepción de las 
reclamaciones (quejas, denuncias, etc), la información y 
asesoramiento al consumidor y usuario u otros trámites y 
gestiones que entran en las competencias de la oficina. 
Asimismo, los funcionarios de las juntas arbitrales muni-
cipales, aparte de mediaciones, desarrollan sus funcio-
nes en el arbitraje. La situación es equivalente en el caso 
de las organizaciones de consumidores y usuarios, que 
no prevén la figura del mediador como función exclusiva 
dentro de la entidad.

Este hecho puede llegar a ser relevante en función de 
uno de los temas que se plantea en el análisis cualitativo: 
la necesidad de dar información previa al consumidor 
con el fin de restablecer el equilibrio entre las partes y 
también como y quién tiene que darla, que será tratado 
en este apartado.

Tabla 6: Total mediadores por ente

Fuentes datos

Total
AACC ACC

Encuesta 
entidades 

territoriales

SCE 3 3

JACC* 11 11

AACC 12 12

OMIC 60 60

OCIC** 6 6

JJAA 27 27

Otros 1 1

Total 12 3 11 94 120

Fuente: elaboración propia
*�Incluye cinco mediadores JACC y seis de las delegaciones territo-
riales de la ACC.

**Sin datos de Consejos Comarcales con convenio. 

Dedicación de los mediadores

Todos los mediadores (120) propios de las entidades de 
las cuales disponemos de datos son mediadores profe-
sionales. Todos ellos trabajan para la Administración pú-
blica o para una asociación de consumidores actuando 

como mediadores. Este hecho, sin embargo, no quiere 
decir que su formación sea homogénea. No hemos de-
tectado que haya mediadores voluntarios en este ámbi-
to. Una posible explicación a este hecho está claramente 
ligada a la formación básica que un mediador de este 
tipo debe tener. En efecto, volviendo al marco teórico 
que hemos diseñado al inicio de este capítulo, la me-
diación en consumo se enmarca dentro de lo que pode-
mos calificar como relación de consumo que aplica un 
conjunto normativo propio y diferenciado. Por lo tanto, la 
tarea del mediador de consumo pide una formación en 
estos temas que, por otra parte y como veremos, todos 
cumplen, con el fin de poder llegar a un acuerdo dentro 
del marco normativo previsto. Esto no implica, sin em-
bargo, que la formación de los mediadores tenga que ser 
necesariamente una formación jurídica.

Formación en mediación

La información sobre formación en mediación ha sido 
recaudada en la JACC y la SCE, y en las asociaciones 
de consumidores mediante las entrevistas hechas a los 
mediadores. 

En este sentido, puede observarse que su formación de 
salida es homogénea en cuanto al nivel: todos son licen-
ciados o graduados; pero no lo es en cuanto a la materia, 
ya que hay mediadores con formación jurídica, otros son 
titulados en ciencias sociales y hay algún licenciado en 
medicina. 

También se observa una clara heterogeneidad respecto 
de la formación en la actividad de mediar, que, además, 
no actúa como un requisito de entrada. En cambio, la 
formación en la materia mediada -consumo- es mucho 
más homogénea.

Con respecto a la formación básica, hay alguna diferen-
cia entre la mediación institucional -interna o transfron-
teriza- y la privada: 

En los servicios de mediación institucional, la formación 
básica homogénea se centra en la formación sobre la 
materia mediada. En este sentido, todos los mediadores 
institucionales (14) han seguido el curso de asistentes 
técnicos en consumo -ATC- organizado por la ACC. La 
finalidad primordial del curso es contribuir a la forma-
ción y reciclaje de personas que realizan funciones de 
información y orientación a las personas consumidoras 
y usuarias, donde se incluye una parte específica sobre 
la mediación en consumo. Así pues, no es un curso que 
se limite a este aspecto: su alcance es genérico sobre 
los diferentes aspectos del consumo. Aunque todos los 
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mediadores comentan que hacen cursos de formación, 
éstos no se centran en la actividad de mediar; esto quiere 
decir que la principal fuente de formación es la práctica. 

Con respecto a los mediadores privados, excepto dos, 
los mediadores entrevistados recibieron formación espe-
cífica en la actividad de mediar, pero ésta puede tener 
unas características y duración muy heterogéneas. La 
mayoría destaca diversos cursos (la duración varía entre 
media jornada y 20 horas) organizados mayoritariamente 
por la ACC y por la Diputación de Barcelona. También al-
gunos mediadores destacan que han hecho el curso de 
ATC o un curso en materia de negociación y resolución 
de conflictos impartido por asociaciones de consumido-
res. Sólo uno de los mediadores tiene un máster en con-
sumo por la UB. Finalmente, hay dos mediadores que 
indican que no han recibido formación en mediación y 
que han adquirido los conocimientos directamente por 
la práctica y la experiencia. La formación en consumo es 
todavía más heterogénea: hay siete mediadores licencia-
dos en derecho; otros licenciados o graduados en otras 
ciencias sociales u otros que han realizado formación 
concreta propia de consumo, y sólo uno es máster en 
esta especialidad. 

Puede concluirse que la formación recibida por los me-
diadores se decanta hacia el sector del consumo, más 
que a la actividad de mediar. En este apartado se ob-
serva una evidente heterogeneidad, pero se destaca el 
hecho de que los mediadores no tienen una formación 
de mediadores homologable a un máster. También hay 
que decir que la actividad de la mediación en consumo 
no está regulada en cuanto a los requisitos de forma-
ción y es llevada a término por quien los entes media-
dores deciden que se ocupará de esta función. Y, en 
este sentido, la ACC exige una formación en consumo 
que comporta un módulo de formación en mediación a 
sus mediadores con dedicación completa: todos los de 
la JACC y de la SCE.

Con respecto a las asociaciones de consumidores, los 
mediadores actúan a tiempo parcial, ya que se dedi-
can también a otras tareas como el asesoramiento a los 
consumidores o las reclamaciones judiciales. Eso puede 
explicar la diferencia en la formación de todos ellos y, 
sobre todo, explica el recurso a la formación continuada 
en temas relacionados que ofrece mayoritariamente la 
Administración Pública. También están a tiempo parcial 
los mediadores de los otros entes mediadores institucio-
nales: juntas arbitrales, OCIC y OMIC para los cuales los 
comentarios anteriores también parecen convenientes.

Probablemente esta cuestión variará en el futuro de la 
mano del Código de consumo recientemente aprobado, 

que define el mediador como “experto” (art. 131-2), 
pero sin concretar si la pericia tiene que ser en la acti-
vidad de mediar, en consumo, o en ambas dimensiones 
al mismo tiempo. Por este motivo, habrá que definir las 
habilidades básicas que lleven a esta pericia; parece 
evidente que es necesaria una formación tanto en con-
sumo como en la actividad de mediar. Asimismo, habrá 
que posicionarse sobre la importancia de la experiencia 
acumulada. 

2.3.2	 Las partes mediadas

Los datos sobre el perfil de los mediados no se obtuvie-
ron a través de las encuestas a los entes mediadores, ya 
que no se recogieron. Por este motivo, la información 
sobre este punto procedía de las entrevistas hechas a 
los mediadores, donde todos coincidieron en el diseño 
del perfil de los mediados. Hay que destacar, sin em-
bargo, que la mediación en consumo se realiza entre un 
consumidor, que normalmente es una persona física, y 
un empresario. En este segundo caso, excepto los pocos 
casos donde se encuentra un empresario individual, lo 
más frecuente es encontrarse ante sociedades mercanti-
les o algún otro tipo de entidades. Por eso, en este apar-
tado se han tratado de forma diferenciada el perfil del 
consumidor mediado y el de la empresa, ya que de ésta 
última no pueden predicarse características de una per-
sona física como la edad y el sexo. En cambio, pareció 
interesante recaudar información sobre el tamaño de las 
sociedades para saber si este rasgo tiene una relación 
directa con el hecho de acudir a la mediación.

Perfil de los consumidores 	

Con respecto al perfil de consumidor/usuario que más 
reclama, los mediadores entrevistados coinciden en 
cuanto a la heterogeneidad del género, aunque algunos 
mediadores apuntan a una ligera mayoría de mujeres. 
En conclusión, puede indicarse que el porcentaje de 
hombres y de mujeres es muy equitativo en relación con 
los consumidores.

Los mediadores preguntados respondieron que las 
franjas de edad de los mediados son muy dispares (se 
han encontrado casos donde el reclamante acababa de 
cumplir la mayoría de edad y casos donde superaba los 
noventa años). Sin embargo, puede identificarse una 
franja común de edad (35-55 años) y algunos media-
dores indican una presencia importante de gente mayor. 
En este sentido, hay que destacar que el sector reclama-
do determina a menudo la edad del consumidor/usuario. 
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Por ejemplo, mientras que los reclamantes de materias 
relacionadas con telefonía móvil acostumbran a identifi-
carse con gente joven, las reclamaciones sobre ventas 
especiales –ventas durante una excursión o venta a do-
micilio– se identifican con personas de la tercera edad.

Perfil de las empresas

Los mediadores entrevistados coincidieron en que el tipo 
de empresa que contesta u ofrece un acuerdo de me-
diación es dispar. Hay mediadores que afirman que las 
grandes empresas de servicios son las que acostumbran 
a responder y ofrecer una solución, mientras que otros 
apuntan a que las pequeñas y medianas empresas están 
más predispuestas a mediar.

Por otra parte, cabe diseñar el perfil de las empresas 
teniendo en cuenta los sectores más mediados. Así, se 
ha obtenido un dato relevante a efectos de la caracte-
rización de las empresas como parte mediada, de los 
datos resultantes de los sectores mediados. En efec-
to, tanto el sector más mediado en conflictos internos 
(telefonía/Internet), como el más mediado en temas 
transfronterizos (aerolíneas) representan un perfil de 
gran empresa, y en muchas ocasiones de multinacio-
nales de grandes dimensiones, en las cuales el coste 
de ofrecer esta vía de resolución de conflictos a través 
del Servicio de Atención al Cliente o del Departamento 
Jurídico representa un coste y un esfuerzo relativa-
mente bajos.

En cambio, no puede decirse lo mismo en todos los 
casos clasificados como comercio en las mediaciones 
internas o bien comercio electrónico en las transfronte-
rizas, ya que no existe un único perfil de empresa me-
diada y pueden abarcar tanto el pequeño comercio de 
proximidad como las grandes cadenas.

Procedencia de los mediados

En esta cuestión, se ha podido trabajar con datos cuan-
titativos provenientes de la base de datos de la ACC en 
los dos órganos que tiene dedicados a la mediación: la 
Junta Arbitral de Consumo y la Sección de Consumo Eu-
ropeo. Estos datos se han podido completar con aquellos 
datos provenientes de las entrevistas hechas a los me-
diadores, que nos han permitido verificar los datos de las 
asociaciones de consumidores y corroborarlas.

Los criterios de ordenación de la procedencia de los me-
diados son diferentes según si nos referimos a la Junta 
Arbitral de Cataluña –que se ocupa de las mediaciones 

internas– o a la Sección de Consumo Europeo –dedicada 
a las mediaciones transfronterizas. Por lo tanto, analiza-
remos los datos que se observan a continuación en estos 
dos apartados.

En el ámbito de la mediación interna –institucional o pri-
vada–, el criterio cuantitativo utilizado es el de la nacio-
nalidad de las partes mediadas. La nacionalidad no es 
un obstáculo a la posibilidad de acudir a la mediación en 
consumo: los servicios de mediación se ofrecen a toda la 
comunidad que reside en Cataluña. El RD 231/2008 es-
tablece, en su artículo 8 (competencias para conocer las 
solicitudes individuales de arbitraje), que la junta com-
petente es la del domicilio del consumidor. Así pues, este 
artículo nos ofrece el criterio de la competencia sólo para 
la mediación dentro del proceso arbitral, pero conviene 
recordar que no limita dicha posibilidad a los nacionales. 
La mediación en asociaciones de consumidores o la rea-
lizada en otras instancias de la Administración atiende al 
mismo criterio.

Así pues, con respecto a los consumidores, hay un por-
centaje superior de nacionales: un 92%. Estos datos se 
ven corroborados por la percepción de los mediadores 
entrevistados que nos indica una mayoría absoluta de 
consumidores de nacionalidad española, si bien con 
una tendencia al incremento de la población extranjera. 
Como caso especial, en reclamaciones de salud se nos 
indica que, en temas de estética hay una superioridad 
numérica de los reclamantes de origen hispanoameri-
cano. Ahora bien, un 8% de reclamaciones de extranje-
ros, en el contexto de un 16% de población inmigrada, 
indica el grado de conocimiento de las instituciones de 
defensa de los consumidores por parte de estos ciuda-
danos. No ha sido posible, sin embargo, recaudar datos 
sobre el origen de los extranjeros mediados o el tiempo 
de residencia en Cataluña, ya que el elemento de discri-
minación consiste en la identificación a través de DNI o 
pasaporte.

Finalmente hay que indicar que los mediadores han 
hecho referencia a un posible incremento de las recla-
maciones de los extranjeros en el futuro, fruto de cam-
pañas de información extensas y, también, por el efecto 
generado después de haber pasado ya por una media-
ción en este ámbito.

No disponemos de datos en relación con las empresas. 
Sin embargo, la competencia de los organismos de con-
sumo viene otorgada por la posibilidad de intervenir en 
conflictos originados por relaciones con empresas espa-
ñolas. Y que, tal como recoge el art. 132-2,6 del Código 
de consumo rige el principio de universalidad según el 
cual “la competencia de las administraciones públicas 
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catalanas para llevar a cabo la mediación se extiende a 
cualquier asunto que afecte a las personas consumido-
ras, con las excepciones establecidas por las leyes”.

En el ámbito de la mediación transfronteriza no hay una 
territorialidad conexa entre la residencia de la persona 
consumidora y el domicilio del profesional/empresa. Una 
de las dos partes presenta una conexión territorial con 
Cataluña, pero la otra necesariamente tiene que tener 
su centro de decisión, con respecto a los actos de con-
sumo, servicios post-venta, relaciones con los clientes, 
etc., fuera del Estado español. Este aspecto, por circuns-
tancial que pueda parecer, nos conecta con lo esencial 
de esta actividad de mediación no presencial en la ma-
yoría de los casos. El hecho de que las partes tengan re-
sidencias o domicilios en Estados miembros diferentes, 
condiciona innegablemente la forma de proceder a la 
hora de buscar una resolución del conflicto conveniente 
para ambas.

Es por eso que la nacionalidad de las partes nunca ha 
sido un criterio básico para la tarea de la mediación en 
consumo en la ACC, sino que será la residencia la clave 
para identificar el organismo de consumo más próximo 
a la persona consumidora y, al mismo tiempo, para con-
tactar con la empresa reclamada cuando se domicilie en 
Cataluña y tenga que cumplir con la normativa de con-
sumo aplicable. En este sentido, es destacable que aun-
que la empresa reclamada no será quien inicie el pro-
cedimiento de mediación ante la Sección de Consumo 
Europeo, sí que será, en aquello referente a su domicilio, 
un factor de pertenencia que determine la competencia 
para procesar la mediación, mientras que ante un siste-
ma arbitral de consumo este factor no es determinante 
de la atribución competencial.

En algunas ocasiones, los organismos de ámbito trans-
fronterizo han actuado en ámbitos ajenos a su compe-
tencia, esto es, relaciones entre consumidor-empresa 
(B2C), actuando como puntos de información de al-
cance europeo. Esto es así ya que por su ámbito de 
actuación son organismos que cuentan con una es-
tructura y un sistema de cooperación en consumo. 
Incluso, en relación con otros organismos de ámbito 
europeo consolidados, se han dado otros supuestos, 
como por ejemplo, problemas entre empresas (B2B). 
En otros casos, se han creado líneas de colaboración y 
cooperación con organismos de consumo de países no 
miembros de la UE, como por ejemplo Andorra, Suiza 
o Canadá.

En este apartado se observa una clara tendencia a la 
mediación por parte de personas que tienen el domi-
cilio en Cataluña (85%), mientras que las reclama-

ciones de residentes en el extranjero es bastante más 
reducida (15%). Paralelamente, los entrevistados de 
la Sección de Consumo Europeo (SCE) coinciden en 
afirmar que las personas consumidoras que han pre-
sentado más reclamaciones residen en Cataluña. Ahora 
bien, añaden que también se encuentran con reclama-
ciones que provienen principalmente, y en este orden, 
del Reino Unido, Francia, Italia y Portugal. Se consolida 
de esta manera la percepción de que los ciudadanos 
de Cataluña tienen sobre la posibilidad de acceder a 
un organismo que gestione sus reclamaciones, inclu-
so en casos de contratación con empresas extranjeras, 
así pues situándose plenamente en el contexto de un 
mercado interior de la Unión Europea (UE). En este 
sentido, a pesar de observar el potencial que podrían 
tener las reclamaciones de consumidores residentes 
en el resto de la UE contra empresas españolas por 
servicios cuando están en nuestro país, por ejemplo, 
los turísticos, lo cierto es que ésta no parece ser la vía 
más utilizada.

En cambio, con respecto a las empresas, la cuestión 
está mucho más igualada, y sólo se diferencian en dos 
puntos las reclamaciones contra empresas con domici-
lio en España de aquéllas que tienen la sede fuera. En 
este ámbito, los mediadores de la SCE recalcan en la 
entrevista que las empresas/profesionales objeto de más 
reclamaciones tienen la sede social en Irlanda, Francia 
y Reino Unido. En el caso de Irlanda y Reino Unido, se 
podría explicar por el hecho de que son países dónde 
está la sede de las principales compañías aéreas de bajo 
coste. 

Tabla 7: procedencia de los mediados

JACC (%) SCE* (%)

Nacionalidad   Residencia 

Consumidores Consumidores
Empresa 

reclamada

Nacionales 92 85 49

Extranjeros 8 15 51

Total 100 100 100

Fuente: elaboración propia

2.4	 El proceso de mediación

Los datos recaudados sobre el proceso de mediación 
han sido analizados en el apartado 3.3 junto con los 
diagramas de flujo.
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2.5	 Resultados de la mediación

El proceso de mediación puede acabar con acuerdo o 
sin acuerdo. En el primer caso, las partes han llegado 
a una forma consensuada de resolver el conflicto. Si, 
en cambio, las posturas de las partes se encuentran 
muy distantes y se prevé que no será posible llegar a 
un acuerdo, se determina el final de las actuaciones de 
mediación y éstas se archivan sin acuerdo.

En este segundo caso, sin embargo, se plantea a las par-
tes la posibilidad de someter la controversia a la decisión 
de un tribunal arbitral. Nos continuamos moviendo den-
tro de la resolución extrajudicial de conflictos, pero ahora 
de forma heterocompositiva, ya que un tercero imparcial 
resuelve la cuestión e impone una solución. Este paso 
de la mediación al arbitraje es una de las consecuencias 
del sistema arbitral de consumo, que prevé dos procedi-
mientos diferentes y consecutivos de ADR.

Por lo tanto, en los datos que ofrecemos como resulta-
dos, figuran también los expedientes de mediación que 
han sido trasladados a arbitraje porque no se ha llega-
do a un acuerdo, y las partes han decidido optar por el 
arbitraje. En este caso, el consumidor suele indicar en 
la reclamación su voluntad de acudir a arbitraje, y en 
el caso de la empresa puede ser que esté previamente 
adherida a arbitraje para posibles conflictos que puedan 
surgir o bien lo acepte expresamente al no haber llegado 
a un acuerdo en mediación. También pasan a arbitraje 
las reclamaciones en que las partes no aceptan la me-
diación como vía de resolución de conflictos, que aquí 
no nos interesan ya que no dan lugar a una mediación.

De forma contraria, si la empresa no está adherida y no 
acepta el arbitraje, o bien no lo hace el consumidor, se 
tendrá que volver a evaluar el expediente con el fin de 
valorar la existencia de posibles indicios de infracción. 
Si se considera que se ha producido una infracción, se 
traslada el expediente a los servicios de inspección 
competentes –Servicio de Inspección y Control de Mer-
cado de la ACC– que analizan si los hechos expuestos 
son constitutivos de infracción en el ámbito del consu-
mo. La finalidad del procedimiento sancionador de dis-
ciplina del mercado y consumo es la tutela de intereses 
generales, comprendidos los propios de los agentes eco-
nómicos y de los consumidores, a diferencia de la me-
diación, que pretende la solución de un conflicto entre 
las concretas partes mediadas. El proceso puede acabar 
con la imposición de una sanción; si se considera que no 
se ha producido ninguna infracción o no ha sido posible 
determinar al responsable, se archivan las actuaciones 
inspectoras.

Hay datos relevantes en relación con la opción de la 
vía de arbitraje. Aunque el sistema arbitral de consumo 
prevé la mediación como una vía anterior al arbitraje, la 
verdad es que el número de mediaciones es muy supe-
rior al de arbitrajes en todas las fuentes consultadas. 
En relación con las cifras de la JACC, que es el único 
ente del que hemos obtenido resultados de los procesos 
de mediación que después acaban en arbitraje, los re-
sultados son indicativos: del número total de mediacio-
nes sin acuerdo, sólo un 20% pasan a arbitraje. Una 
cifra que se acerca mucho al 17% de expedientes que 
pasan a proceso sancionador. Eso indica que muchos 
de los asuntos mediados no pasan a una segunda fase 
de ADR.

Este resultado cuantitativo se tiene que vincular con la 
información que sobre este punto se ha obtenido de las 
entrevistas a los mediadores. En efecto, éstos han co-
mentado que el consumidor es partidario de acudir al 
arbitraje para solucionar el conflicto. Contrariamente, las 
empresas que no están adheridas al sistema arbitral 
son reticentes a iniciar el procedimiento arbitral. En el 
ámbito de la mediación privada, excepto dos entrevis-
tados que opinan que ambas partes son partidarias del 
arbitraje si la mediación no se ha concluido con acuerdo, 
los mediadores coinciden en que generalmente el con-
sumidor quiere ir, mientras que la empresa se inclina 
poco a hacerlo. Por lo tanto, estos datos subrayan la enti-
dad de la mediación como proceso independiente de re-
solución de conflictos en el ámbito del consumo, a pesar 
de sus conexiones con el arbitraje de consumo ya que, 
en la práctica, la empresa está mucho más dispuesta a 
mediar que a ir a arbitraje, aspecto que es uno de los 
puntos fuertes del sistema.

Con respecto a los resultados concretos, la tasa de me-
diaciones con acuerdo en el sistema institucional es 
de cerca de un 50% y no se ven diferencias significati-
vas entre las diversas entidades que llevan a cabo este 
tipo de mediación. Este dato es muy destacable ya que 
indica una alta predisposición de las partes para llegar 
a un acuerdo. En cualquier caso, este dato global tiene 
diferencias acusadas en función del sector mediado, 
como veremos en la tabla siguiente. También tenemos 
que destacar que el porcentaje es muy similar en la me-
diación interna y la transfronteriza llevada a cabo por la 
Administración Pública. Este dato es interesante porque 
señala que las empresas también están dispuestas a ir 
a la mediación en un ámbito en que no hay un sistema 
arbitral que pueda actuar subsidiariamente.

También hay que destacar que el porcentaje de acuerdo 
es más alto en las asociaciones de consumidores, donde 
prácticamente llega al 80%. Este resultado no es exac-
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Tabla 8: Resultados de la mediación

  JACC
OMIC**, OCIC,JJAA, 

Altres
SCE* AACC**** Total

Resueltos con acuerdo 2.547 10.360 207 407 13.521

Sin Acuerdo – Archivo 3.091 7.273 262 97 10.723

Sin Acuerdo–Traslado a arbitraje 914*** ** ** ** 914

Archivos por otros motivos ** ** 359 ** 359

Traslado a organismos sancionadores 888 197 51 ** 1.136

Total 7.440 17.830 972  ** 26.653

Fuente: elaboración propia

*Datos de SCE según proyecciones de los resultados del primer quatrimestre del 2008.
**No disponemos de datos. Parte de las OMIC no tienen los datos desglosados por solución. 
***La diferencia entre el total de mediaciones (7440) y el total de mediaciones desglosadas por solución, indicado por la ACC (6526).
****CUS no tiene los datos desglosados por solución. 

tamente completo; una asociación de consumidores no 
nos ha proporcionado los resultados desglosados por so-
lución, por lo cual el resultado puede estar parcialmente 
sesgado. Pero lo más significativo es que, en este supues-
to, por las particularidades de la mediación privada, los 
resultados previstos sólo son dos: acuerdo o no acuerdo. 
En caso de que a través de la mediación no se llegue a 
acuerdo, las asociaciones tienen que derivar el conflicto a 
las juntas arbitrales, que pasan la cuestión a arbitraje ya 
que el arbitraje de consumo siempre es institucional. Este 
hecho puede comportar que las asociaciones intensifi-
quen la mediación a fin de que el conflicto quede resuelto 
sin tener que pasar a arbitraje. Aun así, los mediadores 
privados entrevistados se mostraron de acuerdo en seña-
lar que el mediador tiene que ser capaz de poner fin al 
proceso cuando ve que el acuerdo no es posible.

De hecho, y teniendo presente lo que hemos comentado 
antes sobre el desequilibrio inherente a la relación de 
consumo, lo que quizás plantea problemas es el tipo de 
acuerdo de mediación al cual se llega, es decir, el resul-
tado material de la mediación. Pero este problema se 
soluciona mediante la previsión de la Recomendación 
2001/310/CE que solicita que el consumidor reciba una 
información previa sobre sus derechos para poder des-
pués encontrar una solución consensuada. Este aspecto 
será uno de los recogidos en el análisis cuantitativo.

Finalmente, hay que indicar que la incidencia del trasla-
do a organismos sancionadores es minoritario, el 5%, y 
que se concentra en aquellos casos donde el acuerdo no 
ha sido posible. Dado su carácter punitivo, ya que puede 
llegar a generar una sanción, indica que, mayoritaria-
mente, la empresa actúa dentro de la legalidad. 

2.5.1	� Análisis de los resultados en función 
de los sectores 

Uno de los datos que consideramos relevante en el aná-
lisis de los resultados de las mediaciones fue la diferen-
cia cuantitativa de mediaciones que había según los sec-
tores, ya que cuatro sectores acumulaban el 68% de las 
reclamaciones: telefonía/Internet, compras, transporte 
aéreo de pasajeros y suministros. Por eso nos pareció in-
teresante ofrecer resultados de la mediación en función 
de los diferentes sectores. Estos datos, sin embargo, no 
son globales, ya que sólo tuvimos acceso a los resultados 
de la mediación por sectores de la ACC, y no del resto 
de organismos públicos o de las asociaciones de consu-

midores. Este hecho explica por qué, en el cuadro que 
sigue, los sectores presentan resultados diferentes a los 
del cuadro anterior, que ofrecía el total de mediaciones 
por sectores. 

El análisis por sectores implica considerar que el consu-
midor es el lado invariable de la mediación, y no se espe-
ra que reaccione de forma muy diferente en función del 
producto o servicio que está adquiriendo. En cambio, la 
dimensión, la estructura de la empresa y el modelo de 
negocio instalado en cada sector puede explicar algu-
nas de las diferencias acusadas que pasamos a exponer:

Como ya sabemos, telefonía/Internet es el sector con 
más reclamaciones, unos 30 puntos por encima del 
segundo más inmediato. Pero es destacable que este 
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sector altamente conflictivo tiene un elevado índice de 
acuerdo de mediación que está cerca del 60% de las 
reclamaciones; de forma paralela se observa una inci-
dencia discreta del traslado a expediente sancionador. 
En este caso, puede hacerse la lectura sobre la inciden-
cia de la envergadura de la empresa: nos referimos a 
grandes empresas que pueden gestionar el proceso de 
mediación sin demasiados costes, de forma que éste es 
un proceso adecuado para este tipo de empresas. Pero 
ello se tiene que relacionar con las experiencias relata-
das por los mediadores en que se pone de manifiesto 
que el consumidor a menudo plantea estas reclamacio-
nes porque no ha podido contactar con alguien de la 
empresa con suficiente capacidad de decisión para dar 
una respuesta al problema planteado; este problema se 
supera fácilmente en el proceso de mediación.

Las mismas condiciones en cuanto a las características 
de la empresa se dan en el sector de suministros, pero 
eso no lleva a un mismo tipo de resultados: en este ám-
bito también son superiores las mediaciones con acuer-
do, pero la diferencia es muy menor que en el caso de 
la telefonía. Por lo tanto, es posible que juegue un factor 
de política comercial que sea diferente en los dos casos.

En el caso del transporte aéreo hay más mediaciones 
que acaban en no acuerdo, aunque los acuerdos están 
cerca del 50%. Lo que es destacable en este caso es 
el alto índice de traslado a organismos sancionadores, 
que supera el de mediaciones con acuerdo. De hecho, 
éste es un sector donde la venta masiva de billetes por 
Internet ha disparado las malas prácticas y, por lo tanto, 
las posibilidades de bordear el marco legal; la UE ha sido 
especialmente activa en este campo, controlando mu-
chas de estas prácticas21.

Tabla 9: Número de mediaciones de consumo en Cataluña por sectores en el año 2008

Acuerdo No acuerdo Sanción TOTAL

Hostelería 32 50 10 92

Tintorería 12 33 4 49

Agencias de viajes 52 170 81 303

Comercio electrónico 54 51 97 202

Transporte 44 60 5 109

Vehículos 72 156 20 248

Servicios 91 172 14 277

Servicios financieros & seguros 106 91 17 214

Electrodomésticos 110 135 14 259

Vivienda 24 104 41 169

Servicios profesionales 168 354 70 592

Suministros 273 218 32 523

Transporte aéreo pasajeros 202 305 259 766

Comercio 419 526 92 1.037

Teléfonos/Internet 801 500 98 1.399

Otros 87 166 34 287

Total 2.547 3.091 888 6.526

Fuente: Agència Catalana del Consum  
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Con respecto al sector de comercio, es suficientemente 
amplio para no poder individualizar un perfil único de 
empresa mediada: abarca desde el pequeño comer-
cio de proximidad hasta las grandes superficies. Por lo 
tanto, el perfil de respuesta será posiblemente diferente 
en cada caso. Los datos globales revelan que hay mayo-
ría de mediaciones con no acuerdo, lo cual no deja de 
ser sorprendente.

Por otra parte, llama la atención que hay cuatro sectores 
donde el no acuerdo es muy superior al acuerdo, que 
son los servicios profesionales, las agencias de viaje, el 
comercio electrónico y el de vehículos. Los tres primeros 
se refieren al sector servicios, donde parece que la ma-
leabilidad de la mediación es más cuestionada.

Como ya hemos visto en el apartado anterior, la inciden-
cia del traslado a los servicios de inspección es baja, 
pero destaca como en el sector del comercio electrónico 
ésta es la vía con más resultados. En este caso, hay muy 

pocas mediaciones con éxito y se dispara el traslado a 
organismos sancionadores.

De lo que hemos expuesto puede concluirse que los 
datos por sectores ofrecen un panorama muy diferente, 
y en algunos casos contradictorio. Los sectores tienen 
dinámicas diferentes que se revelan también en relación 
con los resultados de la mediación. 

2.5.2	 El caso de los servicios financieros

Mención especial merece el sector de los servicios fi-
nancieros. En primer lugar, conviene aclarar que los 
datos presentados aglutinan los sectores financieros 
propiamente dichos así como los seguros, ámbito próxi-
mo pero con particularidades tanto por el tipo de con-
flicto como por el marco legal. Es de destacar que nos 
hemos encontrado que el marco legal de los servicios 
financieros proporciona una especie de circuito de re-

Gráfico 1. Número de mediaciones de consumo en Cataluña por sectores en el año 2008

Fuente: elaboración propia con datos de la ACC.
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clamaciones en el cual la mediación se encuentra con 
dificultades para canalizar el acuerdo entre las partes. 
En efecto, desde la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, 
de reforma del sistema financiero, las entidades de cré-
dito pueden disponer de un defensor del cliente o un 
comisionado que reciba, analice y responda a las recla-
maciones sobre servicios financieros22. Ni el defensor 
del cliente ni el comisionado son mediadores. Como el 
Grupo Jurídico del Libro Blanco ha puesto de relieve 
(Barral et al., 2009: 181), en este caso falta la nota de 
“tercero” que interviene en un conflicto ya que éste no 
deja de ser nombrado por la empresa y está situado 
dentro de su estructura. Cuando un único Comisionado 
es nombrado para un grupo de empresas, también se 
da una relación demasiado intensa para ser calificado 
como “tercero”, a pesar del prestigio que pueda tener 
como profesional. La citada ley también organiza los 
servicios de atención al cliente de estas entidades que 
actúan como una oficina de gestión especializada que 
tramitan y resuelven la solicitud de los clientes. Nor-
malmente representan un paso previo a los defensores 
o comisionados. 

Todo este entramado hace que, cuando el consumidor 
tiene un conflicto, el paso a la mediación no es tan di-
recto. También en este caso conviene distinguir entre la 
mediación institucional y la privada.

Existe una asociación de consumidores específicamen-
te dedicada a la protección de éstos en el marco de 
los servicios financieros (AICEC-ADICAE)23. Ésta fue 
consultada sobre los datos generales que estábamos 
procesando, ya que tiene la calidad de asociación más 
representativa, pero no nos pudo proporcionar datos 
porque en su caso la mediación en productos finan-
cieros es inexistente. Eso se debe al hecho de que los 
bancos y otras entidades de crédito derivan las recla-
maciones hacia servicios internos, como el defensor 
del cliente bancario o los comisionados, de forma que 
la vía de actuación más corriente cuando fallan estas 
instancias es acudir a los tribunales o bien al servicio 
de reclamaciones del Banco de España, que emite re-
soluciones vinculantes.

En cambio, pudimos tener acceso a datos de la JACC 
donde había un porcentaje significativo de reclamacio-
nes sobre productos financieros que constaban como 
mediadas con acuerdo sobre temas diversos, entre 
ellos, cargos discutidos en tarjeta de crédito. En este 
caso, los mediadores nos indicaron que reciben estas 
reclamaciones como relación de consumo y la trans-
miten a la empresa, que suele contestar derivando 
la cuestión a los servicios de atención o bien a comi-
sionados y defensores. De esta manera, el mediador 

suele limitarse a desarrollar un papel de intermedia-
ción, canalizando las respuestas. En nuestra opinión, 
si la actuación se lleva a cabo poniendo en contacto al 
consumidor con el servicio de atención al cliente (SAC) 
de la empresa, y se encuentra una solución, éste es 
un aspecto muy similar a la mediación. En cambio, la 
canalización hacia defensores o comisionados, como 
posibles órganos neutrales, nunca tiene esta caracte-
rística.

El problema real de esta superposición de vías es que 
desemboca en un circuito de acciones, ya que si el SAC, 
el defensor o el comisionado no resuelven o lo hacen en 
contra, difícilmente las entidades bancarias aceptarán 
una mediación institucional para volver a ver un conflicto 
que ya ha pasado por las instancias previstas y que les 
es vinculante. 

2.6	� Actuaciones de apoyo o promoción 
de la mediación

De las encuestas realizadas a la JACC y a la SCE, se 
desprende que no existe registro de las actuaciones de 
apoyo o promoción de la mediación. Tanto la JACC como 
la SCE indican que se hace promoción e información a 
través de la página web de la ACC, mediante campa-
ñas informativas, así como asesoramiento previo desde 
la Sección de Información de la ACC. Las actividades 
de formación se hacen desde la Sección de Formación 
(ACC). 

Las organizaciones de consumidores realizan activida-
des de promoción generalmente a partir de la informa-
ción previa que realizan en el primer contacto que el 
consumidor tiene con la organización en relación con 
un conflicto, o a través de los mediadores que participan 
en charlas.

La promoción de la mediación también fue uno de los 
temas tratados en las entrevistas con los mediadores. En 
este sentido, los entrevistados entienden que, aunque 
desde la ACC y la Generalitat se hacen campañas pro-
mocionales sobre los métodos de resolución alternativos 
de conflictos, éstas son insuficientes. Generalmente, la 
promoción de la mediación se hace a través de la infor-
mación previa que se da una vez recibida la reclama-
ción. Los entrevistados indican también otros métodos 
como las charlas que realizan en el territorio, campañas 
de fomento de arbitraje, divulgación en medios de co-
municación (radio), la página web de la misma organiza-
ción y varias publicaciones.
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3	 Análisis cualitativo

3.1	 Escenarios de conflicto

3.1.1	� Entrevistas a los mediadores: las 
percepciones de las partes sobre la 
mediación y propuestas de cambio

Se consideró como un dato relevante del análisis cuali-
tativo recoger la opinión de los mediadores en una en-
trevista. Así, se optó por realizar una entrevista a cada 
mediador con un cuestionario definido que contenía pre-
guntas que pretendían obtener información sobre cuatro 
puntos diferentes, con el objetivo de:

•	 En primer lugar, aportar datos que no habían po-
dido ser tratados en las encuestas, especialmente 
sobre el perfil de los mediados y la formación de 
los mediadores, como ya hemos visto antes en el 
apartado 2.2.

•	 En segundo lugar, recoger más información sobre 
el desarrollo del proceso de mediación y propues-
tas de mejora o cambio. Esta información se desa-
rrolla en el apartado 3.3.

•	 En tercer lugar, introducir algunos temas en torno 
a las posibles especificidades de la aplicación de 
los principios de la mediación a la mediación en 
consumo, que después también fueron tratados en 
los grupos focales, con el fin de poder comparar los 
resultados, que se han tratado conjuntamente con 
los grupos focales en el apartado 3.1.2.

•	 En cuarto lugar, expresar los problemas que surgen 
en la práctica cotidiana, como elemento a tener en 
cuenta con el fin de determinar las propuestas de 
mejora. Este aspecto se encontrará sintetizado a 
continuación, ya que fue el origen del tratamiento 
de algunos temas en el apartado de conclusiones.

Para llevar a cabo las entrevistas se confeccionaron dos 
cuestionarios: uno pensado para los mediadores inter-
nos y otro en relación con las mediaciones transfronte-
rizas, entendiendo que, por su especificidad, convenía 
formular otras preguntas. El primer cuestionario fue con-
testado por 17 mediadores. De entre ellos, se hizo la en-
trevista a los cinco mediadores de la ACC (JACC), como 
grupo representativo de la mediación institucional, ya 
que son de los pocos que podemos considerar mediado-
res a tiempo completo según lo que consta en las bases 
de datos, y los 12 mediadores que las asociaciones de 
consumidores nos informaron que ejercían como tales 

tanto si provenían de la misma asociación (11) como si 
provenían de un servicio externo (1), todos ellos en cali-
dad de mediadores a tiempo parcial.

El resultado más interesante obtenido fue la información 
recogida sobre la percepción y actitud de las partes ante 
la mediación, que genera unas consecuencias no de-
seadas. También se confirmó un claro acuerdo sobre el 
papel y la función de la mediación. Finalmente, las pro-
puestas mejor acogidas fueron la bidireccionalidad del 
proceso de mediación y el uso de las TIC. Pasamos a 
desarrollar estos resultados:

La función del mediador 

Todos los mediadores coinciden en hacer resaltar su 
papel de facilitador: Los mediadores velan para que las 
partes se acerquen y se hagan entender, con el objetivo 
de que puedan llegar a un acuerdo e incluso restablecer 
la relación que se había deteriorado. Por eso, es impor-
tante resaltar que todos los entrevistados destacan que 
las partes, consumidor y comerciante, son las que llegan 
por sí mismas a una solución de su controversia y ponen 
el énfasis en el hecho de que su intervención sirve para 
ayudar a ver las ventajas y los inconvenientes de cada 
posición a fin de que lleguen por ellas mismas a un 
acuerdo satisfactorio. Esta consideración generalizada 
está de acuerdo con el tratamiento legal de la mediación 
(art. 132-1 Código de consumo). Este resultado contra-
dice la afirmación de Blanco Carrasco (2009 b: 155) que 
el mediador de consumo es activo e influye en las partes. 

Los tipos de acuerdos a los cuales se llega con la me-
diación acostumbran a ser de cariz económico, y el tipo 
concreto varía según el sector y el objeto de la controver-
sia: desde la sustitución del producto hasta la reducción 
del precio o la devolución de una cantidad económica. 
En general, las empresas que contestan acostumbran 
a responder a la petición formulada por el consumidor, 
pero también se dan casos que se solucionan como 
consecuencia de una concesión por ambas partes. En 
salud, en general, la respuesta es negativa; no obstante, 
hay casos en que se ofrece la intervención gratuita. 

Actitud de las partes ante la mediación: 
expectativas muy altas y percepción de la 
neutralidad

Todos los mediadores institucionales entrevistados des-
tacan la falta de información que acostumbra a tener el 
reclamante a la hora de iniciar el proceso de mediación. 
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Los consumidores y usuarios llegan con expectativas 
muy altas y con la percepción de que la ACC y la SCE 
son entidades que velarán por sus intereses y que, por 
lo tanto, obtendrán aquello que solicitan en la reclama-
ción. Este hecho provoca que a menudo no estén muy 
dispuestos a ceder en su petición. Ello se relaciona con 
la falta de información que acostumbra a tener el con-
sumidor a la hora de iniciar el proceso de mediación; la 
mayoría de los mediadores entrevistados indican que los 
consumidores pretenden que se les dé la razón y tienen 
poca disposición para cambiar su posicionamiento. Sólo 
dos de los once mediadores entrevistados indican bajas 
expectativas y un cierto pesimismo en cuanto a las posi-
bilidades de éxito de la mediación. La percepción es la 
misma desde las asociaciones de consumidores, ya que 
se ven como instituciones de defensa del consumidor.

En general, los mediadores manifiestan que las expec-
tativas reales tendrían que consistir en la posibilidad de 
intentar resolver un conflicto mediante un acuerdo que 
seguramente se obtendrá a cambio de una renuncia o 
cesión por parte del consumidor. La conclusión es que 
el consumidor no acude a la mediación pensando en 
un esquema ganar-ganar, sino reafirmándose en su po-
sición.

Los empresarios son más propicios a ofrecer acuerdos 
cuando hay una deuda pendiente de pago por parte del 
consumidor –es decir, hay una obligación recíproca que 
no se ha cumplido; eso hace que tengan más interés en 
la mediación y formulan propuestas de acuerdo. Por lo 
tanto, también acaba siendo un problema de expectati-
vas.

Cuando la mediación no finaliza en acuerdo, el consu-
midor es partidario de acudir al arbitraje para solucionar 
el conflicto. Contrariamente, las empresas que no están 
adheridas al sistema arbitral son reticentes a iniciar el 
procedimiento arbitral. Esta percepción encuentra apoyo 
en los datos de la tabla sobre resultados de la mediación, 
según los cuales sólo un 10% de los casos donde no ha 
habido acuerdo de mediación pasan a arbitraje. 

Percepción de la no neutralidad de los 
mediadores

Los mediadores afirman que hay ciertos componentes 
en la percepción de la neutralidad que condicionan la 
actitud de las partes ante la mediación: el consumidor 
acostumbra a sentirse desprotegido y busca que el me-
diador lo proteja ante el empresario y que lo defienda. 
Por lo tanto, en un primer momento, el mediador tiene 
que convencer al reclamante de que él no lo defenderá, 

sino que será un tercero neutral e imparcial que intenta-
rá ayudar a las partes a fin de que ellas mismas lleguen 
a una solución del conflicto, tanto si se trata de una me-
diación institucional como si se trata de una mediación 
privada.

En la misma línea, desde el ámbito de la mediación pri-
vada, se afirma que las empresas también son reticentes 
al proceso por la poca confianza que éstas tienen en la 
neutralidad de los organismos públicos o bien en aso-
ciaciones cuya finalidad es la defensa de los consumi-
dores. Esta percepción de la neutralidad, por diferentes 
motivos y con diferente alcance, provoca que el media-
dor se encuentre en la necesidad de hacer entender a 
las partes cuál es su papel, cómo funciona el proceso 
de mediación y cuál es el objetivo de éste. En concre-
to, tiene que hacer que ambas comprendan la situación 
desde la perspectiva del beneficio mutuo y de su papel 
meramente facilitador. Además, tiene que convencerlas 
para que sean flexibles y estén dispuestas a ceder a fin 
de que la mediación prospere y se llegue a un acuerdo 
satisfactorio.

A pesar de estas percepciones generalizadas, ninguno 
de los entrevistados ha sido nunca recusado, de forma 
que los problemas de actitud ante la mediación en con-
sumidores y empresarios no parecen afectar a la imagen 
que las partes tienen de la actuación concreta del me-
diador. Éste es un punto fuerte, ya que puede permitir 
actuar sobre los problemas de percepción con eficacia. 
La conclusión es, sin embargo, que la cuestión de las 
percepciones es un problema importante, que iremos 
tratando en las siguientes secciones, ya que incidir en 
la mejora de este aspecto puede comportar un aumento 
considerable en el éxito de las mediaciones. Es innegable 
constatar que tiene una relevancia vital que las partes de 
una mediación en consumo conozcan exactamente en 
que consiste el proceso y la posibilidad de hacer uso de 
esta herramienta. La información que ellas tengan sobre 
el proceso será determinante a la hora de llegar a un 
acuerdo satisfactorio. En esta línea, los técnicos de la 
SCE añaden que la clave del éxito en las mediaciones 
transfronterizas es la cooperación con otros organismos 
de consumo.

Proceso de mediación: problemas en la 
práctica

La mayoría de los mediadores entrevistados considera 
que la duración del proceso de mediación depende de la 
complejidad del caso, de si ha necesitado realizar perita-
je u otras pruebas, de la distancia territorial, etc. Sin em-
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bargo, la mayoría asegura que es difícil hacer una media 
de la duración habitual del proceso así como establecer 
un plazo recomendable para concluir la mediación, ya 
que el proceso de mediación depende de muchos fac-
tores además de los ya mencionados como la materia 
objeto de litigio, la cuantía, la actitud de las partes, etc.

Además, la mayoría de mediadores entrevistados asegu-
ran que el plazo del proceso de mediación es demasia-
do largo y afirman que el problema viene determinado 
por un volumen de expedientes a resolver muy elevado, 
sumado a la falta de personal. No obstante, la mayo-
ría considera perjudicial alargar el proceso y, aunque no 
haya convergencia en cuanto al plazo recomendable, las 
opiniones recibidas marcan un plazo que va desde los 
quince días hasta los tres meses.

Por su parte, los mediadores de las asociaciones re-
calcan que los problemas más frecuentes provienen 
sobre todo del desconocimiento que las partes tienen 
de la mediación y de la figura del mediador. Ello genera 
desconfianza y provoca una afectación mayor de tiem-
po para hacer entender a las partes el funcionamiento 
y las ventajas del proceso de mediación. Otro proble-
ma frecuente es el silencio de la empresa o la demora 
de la respuesta, junto con el posicionamiento y la baja 
predisposición para cambiarlo, hechos que provocan la 
dilatación del proceso. Se unen los plazos excesivos de 
determinados organismos para emitir resoluciones.

En salud, se indica, sobre todo, la baja voluntariedad de 
los profesionales sanitarios a participar, así como la intro-
misión de los seguros civiles subsidiarios.

El segundo problema destacado es la falta de respues-
ta por parte de algunas empresas, hecho que demora 
el procedimiento innecesariamente. Nos han referido 
casos que pueden cerrarse en unos días y casos que 
pueden tardar meses. Incluso se indican situaciones ex-
tremas, de casos que tardaron dos años a finalizarse. 
Desde la mediación institucional, este hecho se relacio-
na con el principio de voluntariedad que está latente a lo 
largo de todo el proceso y que afecta tanto a las partes 
como al mediador. Sin la voluntad de las partes la media-
ción no es posible y esta voluntad tiene que darse desde 
el inicio de la mediación hasta el final. No obstante, mu-
chos mediadores entienden que “forzar” que la empresa 
se pronuncie sobre la aceptación o no-aceptación de la 
mediación no vulneraría este principio y evitaría dilata-
ciones innecesarias del proceso.

En las entrevistas a los mediadores privados las solucio-
nes son más variadas, ya que se destaca la necesidad de 
buscar medidas para agilizar el proceso. Hay disparidad 
de opiniones: hay quien opina que desde la Adminis-

tración se tendría que habilitar un centro u organismo 
sin competencia con el fin de citar a las partes si éstas 
exceden el plazo recomendable; en cambio, hay quien 
considera que son las mismas partes las que tienen que 
hacer las diligencias necesarias, y algunos entrevistados 
consideran que el mediador tendría que fijar plazos o 
protocolizar el proceso, mediante un acuerdo con las 
partes24. En relación con la duración de la mediación, 
los técnicos insisten en la importancia de no prolongarla 
ya que, según su experiencia, a más tiempo transcurrido 
más reticentes son las partes a llegar a un acuerdo.

Desde la mediación institucional, también se ha pues-
to de relieve el insuficiente personal mediador de qué 
se dispone. Tengamos presente que las mediaciones 
realizadas en los últimos años se han incrementado 
desmesuradamente (tal como lo demuestran los datos 
cuantitativos) y, en cambio, el número de técnicos en 
consumo se ha mantenido. La opinión mayoritaria afirma 
que haría falta un reforzamiento de personal.

Propuestas de cambio: bidireccionalidad de 
la mediación en consumo

Como es sabido, la regulación actual de los procesos de 
resoluciones alternativas de conflictos que componen lo 
que se denomina sistema arbitral de consumo impide 
que la empresa o profesional tenga legitimación para 
iniciar el procedimiento (artículo 34 del Real Decreto 
231/08). En esta línea se preguntó si podía ser benefi-
cioso para el sistema otorgar legitimación activa también 
a la empresa. Las opiniones de los mediadores de la ACC 
no son unánimes: la mayoría entienden que el hecho de 
que la empresa no pueda iniciar el procedimiento no im-
plica que ésta se encuentre en inferioridad de condicio-
nes hacia el consumidor. Eso es así porque la empresa 
reclamada siempre tiene la facultad de poder reconvenir 
la reclamación. Pero tiene que quedar constancia que 
en la ACC sí que se han encontrado casos en que la 
empresa ha querido iniciar el procedimiento de media-
ción (por ejemplo, en supuestos de tintorerías donde el 
consumidor no ha ido a recoger la pieza de ropa).

En cambio, todos los mediadores de la SCE consideran 
que sería beneficioso para el sistema otorgar legitima-
ción activa también a la empresa, entre otros aspectos, 
con el fin de constatar el interés para resolver los con-
flictos, para ambas partes y así acelerar los procesos. 
Y la misma opinión es mayoritaria en el ámbito de la 
mediación privada: excepto uno, todos los mediadores 
consideran que, por razones de equidad, sería positivo 
dar a las empresas la legitimación de iniciar el proce-
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so de mediación; no obstante, lo consideran poco útil 
de cara a la práctica. La opinión contraria se argumenta 
con el riesgo de incrementar el desequilibrio de poder ya 
existente entre las empresas y los consumidores.

En salud se considera especialmente útil, dado que mu-
chas veces el usuario tan sólo busca empatía y el reco-
nocimiento del error por parte del personal del centro 
sanitario. A pesar de esta opinión mayoritaria, ni la SCE 
ni las asociaciones de consumidores se han encontra-
do nunca con casos de empresas que quieran iniciar la 
mediación.

Idoneidad del uso de nuevas tecnologías 
(ODR)

Se ha interrogado con respecto a la conveniencia de 
utilizar aplicaciones informáticas y sistemas en línea de 
resolución de controversias (ODR por Online Dispute 
Resolution)25. Y así se ha constatado una percepción 
mayoritariamente positiva, aunque con ciertas reservas. 
La mayoría de mediadores consideran que informatizar 
el procedimiento es muy recomendable para el sistema 
ya que contribuye a agilizar los trámites y la comunica-
ción entre las partes como el inicio de la mediación o 
el intercambio de propuestas. No obstante, se plantean 
reservas con respecto a la aportación de pruebas y a la 
objetivación de la comunicación. En este último senti-
do, los mediadores insisten en que el factor humano es 
fundamental para la efectividad de la comunicación. Sin 
embargo, es mayoritaria la opinión que entiende que los 
sistemas de ODR serían beneficiosos para los procesos 
de mediación en consumo.

3.2	 Grupos focales

La percepción de los mediadores como implicados di-
rectos en la mediación se contrastó con la opinión de 
expertos en los tres ámbitos de mediación descritos con 
la organización de dos grupos focales. El primero se hizo 
con representantes de la mediación institucional, pro-
cedentes de todos los niveles de las Administraciones 
Públicas que realizan mediaciones: las juntas arbitrales, 
las OCIC, las OMIC y una delegación territorial de la ACC. 
También se buscó el equilibrio territorial a fin de que las 
aportaciones del grupo fueran el reflejo de la realidad de 
todo el territorio. En este sentido, había representantes 
del área metropolitana y de las comarcas de Girona, Llei-
da y Tarragona. En este mismo grupo, y dada la trans-

versalidad de las cuestiones a tratar, invitamos también a 
los representantes de la mediación transfronteriza.

El segundo grupo focal se organizó con las asociaciones 
de consumidores. La entrevista a los mediadores nos 
hizo ver que había aspectos que podían ser diferentes, 
pero la conclusión fue bastante homogénea. El núcleo 
del grupo focal se definió según el concepto ya mencio-
nado de asociación más representativa. En este caso, el 
grupo se hizo con representantes de las asociaciones de 
Barcelona, entendiendo que éste es el territorio donde 
se realizan más mediaciones por esta vía y donde había-
mos recaudado los datos del análisis cuantitativo.

Los grupos focales partieron de cuestionarios sobre di-
ferentes aspectos de la mediación, sobre las partes, el 
proceso, los principios de la mediación y problemas y 
sugerencias de cara al futuro. A continuación hemos 
sistematizado las aportaciones de los dos grupos de ma-
nera unitaria, ya que no hubo diferencias significativas 
entre los resultados de los dos grupos, y hemos añadido 
las valoraciones hechas por los mediadores en las entre-
vistas sobre estos mismos temas.

3.2.1	� Sobre los principios de la mediación 
y su posible especificidad en el 
ámbito de la mediación en consumo

Plantear en un grupo focal la discusión sobre los prin-
cipios de la mediación tenía un objetivo claro: ver hasta 
qué punto la dualidad normativa era también dualidad 
de fondo. En efecto, la Recomendación de la Comisión 
Europea de 2001 presenta un catálogo de principios 
para la mediación en consumo que es diferente, en al-
gunos aspectos, al presentado por la LMP y tampoco 
es coincidente con los principios del entonces Proyec-
to de Ley del Código de consumo de Cataluña, que ha 
recogido sin variación el Código de consumo. Se quiso 
contrastar este mosaico legal con la práctica diaria de la 
actividad mediadora, para saber si, en algún caso, los 
principios que informaban los dos sistemas de media-
ción eran contradictorios. La conclusión global es que 
hay matices, pero puede afirmarse que los principios 
son coincidentes. 

Neutralidad e imparcialidad 

La Recomendación de 2001 y el Código de consumo 
hacen referencia al principio de imparcialidad, mientras 
que la LMP se refiere tanto al principio de neutralidad 
como al de imparcialidad. Por su parte, el RD 231/2008 
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habla de independencia e imparcialidad, como requisi-
tos aplicables a los mediadores y a los árbitros. Así pues, 
esta terminología no es homogénea. En el ámbito de la 
mediación de consumo conviene hablar de imparciali-
dad y neutralidad.

Para los intervinientes, la neutralidad y la imparcialidad 
se interpretan de forma conjunta y no se distingue entre 
la imparcialidad como cumplimiento de condiciones ob-
jetivas de equidistancia (incompatibilidades) y neutrali-
dad como actuación sin favorecer ninguna de las dos 
partes en el proceso de mediación (García Villaluenga, 
2006: 403).

La neutralidad se interpreta como la obligación de no 
favorecer ninguna de las dos partes; es decir, no po-
nerse de parte de uno de los mediados en perjuicio del 
otro. Esta visión corrobora la opinión de la mayoría de 
mediadores entrevistados, que consideran que el papel 
de facilitador no activo del mediador es suficiente ga-
rantía de su neutralidad. Algún interviniente vincula esta 
neutralidad con la noción de actuación niveladora en 
una relación desequilibrada como es la de consumo, 
con el fin de garantizar las posibilidades de un acuerdo 
en igualdad de condiciones. Creemos que este hecho 
se relaciona, de forma clara, con el aspecto de la nece-
saria información previa sobre los derechos legales de 
ambas partes, del cual hablaremos en el apartado de 
prospectiva.

Por eso, puede concluirse que la neutralidad en la me-
diación en consumo se entiende comprendida en la idea 
de mediador como facilitador que, por este motivo, no 
favorece ninguna de las partes. Pero es evidente que la 
práctica de la mediación en consumo sigue el patrón de 
neutralidad de la mediación civil en general.

Los expertos señalan, sin embargo, la existencia de un 
conflicto en relación con la neutralidad según cómo esté 
ordenado el servicio de mediación: 

•	 En el ámbito de la mediación institucional, los in-
tervinientes han destacado la posibilidad de que 
el hecho de acudir a una mediación organizada 
suponga un problema para la empresa que cree 
que la Administración Pública toma partido por el 
consumidor.

•	 En el ámbito de la mediación privada, se manifies-
tan las dificultades al entender que las asociacio-
nes de consumidores actúan para sus asociados y 
en su defensa.

Este aspecto es muy destacable, ya que enlaza directa-
mente con lo que hemos denominado percepción de la 
no neutralidad, que ya habían puesto de manifiesto los 

mediadores en las entrevistas y que será desarrollado en 
el apartado de la prospectiva.

Confidencialidad

Con respecto a la confidencialidad, se afirmó que tiene, 
en la mediación en consumo, un alcance diferente res-
pecto a la mediación en otros ámbitos (por ejemplo, el 
familiar) ya que las cuestiones tratadas no afectan a una 
esfera íntima de la persona. Sin embargo, este hecho 
no implica entender que la confidencialidad no sea un 
principio de la mediación.

Por otra parte, los intervinientes también destacaron que 
las informaciones de carácter estrictamente privado, que 
entran dentro de lo que podemos denominar datos per-
sonales, tienen que ser tratadas de acuerdo con su pro-
pia normativa, que varía en función de si son datos es-
pecialmente protegidos (cómo se da a veces en relación 
con datos referentes a la religión o a la salud) o datos de 
protección normal. Todos los mediadores consideraron 
indispensable la aplicación rigurosa de la normativa de 
protección de los datos personales.

Por lo que se refiere a otros aspectos del proceso de 
mediación, se desprende la conclusión que el media-
dor debe velar para que se revelen sólo aquellos datos 
consentidos por las partes y, de todas maneras, la in-
formación mínima necesaria para el buen desarrollo del 
proceso. Corroborando esta idea, los grupos focales in-
dicaron que, en el caso de la mediación en consumo, 
habría que establecer una gradación según el soporte en 
que se presenta: así, las conversaciones telefónicas son 
estrictamente confidenciales; en cambio, con respecto 
a la información escrita (fax, carta, correo electrónico, 
mensaje de móvil), se entiende que no sería confidencial 
si las partes han aceptado recíprocamente trasladarse 
la información en el proceso mediador. De hecho, éste 
es un problema cuando la mediación no ha tenido éxito 
y las partes deciden acudir a arbitraje, porque la confi-
dencialidad de la documentación referente al caso que 
ha sido aportada al expediente de mediación no puede 
garantizarse, sobre todo si el proceso de mediación ha 
empezado con una reclamación en el sistema de me-
diación institucional. Hay algún matiz, cuando la media-
ción ha sido privada, ya que entonces el expediente de 
mediación, si no llega a un acuerdo, no pasa a arbitraje 
directamente, sino que se hace una nueva solicitud ante 
una junta con las pruebas que la parte considere con-
venientes. Pero obviamente, también en este caso las 
partes ya conocerán las pruebas aportadas en el anterior 
proceso de mediación.
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Finalmente, el acta final no sería confidencial en tanto 
que sea necesario aplicar el acuerdo de mediación o 
para dejar constancia del intento de mediación no lo-
grado.

También se apuntó que teniendo en cuenta que la me-
diación institucional de consumo se realiza en sede 
administrativa, desarrollando y aplicando el precepto 
constitucional de “proteger con procedimientos eficaces 
(…)”, habría que prever una excepción al principio de 
confidencialidad del mediador derivado de la necesidad 
de proteger las personas consumidoras cuando, a par-
tir de una reclamación que inicia un proceso mediador, 
se conoce la comisión de una infracción administrativa. 
A sensu contrario, nos podríamos encontrar con que el 
proceso mediador imposibilitaría la función de control 
de la Administración para perseguir actuaciones fraudu-
lentas o contrarias al derecho imperativo que rige en el 
ámbito de las relaciones de consumo. 

Voluntariedad

La posibilidad de iniciar voluntariamente un procedi-
miento de mediación en consumo es un tema asumido 
que genera poco debate, y así lo recoge tanto la Reco-
mendación de 2001 como la LMP. Lo que se sometió 
a los grupos fue determinar si la voluntad de las partes 
también debía respetarse en relación con el final de la 
mediación o si el mediador debía poder decidir el final 
del proceso. La conclusión general, en los dos grupos, 
fue que el mediador debe poder decidir el final de la 
mediación. El experto es el que puede entender cuán-
do el acuerdo es posible en función de los posiciona-
mientos y alegaciones de las partes. En el supuesto de 
percibir que existe una falta absoluta de voluntad de no 
llegar a ningún punto de encuentro entre las diferentes 
posiciones puede decidir dar por finalizado el proceso y 
así evitar prolongarlo innecesariamente. Los entes que 
desarrollan mediaciones presenciales indicaron que una 
sesión presencial conjunta es suficiente para el buen de-
sarrollo del proceso.

Como aspecto vinculado a la voluntariedad, se planteó 
si se tenía que incentivar el sometimiento de la empre-
sa a la mediación, dentro o fuera del sistema arbitral. 
En las entrevistas a los mediadores ya se había puesto 
de relieve la necesidad de incentivar la mediación entre 
las empresas, ya que su negativa a la mediación frustra 
todo el proceso, y la opinión de todos los entrevistados 
fue positiva. En los grupos focales se volvió a plantear 
este aspecto, y nuevamente, tanto desde la mediación 
institucional como desde la privada, se señaló la con-

veniencia de esta medida. De hecho, esta incentivación 
va más dirigida a la resolución de los casos por arbitraje 
que por mediación: la mayoría de los participantes des-
tacaban que la incentivación podría resolver el problema 
de cómo dar una respuesta al conflicto cuando la me-
diación no ha funcionado. En este sentido, se considera 
que la incentivación es beneficiosa para las dos partes: 
para el consumidor porque puede esperar una solu-
ción al conflicto, y para la empresa porque la adhesión 
al sistema arbitral le puede reportar una buena imagen 
de marca (Maluquer de Motes, 2004). Esta respuesta 
masiva a favor del sí pone en evidencia las estrechas 
relaciones de la mediación con el arbitraje, se haya rea-
lizado o no la mediación dentro del sistema arbitral de 
consumo. Lo que también destacaban los expertos es 
que el acuerdo de mediación es más satisfactorio para 
las partes que el acuerdo impuesto por un tercero me-
diante el arbitraje.

La excepción a este planteamiento es la mediación 
transfronteriza, ya que en este caso no hay un sistema 
arbitral, sino que la mediación es el único sistema que 
tiene el consumidor para poder hacer sus reclamacio-
nes. En este caso es necesario disponer de un sistema 
de mediación muy efectivo.

Carácter personalísimo

Sobre este principio surgieron dos interpretaciones: 
hay quien lo entiende como manera individualizada de 
tratar los casos, y hay quien lo interpreta en el sentido 
de presencialidad de las partes. Con respecto a este 
último concepto, algunos mediadores no lo consideran 
necesario e incluso en las mediaciones transfronterizas 
esta presencialidad no es posible; y otros consideran 
que puede admitirse la representación con autoriza-
ción expresa, pero la mayoría de los entrevistados no 
se pronuncia. El principio personalísimo, sin embargo, 
se tendría que matizar en razón de la especialidad del 
procedimiento. Es evidente que el mismo sistema impi-
de que todas las reclamaciones se puedan realizar de 
manera presencial. De la misma manera, el principio 
de inmediatez queda difuso si tenemos presente que 
la dilatación del proceso depende de la diligencia de 
las partes a la hora de responder a las peticiones de los 
mediadores.

Los expertos coinciden en interpretar el principio de in-
mediatez como celeridad del proceso, tanto por parte 
del mediador como por parte de los mediados, y muchos 
entrevistados hacen referencia expresa a la rapidez de 
respuesta por parte de la empresa reclamada.
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Buena fe y flexibilidad

Los participantes fueron unánimes en la valoración 
positiva de la buena fe y la flexibilidad en el proceso 
de mediación. Así, se indicó que una mediación en la 
que las partes no actuen de buena fe se convierte en 
un instrumento de presión o amenaza. Los participantes 
consideraron que hay que valorar la buena fe desde el 
principio del procedimento ya que la omisión de infor-
mación por las partes condiciona tanto la percepción del 
conflicto por parte del mediador como la misma función 
mediadora.

La flexibilidad se entiende también como una caracte-
rística innata en la mediación, ya que si ésta falta ya no 
nos encontramos ante un procedimiento tan eficaz ni 
ágil, valorado por igual por ambas partes en conflicto. 
También se mencionó la necesidad que las partes sean 
flexibles para intentar llegar a un acuerdo ya que la ex-
cesiva rigidez en muchas ocasiones lo imposibilita. La 
flexibilidad también se relacionó con un proceso poco 
formalista.

Transparencia

El principio de transparencia está reconocido en la Re-
comendación de 2001, a diferencia de la LMP. Se en-
tiende que, aplicado a la mediación tendría que consistir 
en garantizar a las partes el acceso a la información 
sobre el significado de la mediación, requisitos, posi-
bles gastos, calendario, normativa y códigos de conduc-
ta en su caso aplicables, valor de la solución acordada, 
etc., pero también en la proyección exterior, ya que hay 
que recordar que la Comisión Europea recomienda que 
se ponga a disposición del público las estadísticas de 
número y tipos de reclamaciones, resultados, duración 
de resolución, incidencias y, si se sabe, grado de cum-
plimiento de los acuerdos.

Otra faceta de la transparencia destacada por los grupos 
fue la relativa al mismo proceso de mediación: infor-
mación a las partes sobre la marcha del proceso, que 
tendría que comprender todos los actos que se lleven 
a cabo durante la mediación, relativos a la documen-
tación, aportación de otros medios de prueba, evitar la 
ocultación de hechos o pruebas que pudieran perjudicar 
a una de las partes, etc.

La tercera manifestación de la transparencia es la nece-
sidad de informar al consumidor acerca de sus derechos 
con el fin de restablecer el equilibrio entre ambas partes 
antes de iniciar la búsqueda de una solución consen-
suada.

3.2.2	� Aspectos relativos al proceso de 
mediación

Duración del proceso

La excesiva duración de los procesos de mediación es 
uno de los problemas percibidos en la tarea mediadora, 
como se ha indicado anteriormente. Así, preguntamos a 
los grupos focales si sería conveniente que se establecie-
ra una limitación legal de la duración de la mediación. 
La respuesta fue positiva en todos los casos, y la dura-
ción óptima se establecía en torno a un mes y medio, 
con variantes que iban desde las tres semanas a los tres 
meses.

En cualquier caso, la mayoría de los participantes vin-
cularon la duración excesiva de algunos procesos de 
mediación a la voluntariedad cuando las partes ya no 
pretenden continuar aproximando sus posturas para in-
tentar llegar a una solución. Sobre este aspecto, se aven-
turaron algunos límites temporales máximos en cada 
mediación que iban desde los dos a los cuatro meses. 
Sin embargo, se debería tener en cuenta circunstancias 
dilatorias como la proposición de pruebas u otras con-
sultas que podrían hacer durar la mediación más allá de 
estos límites.

La excepción a esta duración se refiere a la mediación 
transfronteriza, que demanda un plazo de seis meses, 
por las dificultades inherentes a la localización de las 
partes o a la tramitación del expediente. 

Imposibilidad de mediar en reclamaciones 
posteriores entre las mismas partes

En general no se entiende que esta limitación sea aplica-
ble a las reclamaciones de consumo, ya que no hay que 
establecer ningún límite a la intervención del mediador 
en consumo por razón que lo haya sido en mediaciones 
anteriores con una determinada empresa.

Las propuestas hechas fueron:

•	 La reiteración en la relación convierte al mediador 
en un referente para la empresa, en su interlocutor, 
porque el empresario o profesional sabe que quien 
dirije el procedimiento es un técnico solvente que 
analizará el conflicto y con su experiencia y pro-
fesionalidad facilitará el acuerdo en la medida en 
que sea posible.

•	 Con respecto a la empresa, se destacó la impo-
sibilidad de utilizar este criterio contra empresas 
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de telefonía o servicios básicos, ya que una parte 
es la misma en una pluralidad notable de casos. 
De hecho, se nos destacaba en algunos ámbitos 
la existencia de mediaciones “colectivas” por unos 
mismos hechos y que vinculaban a un grupo de 
consumidores contra un profesional o una empre-
sa. Este supuesto requiere de una gran meticulosi-
dad en la documentación y definición de cada una 
de las pretensiones consideradas colectivamente, 
en especial para acordar una solución aceptada 
por todas las partes reclamantes en consenso.

•	 Tampoco parece evidente que la limitación se 
pueda imponer a los consumidores de entrada: si 
existe un caso de abuso, corresponde al mediador 
detectarlo.

•	 Finalmente se destacó que cada proceso de me-
diación es independiente y que el mediador no 
está condicionado por la actuación en un proceso 
cuando se enfrenta con una mediación similar y 
con las mismas partes. Puede utilizar los conoci-
mientos obtenidos en la primera mediación para 
facilitar el acuerdo, pero no está vinculado por los 
actos propios.

Posibilidad de mediación después del laudo 
arbitral para evitar un juicio de ejecución

En este caso nos planteábamos un supuesto complejo 
en el cual la mediación inicial ha acabado sin acuerdo 
y las partes han optado por someterse a la decisión de 
un árbitro que impone la solución. Una vez esta solución 
ha sido dictada, y a pesar de que una o ambas partes 
no estén de acuerdo, ésta se tiene que cumplir. Ante 
la negativa de una de las partes a cumplirlo existe la 
posibilidad de acudir a los tribunales en un juicio ejecu-
tivo. En este contexto, nos planteamos si ante este nuevo 
conflicto es útil una mediación con el fin de conseguir el 
cumplimiento total o parcial del laudo sin necesidad de 
acudir a los tribunales. Aunque el arbitraje es voluntario 
y la resolución dictada por el órgano arbitral tiene ca-
rácter ejecutorio, no siempre la ejecución es voluntaria. 
Por este motivo, se ha sometido a la apreciación de los 
expertos la conveniencia de realizar intervenciones me-
diadoras programadas después del arbitraje, con el fin 
de evitar reclamaciones judiciales por el incumplimiento 
del laudo.

La opinión general declina esta posibilidad, aludiendo a 
una cierta relación de nivel entre la mediación y el arbi-
traje como vías de resolución extrajudicial de conflictos, 
o bien alegando la dilación de la resolución efectiva del 

conflicto, ya que no hay ninguna garantía de que al final 
de la mediación las partes cumplan el acuerdo. Uno de 
los participantes del grupo focal de la mediación insti-
tucional propone actuaciones mediadoras por parte del 
órgano arbitral, dentro del proceso de arbitraje, para ga-
rantizar la ejecución voluntaria del laudo. Una de estas 
actuaciones podría ser ofrecer a las partes el depósito de 
la cantidad en la Junta y dejar la valoración sobre el co-
rrecto cumplimiento de la obligación de hacer en manos 
del Colegio, previo informe de un experto o perito que se 
designe (si ello es necesario).

Por parte del grupo focal de la mediación privada, se 
desprende un apunte hacia la posibilidad de que la 
previsión de mediaciones postarbitrales desacredite el 
mismo sistema arbitral. Se entiende que esta afirmación 
emerge de una interpretación de jerarquía o de nivel, 
similar al anteriormente mencionado.

De las opiniones favorables, una simplemente considera 
conveniente realizar intervenciones mediadoras progra-
madas, y otra alega la buena fe y que en la mayoría de 
veces el incumplimiento se debe a algún error adminis-
trativo y no a la voluntad de la parte. También indica 
que el procedimiento de la ejecución forzosa es lento y 
alargaría más el proceso. En cambio, a veces se consi-
gue que la parte cumpla el laudo con una sola llamada. 

3.2.3	� Formación y funciones de los 
mediadores

Sobre la necesidad de que los mediadores tengan for-
mación jurídica, la conclusión extraída es que los grupos 
disocian la formación de los conocimientos jurídicos. 
Mientras que la primera no se considera necesaria, la 
mayoría de los expertos sí considera imprescindible que 
los mediadores tengan conocimientos jurídicos. Un re-
presentante de la mediación institucional agrega la ne-
cesidad de tener formación específica en mediación.

Las consideraciones relativas a la formación de los me-
diadores vienen a ser coherentes con la valoración que 
los grupos focales hacen con respecto a la necesidad 
de empezar el proceso de mediación trabajando con 
las partes para paliar el desequilibrio de poder debido a 
la falta de conocimientos de sus derechos o del marco 
legal. En este sentido, todos los participantes coinciden 
en el hecho de que una de las funciones del mediador 
es informar a las partes sobre estos aspectos, sobre todo 
porque la información previa en la oficina es posible sólo 
en el caso de las reclamaciones presenciales y no para 
las reclamaciones recibidas por correo o mediante las 
hojas de reclamación de los establecimientos comercia-
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les. Desde la mediación institucional se apunta que la 
información previa no siempre es eficaz, ya que a veces 
los técnicos de atención directa aceptan reclamaciones, 
aunque no tengan fundamento, a consecuencia de la 
presión a la cual se ven sometidos por los consumidores.

Así pues, el mediador debe asegurarse que las partes 
están debidamente informadas y que se vinculan al pro-
ceso de mediación con el conocimiento de sus derechos 
y deberes y los límites establecidos por la normativa apli-
cable a la controversia en cuestión.

La protocolización de la mediación o la elaboración de 
una guía de buenas prácticas específica para la me-
diación en consumo, fue un tema valorado de manera 
positiva por todos los grupos focales. Si bien se consi-
dera útil que se unifiquen los criterios de actuación para 
todas las entidades mediadoras y, al mismo tiempo, que 
se oriente las actuaciones de las partes en mediación, se 
enfatiza la necesidad de asegurar la suficiente flexibili-
dad de estas normas con el fin de no restringir la libertad 
del mediador de optar por un determinado método y de 
aplicar su intuición y sus conocimientos adquiridos con 
la práctica. Debe evitarse que la protocolización convier-
ta la mediación en un procedimiento rígido e, incluso, la 
desvirtúe.

Siguiendo en la línea de la reglamentación de la media-
ción, se planteó la cuestión del estatuto del mediador 
en relación con la normativa actual. La participación de 
los expertos en el análisis de este tema fue más baja en 
comparación con la mayoría de temas tratados. General-
mente se apunta que el estatuto se tendría que centrar 
en los principios de la mediación. Se consideran rele-
vantes los aspectos relativos a las aptitudes personales 
del mediador y la actitud hacia el conflicto, su relación 
con las partes y las responsabilidades que le incumben 
con respecto al proceso de mediación. Sin embargo, con 
respecto a los procedimientos, el estatuto no tendría que 
entrar de manera significativa, quizás sólo para hacer 
referencia a la correcta aplicación de los principios de la 
mediación. 

3.2.4	� Posible desarrollo de sistemas de 
ODR

Todos los grupos focales analizaron la utilidad de los 
sistemas de mediación en línea. La conclusión general 
apunta a los beneficios que pueden aportar estos sis-
temas al agilizar los procedimientos, sobre todo en ma-
terias como la telefonía/Internet, los transportes o los 
suministros de servicios básicos, es decir, en aquellos 
sectores con un volumen importante de conflictos, ya 

que suele suceder que las controversias implican a una 
misma empresa y los medios tradicionales de comunica-
ción no propician celeridad al proceso.

No obstante, se tiene que tener en cuenta el nivel de 
dominio que la población tiene de las nuevas tecnologías 
y plasmar la incorporación de sistemas de mediación en 
línea de manera facultativa y no restrictiva. Además, y en 
coherencia con todas las observaciones hechas por los 
grupos focales hacia la necesidad de tratar todos los as-
pectos relativos al proceso de mediación con la máxima 
flexibilidad posible, se tendría que analizar la convenien-
cia de la aplicación de sistemas en línea sólo en aquellas 
fases del proceso que suponen más estancamiento en 
el intercambio de información y que, por vía telemática, 
agilizarían el procedimiento y ahorrarían tiempo. En este 
sentido, se evitaría aplicar un sistema de resolución en 
línea que englobara todo el proceso.

Finalmente, debe tenerse especial cuidado con algunos 
aspectos como el tratamiento de los datos personales, 
las pruebas y la firma digital.

3.3	� Análisis cualitativo: diagramas de 
procesos

En este apartado se hizo la consulta sobre el proceso de 
mediación en la ACC y en la SCE, y sobre la información 
recogida se hizo el diagrama de flujo. En el caso de las 
asociaciones de consumidores, el proceso seguido fue 
indicado en las entrevistas a los mediadores, entendien-
do que los protocolos de actuación son menos formales. 
Sin embargo, gran parte de la información del proceso 
se ha recogido de los mediadores en las entrevistas, ya 
que una parte de las preguntas hacían referencia a estas 
cuestiones. 

3.3.1	 Etapas de la mediación institucional:

Clasificación del tipo de reclamación

En el año 2008, la ACC recibió 10706 reclamaciones en 
tres tipos de documentos diferentes: en hoja de reclama-
ción, en solicitud de arbitraje (la mediación será un paso 
previo al arbitraje de consumo) o como solicitud con-
dicionada. Estas peticiones pueden hacerse llegar por 
escrito o mediante la aplicación de la página web de la 
ACC. En cambio, no se prevé la comunicación telefónica 
en este momento. Existen, pues, protocolos de inicio de 
la mediación a través de formularios.
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Las reclamaciones son documentos ingresados en el sis-
tema que plantean el desacuerdo del consumidor con 
una determinada actuación de un empresario, pero no 
todas estas reclamaciones son fuente de un conflicto ac-
tual que haya que resolver. La unidad administrativa de 
la ACC que recibe el escrito del consumidor da de alta 
el expediente en la base de datos clasificándolo según el 
sector económico afectado. Se analiza el escrito recibido 
y su naturaleza con el fin de determinar el tratamiento 
que hay que darle según se trate de una queja, una re-
clamación o una denuncia.

•	 Queja: La queja pretende dejar constancia de unos 
hechos en los cuales no se observa indicios de in-
fracción, ni existe ninguna petición concreta del 
consumidor que sugiera la necesidad de resolver 
el conflicto. Su finalidad es, pues, que la Adminis-
tración, por deseo de la persona consumidora, co-
nozca los hechos y lo derive a la empresa. Eso fa-
cilita que la empresa pueda mejorar la calidad del 
servicio y/o la atención que presta a sus clientes. 
En estos casos se informatiza la queja en la GEC 
y se sigue el procedimiento de gestión de quejas.

•	 Denuncia: La denuncia es el acto administrativo 
por el cual se pone en conocimiento de la Adminis-
tración un hecho que puede constituir una infrac-
ción administrativa en materia de consumo y de 
disciplina de mercado. En este caso, la Adminis-
tración tiene que investigar los hechos y, si es ne-
cesario, actuar para corregir la conducta infractora 
o negligente e iniciar, cuando sea procedente, un 
expediente sancionador. Este procedimiento tiene 
por objetivo defender los intereses generales, no 
particulares, y corregir y prevenir conductas ilíci-
tas. Las denuncias se tendrán que informatizar y 
se trasladarán al órgano inspector.

•	 Reclamación: Si efectivamente estamos ante una 
reclamación en un conflicto (en cualquiera de sus 
tipologías), se informatiza en la aplicación JACC y 
se prosigue con el proceso de mediación. Hay que 
emfatizar que la unidad de información también 
informa, orienta y asesora a las personas consu-
midoras y usuarias a través de diversas vías (te-
lefónica, telemática y presencialmente) sobre sus 
derechos y la manera más eficaz para ejercerlos.

Admisión de la reclamación

Son requisitos para iniciar una mediación y, por lo tanto, 
admitir una reclamación:

•	 Que la reclamación esté completa respecto los 
datos del reclamante y la pretensión concreta del 
consumidor (reembolso del dinero, cancelación del 
contrato, retorno del producto, etc.), y que el con-
sumidor aporte toda aquella documentación que 
esté relacionada con el caso, desde facturas de 
compra hasta correos electrónicos intercambiados 
con la empresa. Si se estima necesario completar 
la reclamación el mediador contactará (general-
mente vía correo electrónico o telefónicamente) 
con el consumidor a fin de que le facilite la docu-
mentación necesaria para proseguir la mediación. 
Si el consumidor no colabora y no facilita los docu-
mentos solicitados, se archivarán las actuaciones 
por desistimiento. No obstante, la regla general es 
que el consumidor contacte con el mediador y en-
tregue toda la documentación requerida con el fin 
de poder avanzar en el proceso.

•	 Que el conflicto sobre el cual versa se pueda cali-
ficar de relación de consumo entre las partes. Así, 
las solicitudes condicionadas y de arbitraje que 
hagan referencia a materias excluidas o no rela-
cionadas con consumo se tendrán que inadmitir. 
Antes de archivar las actuaciones por inadmisión 
deberá notificarse al reclamante con aviso de re-
cepción.

Como el proceso de mediación es unidireccional, sólo 
puede iniciarlo el consumidor. Así, hablamos de recla-
mación desde este momento hasta el momento en que 
se inicia propiamente el proceso de mediación, donde 
las partes son libres de acercar posiciones y de hacer 
concesiones.

Inicio de la mediación

Aunque los mediadores suelen identificar el inicio de las 
gestiones de contacto con el empresario como el inicio 
del proceso de mediación, de hecho no podemos hablar 
de mediación hasta que la empresa acepta esta posi-
bilidad; antes nos movemos en lo que en el apartado 
de prospectiva distinguiremos entre “gestiones media-
doras” y “mediación formal”. Sin embargo, estas actua-
ciones están contabilizadas y atienden a protocolos, de 
forma que hay que considerarlas dentro de la mediación 
en un sentido amplio.

Una vez se admite la reclamación se asigna un media-
dor; se da de alta la mediación en el sistema informático; 
se crea el expediente correspondiente y se le asigna un 
número identificativo. Si estamos ante una solicitud de 
arbitraje o condicionada, el mediador tendrá que noti-
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ficar al reclamante la admisión a trámite de la reclama-
ción. En caso de que el consumidor haya efectuado la 
reclamación mediante una hoja de reclamación, la noti-
ficación sólo se realizará cuando se prevea que el plazo 
de respuesta de la empresa será superior a un mes.

En esta fase, el mediador contactará con la empresa re-
clamada para comunicarle la existencia de la reclama-
ción y para que se pronuncie sobre si acepta o no el pro-
ceso de mediación para resolver el conflicto en cuestión. 
En virtud del principio de voluntariedad que caracteriza 
el sistema, la empresa tiene libertad para responder o 
no, así como para aceptar la mediación o rehusarla. De 
esta manera, si la empresa no acepta la mediación se ar-
chivarán las actuaciones por no aceptación y si lo acepta 
proseguirá el procedimiento.

Hay protocolos de inicio de la mediación que pueden 
presentarse por escrito o telemáticamente mediante la 
página web de la ACC. En la mediación privada se suele 
empezar por una visita presencial del consumidor que 
formula la reclamación.

Desarrollo de la mediación

Cuando el mediador recibe una respuesta de la empresa 
se notifica a la otra parte, generalmente por correo elec-
trónico o por teléfono, y posteriormente se intenta con-
solidar el acuerdo, dependiendo del tipo de respuesta, o 
archivar negativamente si no es posible ningún acuerdo.

La empresa puede aceptar directamente la petición 
hecha por el consumidor o realizar una nueva propuesta 
de resolución del conflicto. En estos supuestos el media-
dor tendrá que trasladar dicha propuesta al reclamante 
con la finalidad que se pronuncie. Si el reclamante acepta 
la propuesta de la empresa, la mediación finalizará por 
acuerdo. Contrariamente, si el reclamante rehúsa la pro-
puesta de la empresa y se evidencia que las posturas se 
encuentran demasiado alejadas y que, por lo tanto, no 
será posible llegar a un acuerdo, se determina el final de 
las actuaciones, que se archivarán por falta de acuerdo. Al 
mismo resultado se llegará si el reclamante no responde 
a la propuesta que se ha ofrecido. Existe también la po-
sibilidad que se produzca una cadena de alegaciones in-
determinada por ambas partes que puede concluir con el 
archivo de las actuaciones por acuerdo o por desacuerdo.

Finalmente, en virtud del principio de voluntariedad que 
caracteriza el sistema, la empresa puede manifestar de 
manera expresa la no-aceptación de la mediación. Este 
hecho derivaría en el archivo de las actuaciones por falta 
de acuerdo.

En el ámbito de la ACC, los entrevistados indican que 
el medio de contacto utilizado durante el proceso acos-
tumbra a ser el teléfono o el correo electrónico. Los me-
diadores recomiendan estos medios por su agilidad. Por 
esta razón, sólo de manera muy excepcional se han pro-
ducido mediaciones presenciales. Además, los mismos 
comentan que durante el proceso de mediación las par-
tes enfrentadas por el conflicto no acostumbran a tener 
ningún contacto entre ellas. Los expertos aseguran que 
una relación directa entre las partes dificultaría el éxito 
del proceso.

La ACC dispone de protocolos de derivación de la me-
diación, pero, en cambio, no tiene para la aceptación de 
la mediación: se pasa directamente al acta de inicio de 
la mediación.

El número de sesiones, la duración de éstas y la dura-
ción total del proceso no son aspectos que se regulen 
por protocolo. De hecho, este problema ha sido enfatiza-
do por los mediadores y también ha surgido en los gru-
pos focales, del cual se hace un análisis detallado en los 
apartados 3 y 4. Ahora corresponde avanzar que es uno 
de los problemas evidentes del proceso de mediación en 
consumo que implica no sólo la gestión de los recursos 
de todo tipo, sino también la percepción de los mediados 
sobre la mediación.

Final de la mediación

En cualquier fase del proceso de mediación, las actua-
ciones pueden archivarse de manera definitiva si hay 
desistimiento del reclamante, desaparición sobrevenida 
del objeto o la no localización del reclamante o de la 
empresa reclamada.

Si la mediación es con acuerdo, se redacta un documen-
to de archivo por acuerdo. La redacción de un acta de 
acuerdo entre las partes depende del tipo de acuerdo al 
cual se llega. No siempre existe.

Si la mediación es sin acuerdo, se archiva el expediente 
por no acuerdo. El proceso de resolución del conflicto, 
sin embargo, no se detiene en el caso de la mediación 
interna sin acuerdo: 

•	 En los casos que desemboquen en un archivo de 
las actuaciones por desacuerdo o por no-acepta-
ción de la mediación se tendrá que tener en cuen-
ta si la empresa está adherida al Sistema Arbitral 
de Consumo. Si la empresa está adherida, se tras-
lada el expediente a la Sección de Arbitraje de la 
JACC y se finalizan directamente las actuaciones 
sin archivar.
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•	 Contrariamente, si la empresa no está adherida, 
ésta puede aceptar explícitamente y por escrito el 
arbitraje trasladando las actuaciones a arbitraje. 
En este caso, los mediadores, tanto instituciona-
les como privados, indican que el consumidor está 
más dispuesto a acudir a este sistema que el em-
presario.

•	 Si la empresa no acepta el arbitraje, se inicia la 
evaluación de la existencia de posibles indicios de 
infracción que desembocarían en un procedimien-
to sancionador. Hay que especificar que también 
está la posibilidad de trasladar el expediente por 
sanción si el consumidor lo hace constar de ma-
nera expresa. Si no se detectan indicios de infrac-
ción, se archivan las actuaciones y finaliza el pro-
ceso por no-aceptación. 

Si se detectan indicios de infracción los mediadores tie-
nen legitimación para trasladar las actuaciones al servi-
cio de Inspección y Disciplina de Mercado. En cambio, 
esta posibilidad no se usa nunca cuando estamos ha-
blando de mediación en salud. Con respecto a la SCE, 
esta derivación estará condicionada al hecho de que la 
empresa tenga su domicilio social en Cataluña.

Todo proceso mediado finaliza dejando constancia de la 
fecha de archivo de la mediación y del tipo de resulta-
do obtenido (acuerdo por mediación, archivo definitivo, 
no-aceptación...). Pero si las partes llegan a un acuer-
do, siempre hay una fase posterior de confirmación del 
cumplimiento de los términos del acuerdo (envío del 
producto, reembolso de dinero) para archivar la recla-
mación.

Los acuerdos a los que llegan las partes pueden for-
malizarse por escrito, en forma de acuerdo transaccio-
nal, que tiene valor de contrato privado, regulado por 
el artículo 1809 del Código Civil y debe estar firmado 
por ambas partes. En caso de incumplimiento, puede 
hacerse valer ante los tribunales ordinarios.

Ejecución del acuerdo

En la JACC, generalmente, no se archivan las actua-
ciones hasta que se hace efectivo el cumplimiento del 
acuerdo. Ahora bien, si se archivan las actuaciones 
antes del cumplimiento del acuerdo, se comunica al 
consumidor que en caso de que la empresa no cumpla 
con aquello estipulado en el acuerdo, contacte con el 
técnico que ha llevado a cabo la mediación. De esta ma-
nera, los mediadores siempre velan por el cumplimiento 
del acuerdo establecido entre las partes. Sin embargo, 

en relación con la conveniencia de legitimar al mediador 
en cuanto a la ejecución forzosa del contrato, la mayoría 
de los mediadores entienden que su función es traba-
jar para facilitar la comunicación (entendimiento como 
comprensión real de los puntos de vista opuestos), acer-
car posturas y fomentar la autonomía de las partes en 
la toma de decisiones relativas a su controversia. Por lo 
tanto, consideran que no corresponde al mediador forzar 
la ejecución del contrato. También hay un mediador que 
interpreta la pregunta como una referencia al carácter 
ejecutivo del acuerdo, ya que considera que sería in-
compatible con el principio de voluntariedad.

El diagrama de flujo correspondiente a este epígrafe 
3.3.1, puede encontrarse en las páginas 346 y 347. 

3.3.2	� La gestión del elemento 
transfronterizo en la SCE

Además de los documentos indicados en la mediación 
interna, la mediación transfronteriza también se inicia 
con una solicitud de colaboración hacia el organismo ex-
terior (mediaciones transfronterizas de consumo), y con 
una hoja oficial de reclamación que el pasajero o consu-
midor deja en el aeropuerto con la sola condición de que 
se demuestre que previamente la compañía o empresa 
ha tenido conocimiento y la oportunidad de responder.

Los profesionales de la Sección de Información, siem-
pre que evidencien que la persona reclamante reside 
en Cataluña y el profesional reclamado está domiciliado 
en otro estado de la UE, o bien que el reclamante sea 
residente en un país de la UE y la empresa reclamada 
tenga su domicilio social en Cataluña, informatizan la re-
clamación transfronteriza y dan traslado de la misma a 
la SCE. Desde el punto de vista organizativo, y de acuer-
do con los criterios de competencia territorial, todas las 
reclamaciones de consumo de ámbito transfronterizo se 
gestionan por la Sección de Consumo Europeo, SCE, de 
la ACC. De esta manera, los consumidores residentes 
en Cataluña pueden dirigirse al organismo de consumo 
más próximo a su lugar de residencia siguiendo el cri-
terio de proximidad; este organismo proporcionará un 
asesoramiento inicial al consumidor y trasladará el caso 
a la SCE.

Las reclamaciones de los consumidores con residencia 
en Cataluña, provienen en general de las OMIC, los con-
sejos comarcales, delegaciones territoriales de la ACC, 
otros organismos de la Generalitat -como, por ejemplo, 
la DG de Turismo-, asociaciones de consumidores o di-
rectamente del consumidor afectado. Las reclamaciones 
de ciudadanos residentes en otro país de la UE contra 
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un establecimiento con sede en Cataluña provienen de 
la Red de Centros Europeos del Consumidor, organismos 
de consumo de otros países o directamente del consu-
midor.

Una vez recibida la reclamación en la SCE, se hace un 
estudio preliminar del caso donde se comprueban diver-
sos aspectos como la competencia material y territorial 
de la SCE para tratar el asunto en cuestión. En caso de 
que se detecte una causa de incompetencia se archivan 
las actuaciones por inadmisión. A modo de ejemplo, un 
supuesto de incompetencia territorial se daría si la sede 
social de la empresa reclamada se ubicara en un país 
que no formara parte de la UE y un supuesto de incom-
petencia material si estuviéramos ante una lesión, un 
fraude, un robo o una quiebra empresarial.

En el supuesto de que no se haya hecho un primer con-
tacto con la empresa, el consumidor es debidamente in-
formado sobre la normativa aplicable a fin de que pueda 
hacer este primer contacto con más conocimiento de 
sus derechos.

Las reclamaciones son gestionadas siguiendo el crite-
rio cronológico de orden de llegada, a menos de que se 
trate de asuntos que por diferentes razones o plazos pe-
rentorios puedan requerir una gestión prioritaria, como 
que el consumidor tenga el problema en el momento 
en que contacta la SCE o exista un plazo de caducidad.

En el momento de gestionar la reclamación, ésta es re-
visada más detenidamente por el técnico al que se haya 
asignado el caso concreto, que estudia la viabilidad de la 
mediación de acuerdo con la normativa aplicable.

La mediación efectiva se realiza directamente con la em-
presa reclamada o bien a través de otro organismo de 
consumo, ya sea un Centro Europeo del Consumidor u 
otro organismo de protección de los consumidores de un 
Estado miembro. El medio que más se utiliza es el correo 
electrónico y el correo postal. Dependiendo del sector y 
del motivo de la reclamación, el plazo de respuesta de 
las empresas reclamadas puede variar; la media de res-
puesta a las propuestas de mediación es de dos meses. 
Las sesiones para llegar a un acuerdo definitivo van de 
una a seis.

Hay que destacar que, al tratarse de reclamaciones 
transfronterizas, en la mayoría de los casos los media-
dores no sólo ofrecen apoyo técnico sino también lin-
güístico a las partes. Por este motivo, si se tienen que 
aplicar normas nacionales de países extranjeros de difícil 
interpretación o se desconoce el idioma de alguna de las 
partes afectadas, el mediador puede solicitar apoyo téc-
nico y lingüístico a otros organismos de consumo.

En caso de resultado negativo, ya sea porque la empresa 
no responde o porque mantiene una versión diferente 
de los hechos y considera que no corresponde atender 
la petición de los consumidores se considera que el pro-
cedimiento extrajudicial de resolución de litigios ha con-
cluido y se archiva el caso. El consumidor puede optar 
por continuar con su reclamación por la vía judicial. De-
pendiendo de las circunstancias de cada caso, se da 
traslado de la reclamación al Servicio de Inspección y 
Control de Mercado competente, siempre que el estable-
cimiento empresarial reclamado se ubique en Cataluña. 
Si se demuestra la inexistencia de indicios de infracción 
o, a pesar de la presencia de éstos, el domicilio social de 
la empresa se encuentra fuera de Cataluña, se archivan 
las actuaciones.

A diferencia de la mediación interna, si no se ha llegado 
a un acuerdo en el proceso de mediación, las partes sólo 
pueden acceder a la vía judicial; la decisión de acudir a 
los tribunales ordinarios variará en función de la cuantía 
económica que esté en juego.

3.3.3	� Proceso de mediación privada: la 
presencialidad

Las asociaciones de consumidores no actúan según los 
protocolos de la mediación institucional. En la mayoría 
de los casos, el volumen de actuaciones no justifica la 
existencia de un control intenso del proceso de media-
ción, que se deja a la iniciativa del mediador en función 
de las circunstancias de cada caso.

De entrada, hay que decir que se reciben reclamacio-
nes por teléfono o que a menudo el consumidor acude 
físicamente a las dependencias de la asociación, y eso 
determina una mayor presencialidad en el proceso de 
mediación.

El proceso suele empezar invitando al reclamante a una 
entrevista presencial con el fin de obtener las aclara-
ciones necesarias. Una de ellas nos ha informado que 
primero analizan el caso que se les plantea, en segun-
do lugar, informan sobre sus derechos y finalmente, si 
realmente hay base legal para aquello que se solicita, se 
presenta a la empresa un escrito que se califica como 
reclamación, pero que deja claro al reclamado desde el 
inicio la voluntad de llegar a un acuerdo sobre el conflic-
to, con el fin de evitar los procedimientos judiciales. A 
partir de este escrito y de la respuesta de la empresa se 
intenta alcanzar un acuerdo.

A continuación se contacta con la empresa presentando 
el punto de vista de la parte reclamante. Generalmente 
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se realiza el traslado por escrito, para dejar constancia. 
En el caso de pequeñas empresas se intenta un contacto 
telefónico previo. También afirman que, dado el deterio-
ro de la relación, las partes enfrentadas por el litigio son 
poco partidarias a tener contacto entre ellas.

Durante el proceso de mediación, el intercambio de co-
municaciones se hace a través del mediador, excepto en 
el ámbito de la salud, donde muchos centros sanitarios 
responden directamente al usuario por razones de confi-
dencialidad. Algunos mediadores indican algunas pocas 
excepciones, también en consumo, donde algunas em-
presas contactan directamente con el consumidor para 
aclarar o para ofrecer una solución.

La mayoría de los mediadores coincide en la necesidad 
de establecer un número mínimo de sesiones presencia-
les (una con cada parte y una colectiva). Con respecto a 
la duración de las sesiones presenciales, el tiempo oscila 
entre veinte minutos y una hora y media. Las opiniones 
disidentes abogan por la necesidad y utilidad del encuen-
tro de las partes tantas veces como haga falta, con el fin 
de acercar posturas, e insisten en flexibilizar el procedi-
miento. Así, debería permitirse al mediador establecer el 
número de sesiones y la duración necesaria según las cir-
cunstancias de cada caso (iniciales o sobrevenidas).

En este caso, las pautas del proceso de mediación cues-
tionan si estamos realmente ante un proceso de media-
ción, ya que la comunicación con la empresa se hace 
por cuenta del consumidor.

3.3.4	 Evaluación de resultados

Se ha interrogado a los mediadores en relación con la 
evaluación del procedimiento o de los resultados de la 
mediación. Todos ellos responden que la evaluación se 
realiza de manera empírica, sobre la solución de la con-
troversia y la percepción que tienen de la satisfacción de 
las partes. Se afirma que el balance es positivo (excepto 
en salud). Es decir, en gran parte las mediaciones se 
han concluido con acuerdo y el consumidor suele estar 
satisfecho con la solución. En algunos casos puede de-
tectarse también una satisfacción por parte de la em-
presa, ya que vuelven a contactar con la organización 
para informarse y recibir asesoramiento con respecto a 
los derechos y obligaciones.

3.3.5 	 Obligaciones de las partes

Esta es la parte del proceso que tiene una menor regu-
lación y donde se muestra una diferencia más evidente 

entre la JACC y la SCE. La SCE tiene un protocolo sobre 
obligaciones de los mediados pero no sobre obligaciones 
de los mediadores; justamente al contrario de la JACC. 
Ninguna de las dos entidades, sin embargo, tiene códi-
gos deontológicos.

Los datos de la mediación privada recaudados no reco-
gen estos aspectos, de forma que hay que deducir que 
no existen; ningún mediador de las diferentes entidades 
ha hecho referencia a ello.

En conclusión, el proceso de mediación en consumo 
es muy flexible: se estructura en torno a la finalidad de 
conseguir el acuerdo y los protocolos de actuación están 
poco desarrollados. Esta flexibilidad también deriva de 
la poca regulación que esta mediación tiene y que se 
mueve en la línea de los principios de actuación más que 
en el desarrollo preciso del procedimiento de mediar. 

3.4 	� Análisis cualitativo: descripción de 
casos

Los casos suelen versar sobre un contrato entre consu-
midor y empresario en alguno de los sectores identifica-
dos. Puede tratarse de conflictos en la adquisición de 
un producto o en la prestación de un servicio; en este 
segundo caso hace falta tener en cuenta la noción de 
pericia del empresario o profesional ya tratada en la pri-
mera parte de este capítulo.

3.4.1	� Tipología y casos de mediación 
interna

Tipos básicos de conflictos: se recogen los ámbitos gene-
rales de los conflictos de consumo, pero los casos reales 
pueden ser muy variados:

•	 No cumplimiento del contrato

•	 Cumplimiento defectuoso del contrato

•	 Casos de error o fraude: voluntad de engañar a la otra 
parte o falta de libertad en la decisión de contratar.

•	 No cumplimiento de las condiciones publicitadas: 
calidad de la cosa o servicio, precio promocionado...

•	 Entrega de una mercancía no conforme: proble-
mas con el producto adquirido que pide el cumpli-
miento de la garantía por defectos.

•	 Control del contenido de los contratos: no vincu-
lación del consumidor por las llamadas cláusulas 
abusivas que lesionan sus intereses.



La mediación en el ámbito de consumo

Libro Blanco de la Mediación en Cataluña

345

CAPÍTULO 5

•	 Finalizar una determinada relación contractual: 
rescisión de un contrato por incumplimiento o cual-
quier otra causa; ejercicio del derecho de desistir 
cuando la ley lo otorga; anulación de una deuda o 
una prestación por parte de la empresa reclamada.

•	 Indemnización por los daños causados como con-
secuencia del no cumplimiento o del cumplimiento 
defectuoso.

A continuación hemos seleccionado dos casos repre-
sentativos de la mediación interna y de la transfronteriza 
relacionados con aquellos sectores que tienen más acti-
vidad mediadora.

Caso de mediación con una compañía 
aérea

En fecha 3 de noviembre se presenta una reclamación 
por una pérdida de dos maletas en un viaje de vuelta 
de Las Palmas de Gran Canaria. Los reclamantes soli-
citaban el valor del contenido de las maletas. Dado que 
eran un matrimonio de edad avanzada, llevaban, según 
decían, cosas muy caras, como zapatos y plantillas he-
chas a medida.

En reclamaciones de este tipo debe informarse al recla-
mante de las cuestiones siguientes:

•	 La indemnización por pérdida de equipaje viene 
determinada por el Convenio de Montreal de 28 
de mayo de 1999. Este convenio establece un má-
ximo de 1131 DEG (derechos especiales de giro) 
equivalentes a 1.363,41€, pero no determina en 
qué casos se proporcionará el máximo ni cómo se 
tiene que hacer la valoración.

•	 Sólo puede hacerse la reclamación del valor del 
contenido del equipaje cuando se ha hecho previa-
mente una declaración de su valor. Ante la pérdida 
de un equipaje es imprescindible rellenar, en el ae-
ropuerto mismo, un documento que se denomina 
PIR (comunicación de irregularidad de equipaje). 
Cada pasajero tiene que rellenar su propio PIR, ya 
que el convenio establece que la indemnización es 
por pasajero y no por maleta. Este aspecto es muy 
importante ya que, por ejemplo, en el caso de este 
matrimonio, en vez de hacer cada uno su PIR (ya 
que eran dos maletas) sólo hicieron uno donde hi-
cieron constar que se habían perdido dos maletas. 

Una vez aportada la información a los reclamantes se 
inicia la mediación con la compañía. 

En una primera respuesta la compañía solicita la docu-
mentación original con el fin de hacer la valoración. 

El consumidor indica que para hacer la valoración es 
suficiente aportar la copia compulsada de la documen-
tación, ya que, sin los justificantes, el consumidor no 
podrá iniciar otras vías en caso de desacuerdo.

Después de insistir en varias ocasiones la respuesta llega 
al cabo de cinco meses. La compañía ofrece 700,48 € 
como indemnización. Para realizar esta valoración han to-
mado como referencia el peso del equipaje. Consideran 
que el peso medio de una maleta facturada por la empre-
sa es de 17 Kg. Por lo tanto, el cálculo que realizan es 17 
Kg x 17DEG = 350,50 € x 2 maletas = 700,48 €.

Una vez comentada la propuesta con los reclamantes, 
se acuerda presentar alegaciones mediante las cuales 
se solicita que la empresa considere de nuevo la cuantía 
ofertada teniendo en cuenta: 

•	 La edad avanzada de los reclamantes, que hace 
que necesiten mayor protección así como el tiem-
po que han tardado en contestar.

•	 El pago de un recargo por exceso de equipaje, que 
hace suponer que el peso de las maletas era supe-
rior a lo que se ha tenido en cuenta para valorar la 
indemnización.

La compañía contesta afirmando que, vistas las alegacio-
nes presentadas, han revisado el expediente y han acor-
dado ofrecer a los reclamantes el máximo establecido por 
el Convenio, o sea, 1131 DEG; es decir 1.363,41 €.

Una vez trasladada la respuesta a los reclamantes, éstos 
manifiestan su conformidad y se da por finalizada la me-
diación.

Caso de mediación con telefonía móvil

La señora C.V. presentó una reclamación en relación con 
un conflicto surgido con la compañía de telefonía móvil 
con la cual tenía contratado el servicio, a fin de que se 
sometiera a mediación. En su petición solicitaba la can-
celación de la deuda de 360’53 € y la supresión de sus 
datos personales de los ficheros de información sobre 
solvencia patrimonial y crédito donde pudieran estar in-
cluidas.

En la explicación de los hechos que originaron el conflicto 
planteado, la reclamante relataba que su hijo de 13 años 
estuvo haciendo uso del ordenador, junto con unos com-
pañeros de escuela, en el domicilio familiar. En el trans-
curso de esta actividad, el menor entró en un Chat e inició 
una conversación, supuestamente con una chica. Esta 
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persona, a pesar de conocer la edad del menor, median-
te el engaño lo convenció para que enviara una serie de 
mensajes de móvil a un número de tarificación adicional 
(que supone el pago de una retribución añadida al precio 
del servicio de envío de mensajes en concepto de remu-
neración para la prestación de algún servicio de informa-
ción, comunicación, entretenimiento u otros) a fin de que, 
a cambio, pudiera presenciar un strip-tease, situación 
que nunca llegó a producirse. Al día siguiente de estos 
hechos la reclamante se dio cuenta de que tenía las lla-
madas salientes de su teléfono móvil restringidas. Llamó 
a su compañía telefónica y le comunicaron que tenía una 
deuda pendiente de 310,80 € (impuestos no incluidos) en 
concepto de consumo de servicios especiales.

La reclamante solicitó a la empresa de telefonía la factu-
ra desglosada, la cual sumaba un importe de 445,59 € 
(impuestos incluidos). La empresa exigía a la reclamante 
el pago íntegro de la factura, y dado que ésta sólo estaba 
dispuesta a realizar el abono relativo al consumo que ella 
reconocía haber efectuado, no pagó ninguna cantidad. A 
causa de este impago empezó a recibir requerimientos 
de pago por parte de la empresa de telefonía, le cortaron 
el servicio telefónico y fue incluida en ficheros de infor-
mación sobre solvencia patrimonial y crédito.

Cuando la señora C.V. se dirigió a la ACC para presen-
tar una reclamación, el servicio de información le indi-
có que la empresa reclamada se encontraba legitimada 
para reclamar el pago del importe relativo al consumo 
efectuado que ella reconocía como cierto. Por lo cual 
la reclamante abonó el importe de 85,06 € (impuestos 
incluidos) a la empresa de telefonía.

La reclamación se registró de entrada en el servicio de me-
diación y se inició el procedimiento de mediación. A causa 
de las especiales características de este caso, y al encontrar-
se implicado un menor, no se trasladó la documentación a la 
empresa reclamada atendiendo a la sensibilidad de los datos 
que contenía, y se hizo un breve resumen de los hechos y de 
la propuesta de mediación de la reclamante.

La empresa reclamada respondió a la propuesta de la re-
clamante mostrándose de acuerdo y procedió a anular el 
importe asociado a los SMS Premium (360,53 €, impues-
tos incluidos) puesto que verificó que la señora C.V. había 
abonado la parte correspondiente al consumo ordinario 
(85,06 €). Asimismo reactivó el servicio de telefonía y co-
rroboró que los datos personales de la reclamante ya no fi-
guraban en ningún fichero sobre información patrimonial.

Una vez concluida la mediación se remitió el contenido 
de la reclamación, previa autorización de la reclamante 
y madre del menor, al organismo correspondiente a fin 
de que orientara la reclamante sobre las acciones que 

podía llevar a cabo para denunciar la presunta infracción 
penal cometido por la persona que entró en contacto 
con el menor a través del Chat.

3.4.2	� Tipología y casos de mediación 
transfronteriza

El sector más reclamado es el del transporte aéreo de 
pasajeros, que durante los últimos años ha tenido un 
incremento significativo del número de reclamaciones, 
aspecto directamente relacionado con la transformación 
del mismo sector. La tipología de conflicto más habitual 
es el cambio de las condiciones del vuelo contratado 
(cancelación, retraso, incumplimiento del Reglamento 
(CE) 261/2004, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de febrero de 2004...), incidencias con el equipaje 
(pérdida, deterioro, retraso en la entrega) y denegación 
de embarque por causas diferentes del overbooking. El 
incremento del volumen de contratación provocado por 
el descenso de los precios y el aumento de la competen-
cia, el tipo de contratación así como el resto de factores 
que inciden en este sector, son los elementos que hacen 
que sea uno de los más reclamados.

En segundo lugar, se encuentra el sector de servicios, 
que comprende sectores como correos y mensajería, 
mudanzas, espectáculos artísticos, musicales y deporti-
vos, contratación con empresas de relaciones persona-
les, y de suministro de ocio.

En tercer lugar, el sector automovilístico, que comprende 
reclamaciones relativas a la compraventa y alquiler de 
vehículos.

En cuarto lugar, el comercio electrónico: los conflictos se 
originan en relación con los aspectos comunes de estas 
transacciones comerciales, como la entrega de produc-
tos en las condiciones y plazos pactados, la conformidad 
de éstos, la seguridad de las compras, etc.

En quinto lugar, los servicios de hostelería y restaura-
ción: las reclamaciones normalmente son relativas a la 
calidad, características y condiciones de los alojamientos 
turísticos y de restauración. 

Consumidor residente en Cataluña - 
empresa con sede en Francia, caso de 
ventas por Internet

Compra de una cámara de segunda mano y de sus ac-
cesorios a través del portal de Internet de una empresa 
francesa. El consumidor recibe la cámara pero no los 
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accesorios. Finalmente decide ejercer su derecho de de-
sistimiento aplicable en las ventas a distancia, pero el 
vendedor sólo le reembolsa el importe de la cámara. El 
consumidor reclama los gastos de envío alegando que la 
empresa ha incumplido el contrato puesto que no ha en-
viado el producto y los accesorios tal como se anunciaba 
en la publicidad. Finalmente, la empresa acepta devol-
ver los gastos de envío reclamados por el consumidor.

Consumidor residente en Austria - empresa 
con sede en Cataluña, caso de reparación 
de vehículos 

Durante su visita a Cataluña, un consumidor llevó su ve-
hículo a un taller de reparación y lo dejó aparcado en 
la calle siguiendo las indicaciones del mecánico. Al día 
siguiente la grúa municipal se había llevado el vehículo y 
el consumidor lo tuvo que ir a recoger personalmente así 
como pagar la multa correspondiente. La factura inicial 
se había incrementado en 250 €. Con la intervención de 
la SCE, el taller proporcionó información adicional sobre 
los conceptos facturados y se reconoció que el taller se 
hacía responsable de la multa por estacionamiento.

4	 Prospectiva y valoración

4.1	� Prospectiva y valoración: posible 
evolución de los conflictos

La primera reflexión al respecto de una posible evolución 
de los conflictos es que, dadas las cifras, se observa un 
crecimiento exponencial de los conflictos. La tenden-
cia a que aumenten las reclamaciones se observa cla-
ramente en los datos históricos de la ACC (ACC, 2009: 
11). A pesar de esta tendencia general hay que afirmar 
también un crecimiento vinculado a conflictos en con-
creto que son capaces de generar un aumento notable 
de las reclamaciones y que hay que calificar como ac-
tores externos al sistema. Así, en su momento, el cierre 
de academias de inglés antes de acabar el compromi-
so de docencia con sus alumnos –y, especialmente, el 
hecho de que la mayoría de cursos se habían pagado 
con créditos que los bancos reclamaban a pesar del 
cierre de las academias– hizo aumentar el volumen de 
mediaciones. En la actualidad, y a título de ejemplo, la 
erupción del volcán islandés Eyjafjalla se traducirá con 

total seguridad en un incremento de las reclamaciones 
en el sector aéreo.

Con respecto a la mediación interna, los sectores más 
mediados son los que hacen alusión a la telefonía y a los 
suministros básicos (agua, luz y gas). Concretamente, las 
compañías más reclamadas han sido, y en este orden, 
Orange, Telefónica y Endesa. Los mediadores entrevis-
tados prevén que las reclamaciones en estos mismos 
sectores se potenciarán y aumentarán las reclamaciones 
relacionadas con la TDT dentro del sector de la telecomu-
nicación. Las reclamaciones en estos sectores se poten-
ciarán en un futuro a causa de su uso masivo y a la li-
beralización de los servicios básicos como el suministro 
energético. Asimismo, afirman que se unirán a este incre-
mento conflictos en el alquiler y reforma de viviendas, así 
como en los servicios financieros. En salud, los sectores 
más mediados son cirugía estética y seguros privados de 
salud, y se prevé que se mantenga la progresión.

Se añaden como sectores emergentes las ventas di-
rectas: por ejemplo, las ventas que se realizan en el 
transcurso de una excursión26, ya que la población en 
Cataluña tiende a envejecer y este producto se dirige 
especialmente a la gente mayor. También aumentarán 
las mediaciones relacionadas con alquileres y rehabi-
litaciones de viviendas porque las compraventas en el 
sector inmobiliario tienden a la baja como consecuencia 
de la crisis económica.

Por lo que respecta a la mediación transfronteriza, el 
sector más mediado, con diferencia, es el referente al 
transporte aéreo. Hasta ahora, sin embargo, la mayoría 
de reclamaciones estaban relacionadas con los perjui-
cios sufridos por los pasajeros por el cambio de condi-
ciones del vuelo contratado, incidencias con el equipaje 
y denegación de embarque por causas diferentes del 
overbooking. Actualmente, los mediadores evidencian 
una tendencia a un incremento de las reclamaciones de 
los viajeros fundamentadas por el trato recibido por el 
personal de servicios de tierra o handling de las compa-
ñías aéreas, así como por la desinformación al pasajero 
respecto de las causas –mayoritariamente técnicas– que 
motivan los retrasos y anulaciones en los vuelos afecta-
dos. Como novedad, con respecto a la tipología de las 
reclamaciones, hay que destacar las motivadas por el 
cobro de suplementos tarifarios vinculados a la factura-
ción del equipaje y al pago de la reserva de billete me-
diante tarjeta de crédito o débito.

Por otra parte, los técnicos de la SCE aventuran que se 
acentuarán en los próximos años las reclamaciones en 
materia de comercio electrónico. Afirman que el hecho 
de que aumente el número de usuarios de Internet se 
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traduce en un incremento de la contratación electrónica 
(reserva de entradas, contratación de viajes, cursos, com-
pra de bienes...) y, consiguientemente, en un ascenso 
de los conflictos originados en relación con los aspectos 
comunes de estas transacciones comerciales: entregas 
de los productos en las condiciones y plazos pactados, la 
conformidad de éstos, la seguridad de las compras, etc.

Además, se dan dos factores externos que pueden inci-
dir en la evolución de los conflictos:

En primer lugar, es evidente que la crisis económica 
afecta de manera directa las relaciones de consumo. Los 
operadores entrevistados intuyen que, a raíz de la crisis, 
las pequeñas y medianas empresas tenderán a aceptar 
más mediaciones y a facilitar acuerdos negociadores. 
Esta afirmación no nos sorprende si tenemos presente 
que entre sus prioridades se encuentra la de conservar 
a los clientes. Por otra parte, los consumidores tenderán 
a reclamar más, ya que cualquier pérdida económica les 
supondrá un mayor esfuerzo. La duda que se plantea 
en este contexto es si eso hará que acepten acuerdos 
de mediación por la rapidez de la solución, o si todavía 
hará que sean más reticentes a rebajar sus expectativas, 
aspecto que, como ya hemos indicado, se ve como un 
problema para la mayoría de los mediadores.

En segundo lugar, puede apuntarse todavía otra posible 
línea de aumento de los conflictos y de las mediaciones, 
por el hecho de que los mediadores han tendido a des-
tacar que un sector emergente en los mediados es el 
colectivo de personas extranjeras residentes en Cata-
luña, que cada vez disponen de más información sobre 
las vías para solucionar su problema con un empresario 
y que cada vez las utilizan más. De hecho, los usuarios 
de la mediación en consumo tienden a repetir cuando 
tienen otro problema si el sistema les ha convencido.

Por otra parte, parece que habrá un auge de los con-
flictos transfronterizos, incluso con países de fuera de 
la UE, que no podrán ser acogidos por el sistema actual 
de mediación transfronteriza tal y como está diseñado27. 
Además, estos conflictos traerán importantes problemas 
de delimitación competencial.

4.2	� Prospectiva y valoración: 
adecuación de la mediación

4.2.1	 Adecuación del marco normativo

La regulación actual de la mediación en consumo en Ca-
taluña no es clara ni completa. Son dos cuestiones dife-
rentes que pueden tener también una respuesta diferen-

te. La primera suele crear dificultades en el sentido que 
se suele excluir la mediación en consumo de la regula-
ción de la mediación civil, aunque, tal y como se ha visto 
en el análisis de los datos cualitativos, los operadores 
destacan alguna diferencia concreta -especialmente de 
procedimiento. Cuestión diferente es si la mediación en 
consumo pide un marco normativo completo y cerrado, 
especialmente teniendo en cuenta las consideraciones 
que se harán en torno a la aformalidad (4.2.5).

Con respecto al marco legal, parece evidente la necesi-
dad de clarificarlo a diferentes niveles:

•	 En el ámbito europeo, la Directiva 2008/52/CE in-
dica en el considerando décimo que excluye los 
“sistemas de reclamación de consumo”; es decir, 
cualquier mecanismo de resolución de conflictos 
por razón de su alcance material: reclamaciones 
en el ámbito del consumo. Pero de aquí no po-
demos deducir que la mediación en consumo no 
es mediación, sino que tiene un marco normativo 
propio: la Recomendación 2001/310, que actúa 
como ley especial y anterior. Esta situación segu-
ramente no es la ideal: la identidad de principios 
que reiteradamente se ha puesto de manifiesto en 
el apartado 3, junto con el carácter general y bá-
sico que tiene la Directiva, aconseja su aplicación 
a la mediación en consumo, así como la revisión 
de la Recomendación de 2001 a efectos de deter-
minar las posibles especificaciones propias de la 
mediación en consumo que constan en este texto.

•	 En el ámbito propio de la regulación catalana la 
cuestión es similar. En efecto, por un lado la LMP 
abarca cualquier conflicto en materia de derecho 
civil (art. 2.2), sin que se haga mención expresa 
al hecho de si los conflictos de consumo pueden 
llegar a ser aspectos de derecho civil. Esta cuesti-
ón, de alcance doctrinal profundo, escapa del pre-
sente estudio. No obstante, de la lectura del texto 
puede llegarse a dos conclusiones: por una parte, 
que éste es el marco normativo de la mediación en 
derecho privado, y, por lo tanto, sus ideas básicas 
y los principios que desarrolla pueden ser aplica-
bles a cualquier tipo de mediación. Por otra parte, 
y sin que eso implique contradicción, la mediación 
en consumo tiene unos caracteres específicos que 
hay que mantener y que puede condicionar la apli-
cación de la LMP. Por eso, la Exposición de Motivos 
de la LMP (párrafos 7 y 12) indica que la LMP res-
peta otras iniciativas de mediación llevadas a cabo 
por la Administración pública como es el caso de 
la mediación de consumo en la ACC.
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Por su parte, el Código de consumo de Cataluña reco-
noce y regula, sólo en línea de principio, la mediación 
de consumo como método específico de resolución de 
conflictos en los art. 132-1 a 132-3. Se sigue con el sis-
tema de ley especial, que recoge las especificidades de 
esta mediación pero las remite a un futuro desarrollo re-
glamentario. En conclusión: la aplicación de la LMP a la 
mediación en consumo vendrá condicionada por aque-
llos aspectos que se lo permitan, así sobre todo en el ám-
bito de sus principios de actuación; en cambio, en otros 
aspectos que no participen de la misma lógica, como es 
el caso del proceso, no le sería de aplicación.

4.2.2	� La percepción de la “no neutralidad” 
favorable para los consumidores y 
desfavorable para la empresa

Las consecuencias del marco teórico diseñado, es decir, 
la existencia clara de un desequilibrio entre las partes, 
se ha visto reflejada en el análisis de la neutralidad como 
esencia de la mediación. Curiosamente, la neutralidad 
no se menciona ni en la Recomendación de 2001, ni 
en el Código de Consumo, ni en el RD 231/2008, pero, 
como hemos visto tanto en las entrevistas como en los 
grupos focales, es básica en la actuación de los media-
dores. No obstante, la percepción de los mediados sobre 
este aspecto aparece sesgada, en el caso de los consu-
midores, en sentido favorable; en el caso de los empre-
sarios, en sentido desfavorable.

El problema práctico sobre la percepción de la neutrali-
dad de las instituciones mediadoras se puso a debate en 
la jornada titulada “La mediación en consumo: estado 
de la cuestión”, organizada para presentar los resulta-
dos preliminares de este capítulo del Libro Blanco de 
la Mediación en Cataluña28. De hecho, en la práctica, la 
percepción de la neutralidad por parte de los mediados 
distorsiona o complica la mediación pues el mediador 
tiene que condicionar sus actividades y añadir esfuerzos 
para suplir estas distorsiones en la comprensión de los 
servicios de mediación. Además, la percepción es dife-
rente en cuanto a la posible no neutralidad en relación 
con el consumidor o el empresario, pero conduce a un 
resultado práctico similar: larga duración de la media-
ción y disminución de las posibilidades de acuerdo.

El consumidor, al inicio del proceso de mediación, tiene 
una percepción de una no neutralidad favorable tanto 
de los servicios de mediación institucional, como servi-
cio público, como de las asociaciones de consumidores 
de las cuales suelen ser socios. Esta percepción de no 
neutralidad favorable está ligada a la cuestión de las ex-

pectativas altas, ya que piensan que obtendrán aquello 
que solicitan en la reclamación. Este hecho provoca que, 
a menudo, no estén poco, o nada, dispuestos a ceder en 
su petición.

En la contraparte se ubica el empresario que a menudo 
se presenta ante la Administración con una gran des-
confianza. Acostumbra a pensar que los mediadores no 
son totalmente neutrales o que tiene que colaborar para 
solucionar el conflicto con el fin de evitar el poder san-
cionador y coactivo que puede utilizar toda Administra-
ción Pública. La misma percepción lo acompaña cuando 
la mediación es llevada a cabo por una asociación de 
consumidores, ya que tiende a pensar que la asociación 
es el representante del consumidor. Así, podemos decir 
que, en el caso del empresario, se percibe una no neu-
tralidad desfavorable que no se traduce en expectativas 
altas que dificultan el acuerdo, como en el caso de los 
consumidores, sino en una desconfianza hacia el propio 
mecanismo de mediación que dificulta la voluntad de 
participar activamente en el proceso. De hecho, como 
ya hemos puesto de manifiesto, la dificultad que la em-
presa responda a la solicitud de mediación repercute di-
rectamente en una excesiva duración del procedimiento.

La cuestión estriba en entender que, aunque la media-
ción esté organizada por una entidad pública o priva-
da cuya finalidad es la defensa de los consumidores, la 
mediación en concreto puede ser llevada a cabo por un 
mediador neutral. Así, la tarea de mera facilitación del 
mediador que lleva a cabo el proceso es la garantía 
de que la mediación, con independencia de quien la 
organice, es, efectivamente, conducida por un mediador 
neutral que deja que las partes lleguen a un acuerdo, 
favoreciéndolo.

Como solución general, es evidente que la mejor manera 
de evitar que se produzca esta falsa representación del 
sistema es ofrecer a los ciudadanos más información 
sobre el proceso de mediación en consumo, aspecto por 
el cual tienen que velar aquellas entidades conectadas 
con el mundo del consumo, ya sean institucionales o 
privadas. 

4.2.3	� Información previa al consumidor: el 
principio de transparencia

La información previa al consumidor es un aspecto que 
recoge la Recomendación 2001/310/CE, como elemento 
esencial del proceso de mediación, a fin de que el con-
sumidor, en razón del desequilibrio inherente en las rela-
ciones de consumo, pueda saber cuál es el marco legal 
de su reclamación. Esta previsión legal es consecuencia 
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del hecho de que los derechos de los consumidores son 
irrenunciables (art. 10 TRLGCU), de forma que la validez 
de un acuerdo de mediación tiene que pasar por este 
elemento y también afecta a la posible ejecución de un 
acuerdo.

La Recomendación de 2001 plantea la transparencia en 
dos vertientes: en primer lugar, con respecto a la infor-
mación previa que se debe facilitar a las partes sobre 
el procedimiento de mediación y el marco aplicable al 
inicio de ésta; en segundo lugar, en cuanto a la infor-
mación dirigida al público en general sobre la actividad 
de mediación llevada a cabo29. Ambos aspectos forman 
parte del principio de transparencia.

Hemos detectado tres modelos actuales para suministrar 
esta información:

•	 Con respecto a la Sección de Consumo Europeo, 
antes de iniciar el proceso de mediación los medi-
adores informan sobre el mismo procedimiento de 
mediación y, en función del caso, informan sobre 
cuáles son los derechos del consumidor a fin de 
que sea consciente de cuáles pueden ser sus ex-
pectativas en relación con la posible resolución del 
conflicto.

•	 En cambio, los mediadores de la ACC no acos-
tumbran a ofrecer este tipo de información previa, 
ya que lo ofrece el Servicio de Información de la 
Agencia mediante su página web, que contiene 
una sección denominada Temas de consumo30, 
donde se encuentra la explicación general sobre 
el marco normativo de los tipos habituales de con-
flictos.

•	 Con respecto a las asociaciones de consumidores, 
parte de los mediadores afirman que siempre in-
forman sobre los derechos y obligaciones de las 
partes, como paso previo, ya que es una de las 
funciones de las organizaciones de consumidores. 
Además, analizan los hechos presentados por el 
reclamante y le informan sobre el fundamento de 
su reclamación.

En relación con la información previa que se tiene que 
suministrar a las partes, hay que tener en cuenta quién 
la proporciona con el fin de salvaguardar la neutralidad 
del mediador. En este sentido, parece claro que la per-
sona que informa de los derechos a las partes no es 
la misma que después media31. Por lo tanto, tenemos 
que considerar que el principio de transparencia se 
cumple antes de entrar propiamente en el proceso de 
mediación. La misma idea se desprende de la práctica 
de la ACC, donde es otra sección administrativa la que 

prepara y proporciona la información vía página web. 
Además, un procedimiento eficaz de suministro de infor-
mación con anterioridad a la mediación, se traduciría en 
un acortamiento del proceso.

Por el desequilibrio inherente a las relaciones de consu-
mo, se suele entender que el consumidor tiene necesi-
dad de conocer el marco legal, mientras que se presu-
pone que el empresario ya tiene esta información o tiene 
recursos suficientes para ir a buscarla: servicios jurídicos 
internos, abogados etc. A pesar de esto, y como aspecto 
sorprendente, hay que indicar que en los grupos focales 
algunos expertos han mencionado que, en la práctica, 
a menudo se encuentran con la necesidad de indicar el 
marco legal aplicable a la empresa, especialmente por 
lo que respecta a pequeños y medios empresarios que 
pueden desconocer el funcionamiento exacto del marco 
de consumo. Eso quiere decir que no debemos partir de 
la base que la función de reequilibrio se hace siempre 
a favor del consumidor mediante la información de los 
derechos. De hecho, esta cuestión está directamente 
relacionada con los límites legales impuestos al concep-
to de consumidor, cuando puede haber casos en que 
el desequilibrio propio de este tipo de relaciones esté 
mucho más mitigado.

Otro aspecto básico es la información sobre el mismo 
proceso de mediación. La mayoría de los mediadores 
privados afirman que informan sobre los principios de la 
mediación y el proceso. Por una parte, los mediadores 
de la ACC destacan como principal problema la falta o 
la incorrecta información que tienen las partes sobre el 
proceso de mediación. La falta de información se con-
vierte en un problema porque obliga al mediador a tener 
en cuenta las posiciones iniciales en que pueden en-
contrarse las partes. De hecho, la incorrecta noción de 
aquello que puede esperarse de una mediación repercu-
te en la neutralidad.

La conclusión parece ser que habrá que arbitrar meca-
nismos para que el cumplimiento del principio de trans-
parencia sea efectivo.

4.2.4	� Incentivación de la mediación entre 
los empresarios

Aflora una tercera consecuencia del desequilibrio entre 
las partes, en este caso, sin embargo, tomando como 
punto de partida las percepciones del empresario. En 
efecto, hemos identificado como temas importantes:

•	 explorar la bidireccionalidad

•	 incentivar la empresa para ir a arbitraje.
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Con respecto a la bidireccionalidad, como es sabido, 
la regulación actual de los procesos de resoluciones al-
ternativas de conflictos impide que la empresa o profe-
sional tenga legitimación para iniciar el procedimiento. 
En esta línea podría ser beneficioso otorgar legitimación 
activa también a la empresa. La cuestión adquiere ma-
tices distintos si nos referimos a la mediación dentro del 
sistema arbitral de consumo, o bien fuera. En este último 
caso, la bidireccionalidad sólo pide que los servicios de 
mediación admitan este tipo de solicitudes. De hecho, 
dada la tipología de conflictos, si las empresas reclaman 
por una cantidad que creen tener derecho a cobrar, se 
da la oportunidad al consumidor de explicar las razones 
de su oposición al pago o denunciar el incumplimiento 
del servicio contratado.

La cuestión es más complicada en el caso de la media-
ción dentro del sistema arbitral, ya que esta propuesta 
comporta la necesidad de un cambio legislativo, aunque 
no por ello puede descartarse. La utilidad de un cam-
bio de postura encuentra su justificación más clara en 
el caso de la mediación transfronteriza, ya que es una 
forma de permitir aflorar el conflicto y poner en marcha 
los mecanismos de colaboración de los diferentes Esta-
dos miembros.

Por lo que se refiere a los incentivos a la empresa, su 
necesidad viene motivada por el hecho de que en las 
entrevistas también se consideró como problema a pa-
liar la excesiva duración de la mediación, que, en algún 
caso, puede estar provocada por conductas excesiva-
mente pasivas de la empresa. El art. 133-4 del Código 
de consumo prevé una serie de acciones para impulsar 
la adhesión al arbitraje entre las empresas públicas y 
aquellas empresas privadas que obtengan contratos con 
la Administración. Esta vía favorece indirectamente la 
mediación como fase previa, pero como es un proceso 
voluntario, la esencia radica en que las partes encuen-
tren en el sistema la posibilidad de solucionar sus con-
flictos. En este sentido, en el caso de la empresa hay que 
tener en cuenta la competitividad y la imagen de marca 
de calidad. 

4.2.5	� Especificidades en el proceso de 
mediación

Proceso flexible

La aformalidad parece ser la regla de los procesos de 
consumo que siguen protocolos de actuación basados 
en el impulso del proceso más que en la misma activi-
dad de mediar, la cual se desarrolla de forma bastante 

libre a criterio del mediador que interviene. De hecho, 
por la diferente tipología de los conflictos y las materias 
sobre las cuales versan, sería muy difícil pautar una ac-
tuación muy detallada que fuera efectiva en todos los 
casos. El Código de consumo de Cataluña no prevé nin-
guna disposición en este sentido.

Esta misma reflexión se produjo en el marco de la Comi-
sión Técnica de la Federación de Municipios de Cataluña 
que se reunió para hacer aportaciones técnicas al pro-
yecto de Código de consumo32. En él se destacaba que:

“el proceso de mediación que se propone, de cariz 
riguroso y formalista, si se aplica a todas las recla-
maciones, comportará muchas comparecencias 
para acordar la resolución del conflicto y para fir-
mar los compromisos, y comportaría el colapso de 
los servicios públicos de información y atención a 
las personas consumidoras. Otro elemento a tener 
en cuenta es la exigencia de personal con califica-
ciones especiales. En definitiva, el procedimiento 
de gestión y resoluciones de las reclamaciones se 
encarecerá mucho y algunas oficinas tendrán pro-
blemas para mantener el actual nivel de atención, 
si no se prevé algún tipo de financiación específica 
para cumplir con todas las funciones previstas en 
el Código. Consiguientemente, el presente capítulo 
tendría que contemplar dos niveles de mediación: 
actuaciones mediadoras más flexibles y mediación 
formal con un procedimiento bien regulado.”

Por lo tanto, parece indicarse que hay procesos de pre-
mediación, o gestiones mediadoras, que necesitan un 
ámbito de actuación más flexible. En este sentido, no hay 
un acta de inicio de la mediación –como prevé el art. 14 
LMP– ya que se presenta un problema de identificar este 
momento: los organismos de consumo actúan desde el 
inicio de la reclamación formulada por el consumidor y 
desde este momento se dan las “gestiones mediadoras”, 
incluso antes del momento que el empresario acepte la 
mediación. La documentación sobre estos diferentes 
momentos queda registrada de forma separada.

La redacción de un acta final de mediación puede ser 
demasiado formal en procesos de poca entidad econó-
mica. En estos supuestos el acuerdo se busca intuitu 
personae y muy vinculado a las circunstancias del caso 
que pueden predisponer mejor el empresario a buscar 
soluciones diferentes en función de cada proceso de 
mediación, sin estar vinculado por una solución anterior 
en un caso similar. En este ámbito la Federación de Mu-
nicipios de Cataluña indica un proceso:

““consistente en un cruce de documentos de ofer-
ta de acuerdos y de aceptación de los mismos, ya 
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sea esta aceptación expresa o tácita, que permita 
resolver con agilidad la mayoría de expedientes de 
escaso importe”.

Esta idea se corresponde con la práctica registrada en los 
protocolos de la ACC, donde el proceso acaba con una 
diligencia de archivo por acuerdo, sin que este acuerdo 
tenga que constar, necesariamente, por escrito. En este 
sentido, el Código de consumo prevé que el acuerdo 
conste por escrito a petición de las partes (art. 132-3).

Podemos observar, que dentro del sistema arbitral de 
consumo, el cual incluye fases sucesivas de mediación 
y arbitraje, se observa una clara diferencia entre los dos 
procedimientos. El arbitraje tiene un proceso mucho 
más formal y dominado por los plazos, cómo correspon-
de a una actuación heterocompositiva.

Duración de la mediación

No hay ningún protocolo o disposición legal sobre el nú-
mero y la duración de las sesiones o bien sobre la dura-
ción total del procedimiento; la excesiva duración de la 
mediación en algunos casos es destacado por todos los 
actores como un problema importante. En este sentido, 
sería posible actuar sobre tres elementos no excluyentes: 
recordar la posibilidad de que el mediador ponga fin al 
proceso cuando observe que no es posible el acuerdo; 
establecer un máximo de intercambio de propuestas, ya 
que a veces es la misma parte reclamante la que quiere 
alargar el proceso aunque el mediador le indique que no 
prosperará, y establecer un límite legal, como el de dos 
meses de la LMP, que se alargaría a seis meses en el 
caso de la mediación transfronteriza. 

El alcance de la confidencialidad

La Recomendación 2001/310/CE, dentro del apartado 
de la equidad, establece que las partes pueden presen-
tar sus argumentos, información o pruebas favorables de 
forma confidencial, a menos que cada una de las par-
tes haya acordado que se faciliten estos datos a la parte 
contraria. Parecería, pues, que hace falta una doble 
conformidad (bilateralidad) para que ambas se puedan 
trasladar recíprocamente la información en el proceso 
mediador. Por su parte, el Código de consumo prevé la 
confidencialidad como principio informador impuesto a 
las partes e imposibilita que el mediador actúe en un 
proceso posterior entre las mismas partes como perito 
o testigo (art. 132-2)33. La confidencialidad de los docu-
mentos generados por la mediación sólo cae cuando el 

mediador cree que hay indicios de delito perseguible de 
oficio (art. 132-3).

No obstante, la realidad práctica de la mediación en 
consumo implica otros problemas:

•	 En el ámbito del consumo, teniendo en cuenta 
que la mediación se hace en sede administrativa, 
desarrollando el artículo 51 de la Constitución con 
el fin de “proteger con procedimientos eficaces”, 
habría que prever una excepción al principio de 
confidencialidad del mediador derivado de la ne-
cesidad de proteger a las personas consumidoras 
cuando, a partir de una reclamación que abre un 
proceso mediador, se conoce la comisión de una 
infracción administrativa. A sensu contrario, nos 
podríamos encontrar con que el proceso mediador 
imposibilitaría la función de control de la Admi-
nistración de perseguir actuaciones fraudulentas 
o contrarias al derecho imperativo que rige en el 
ámbito de las relaciones de consumo.

•	 La documentación con que se acompaña la so-
licitud de mediación tiene que adjuntarse de 
nuevo al expediente en sede de arbitraje. Si no 
hay acuerdo, en cualquier caso: en la mediación 
dentro del sistema arbitral, porque la posibilidad 
de un arbitraje, si no hay acuerdo de mediación, 
ya ha sido asumida por el consumidor al iniciar la 
solicitud, y por la empresa, en el supuesto de que 
esté adherida al sistema arbitral. En el caso de me-
diación fuera del sistema arbitral, porque, cómo ha 
sido indicado por los mediadores, si no hay acuer-
do y el consumidor quiere acudir a arbitraje, pare-
ce evidente que la documentación que sustenta su 
pretensión tiene que ser unida a la solicitud. Por lo 
tanto, esta idea representa un límite a la confiden-
cialidad presentada en el ámbito legal.

4.2.6	 Mediación y ODR

Características de las mediaciones en 
consumo y utilización de sistemas de ODR

En la medida en que el ciberespacio crece en usuarios 
y se diversifica la utilización, interacciones y actividades, 
resulta inevitable plantear a los mediadores la viabilidad 
de implantar mediaciones “en línea” que permitan apro-
vechar las posibilidades que esta vía de comunicación 
pone a nuestro alcance34. La posibilidad de usar herra-
mientas de comunicación a distancia parece fuera de 
duda en la mediación en consumo por algunos de los 
rasgos definidos durante el análisis de los datos:
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•	 Patrones de reclamaciones estándar en las gran-
des compañías que generan gran número de con-
flictos de características muy similares que llegan 
a la actuación práctica como mediaciones colec-
tivas. Recordamos, además que los sectores más 
mediados (68%): telefonía, compañías aéreas y 
suministros, cumplen este perfil.

•	 Patrones de reclamaciones estándar según tipo-
logía de conflicto generadas por malas prácticas 
de la empresa, desinformación del consumidor y 
otros.

•	 Eficiencia del sistema: el escaso importe de muc-
has de las reclamaciones que justificarían rebajar 
los costes del proceso.

•	 Puede ser un elemento básico en la rebaja de la 
duración de los procedimientos, si se arbitran las 
soluciones técnicas adecuadas.

•	 Si se opta por un mecanismo asincrónico, permite 
que las partes tengan más tiempo para reflexionar.

El reto que se presenta es adaptar la tecnología al proce-
dimiento de mediación sin modificar la esencia. En esta 
línea, se ha insistido en que las características intrínse-
cas de la mediación tienen que ser las mismas cara a 
cara y en línea. Por lo tanto, para implantar los sistemas 
de ODR resultará necesario definir parámetros de cali-
dad para evitar que el proceso se vea perjudicado por 
malas prácticas. En concreto, se tienen que salvar dos 
peligros:

•	 Dotar el sistema de los mecanismos adecuados 
con el fin de garantizar los principios aplicables al 
procedimiento.

•	 Mantener la calidez del factor humano.

En cualquier caso, parece el marco idóneo para la tipo-
logía estándar de reclamaciones y la poca importancia 
conferida a la presencialidad.

También hay que tener presente que el Real Decreto 
231/2008, de 15 de febrero, prevé la instauración de 
un arbitraje electrónico de consumo donde tendrá que 
desarrollarse una fase previa de mediación. Su imple-
mentación efectiva permitirá estudiar las cuestiones 
planteadas.

4.2.7	 Formación de los mediadores

Parece evidente la necesidad de determinar una for-
mación homogénea para los mediadores en consumo, 
que parece que es indisociable de una mínima forma-

ción jurídica. Esta formación jurídica, en cambio, no está 
vinculada a la formación de base, aunque la práctica 
demuestra que la mayoría de mediadores provienen del 
campo de las ciencias sociales. También se observa la 
necesidad de crear parámetros homologables para la 
formación en la actividad mediadora, donde hay una 
gran disparidad en el grado de formación y que no es 
requisito para ejercer como mediador.

La necesidad de buscar criterios homogéneos de forma-
ción viene, además, determinada por la regulación del 
Código de consumo, que define al mediador como “ex-
perto” (art. 131-2). Lo que no afirma es si la pericia tiene 
que recaer en la actividad de mediar, en consumo, o en 
las dos dimensiones al mismo tiempo; ni tampoco en 
qué grado. Por este motivo parece claro que habrá que 
definir las habilidades básicas que lleven a esta pericia 
y también parece evidente que hace falta una forma-
ción tanto en consumo como en la actividad de mediar. 
También habrá que posicionarse sobre la importancia de 
la experiencia acumulada y el peso que ésta tenga que 
tener en la formación de los mediadores35.

5	� Conclusiones y 
recomendaciones

5.1	� Rasgos de la institución de la 
mediación en consumo

5.1.1	� Mediación, gestiones mediadoras, 
uso de técnicas mediadoras e 
intermediación

Los operadores del ámbito de la mediación han afirma-
do la necesidad de que el proceso de mediación sea 
flexible, considerando que esta característica o principio 
aplicable a la mediación civil también es aplicable en la 
mediación de consumo. En la misma línea, los diferentes 
operadores han constatado que no siempre se recoge 
el resultado de la mediación por escrito y en un acuer-
do formal. En el ámbito de la mediación institucional, 
el final de la mediación, tal como consta en los datos 
sobre resultados de la mediación, se articula como una 
diligencia en el expediente que indica que éste se ha 
archivado por acuerdo según aquello convenido por las 
partes. Eso quiere decir que sólo en casos excepcionales 
se recoge el acuerdo por escrito en lo que sería el docu-
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mento equivalente al acta final de mediación que prevén 
los artículos 17 y 18 LMP.

No parece necesaria la redacción de un acta inicial y 
final de mediación como tal; es suficiente una diligencia 
en el expediente que indique el inicio y el final del proce-
so de mediación y, en este último caso, si se ha llegado 
a un acuerdo. Lo que parece imprescindible, de cara a 
evitar futuros problemas, es reflejar el acuerdo al cual 
han llegado las partes. 

Además, existen dos procesos que deberían distinguirse 
de la mediación propiamente dicha:

Las gestiones mediadoras: Algunos entes de me-
diación nos han indicado que no siempre que 
interviene la entidad mediadora se está ante un 
proceso de mediación formal, sino que existe un 
primer nivel de intervención de estos entes que 
engloba aquellas gestiones realizadas para poner a 
las partes en contacto o para canalizar la reclama-
ción del consumidor. Este trámite, en mediación 
comunitaria, se denomina facilitación y se concreta 
en la proposición de vías para facilitar la resolución 
del conflicto. Esta diferenciación también parece 
útil en el contexto de la mediación en consumo.

Así pues, las gestiones mediadoras serían aquellas 
gestiones dirigidas a facilitar la comunicación entre 
las partes, como primer paso de la gestión de una 
reclamación del consumidor que posiblemente 
puede ser gestionado por personal que no tenga 
formación de mediador. La admisibilidad de este 
procedimiento viene, sin embargo, condicionada 
por el hecho que cuando esta gestión entre verda-
deramente en el ámbito de la mediación, es decir, 
cuando se detecte que hay que utilizar técnicas 
mediadoras para intentar llegar a un acuerdo, un 
mediador se tendrá que hacer cargo de las ges-
tiones. En este sentido, el inicio de la mediación 
debería documentarse por medio de una diligencia 
ad hoc.

Uso de técnicas de mediación en procesos de 
conciliación: Este concepto indica las tareas que 
realizan las asociaciones de consumidores. Este 
aspecto surgió en la jornada “La mediación en 
consumo: estado de la cuestión”, organizada para 
presentar los resultados preliminares del Libro 
Blanco, donde fueron invitadas las asociaciones 
de consumidores más representativas. Así, se des-
tacó que es evidente que cuando un consumidor 
plantea un problema a una organización de consu-
midores, ésta actúa en representación de su aso-

ciado y en defensa de sus intereses, de forma que 
la neutralidad se pierde, en buena parte36.

Lo que sí parece cierto es que las organizaciones 
de consumidores utilizan el procedimiento y las 
técnicas de mediación para resolver las contro-
versias que les presentan los consumidores. Al 
trasladar la reclamación a la empresa, las asocia-
ciones dejan claro, desde el inicio, su voluntad de 
llegar a un acuerdo sobre el conflicto, con el fin 
de evitar los procedimientos judiciales, y que éste 
sea el máximo de satisfactorio para ambas par-
tes. A partir de este escrito y de la respuesta de 
la empresa sí que puede decirse que se intenta 
alcanzar un acuerdo, pero la asociación actúa de 
acuerdo con los intereses del consumidor, que es 
su asociado. Los acuerdos a los cuales llegan, se-
guramente pueden ser calificados de conciliación, 
pero, después de analizar cómo se desarrollan en 
la práctica y cuáles son los problemas con que se 
encuentran, parece claro que para alcanzarlos se 
utilizan técnicas de mediación homologables a las 
de la mediación institucional, ya que la persona 
que intenta que consumidor y empresa se pongan 
de acuerdo actúa como un tercero neutral y utiliza 
técnicas mediadoras con el fin de llegar a un acer-
camiento entre las partes.

La intermediación en los productos financieros: 
En el estudio de los resultados de la mediación por 
sectores se destacó la existencia de reclamaciones 
en el ámbito de los servicios financieros que gene-
raban un circuito de acciones, ya que el mediador, 
al intentar la intervención de la empresa en la me-
diación, se encontraba limitado por la existencia de 
servicios de atención al cliente, defensores de los 
clientes de las entidades de crédito o aseguradoras 
o bien comisionados. A pesar de eso, la ACC llevó 
a cabo una serie de mediaciones con acuerdo en 
estos ámbitos.

En este caso, sin embargo, los mediadores no ac-
túan tanto como facilitadores sino como interme-
diadores del conflicto; se acomodan a los diversos 
medios de reclamación que en cada caso estén 
habilitados y ayudan al consumidor en este pro-
ceso. Por lo tanto, tampoco aquí puede hablarse 
puramente de mediación, sino más bien de in-
termediación, canalizando la petición y la posible 
respuesta de la empresa. No se suele llegar a un 
acuerdo, sino que se transmite la decisión de la 
empresa o de los defensores/comisionados al con-
sumidor. Sólo en casos excepcionales se mantiene 
el esquema de la mediación.
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5.1.2	 Rasgos de la mediación

La especificidad de la mediación en consumo a menudo 
comporta:

Desigualdad de las partes: el consumidor 
como un no experto

Es evidente que el empresario está en una situación de 
preeminencia en el momento de hacer el contrato, y de 
aquí nace la primera desigualdad: el consumidor es un 
no experto (Barral, 2007: 2). El cambio tecnológico crea 
una nueva categoría de expertos –peritos– que conocen 
el funcionamiento –empresas–, ante una masa indiscri-
minada que no los posee –consumidores–, que son pro-
tegidos por el ordenamiento jurídico como parte no ex-
perta. Por lo tanto, la protección del consumidor rompe 
la idea de que las dos partes de la relación están en pie 
de igualdad y son absolutamente libres para decidir los 
términos de la relación de consumo37. Así, la desigualdad 
inicial entre las partes mediadas parte de la idea de no 
experto: el consumidor dispone de menos conocimien-
tos sobre el objeto de la reclamación que el profesional o 
la empresa. Además, se añaden dos desigualdades más: 
la económica, ya que la parte reclamante no dispone 
de los mismos medios económicos que la otra parte, y 
el emocional, ya que para la persona consumidora el 
conflicto a menudo se convierte en personal y a veces 
le resulta difícil distanciarse de las emociones. Para la 
parte reclamada, el conflicto suele considerarse como 
un aspecto del trabajo o del negocio; y a priori suele o no 
afectarle o afectarle menos emocionalmente.

No obstante, esta desigualdad entre las partes es menos 
acentuada o incluso desaparece cuando los reclamados 
son empresarios autónomos o profesionales (microem-
presas). En este sentido, la desigualdad aumenta con 
el tamaño de la empresa. Este rasgo es importante por-
que cuestiona el concepto mismo de reclamación de 
consumo. En efecto, el marco legal continúa ofreciendo 
un concepto estricto de consumidor, pero, en algunos 
casos, la situación entre las dos partes mediadas es bas-
tante similar en términos de pericia, lo cual puede ser 
relevante en el momento de la aproximación del media-
dor al conflicto.

Similitud de conflictos: la contratación en masa

Las empresas ofrecen bienes y servicios en el mercado 
sin pensar en un consumidor en concreto y sin diferen-
ciar demasiado las condiciones del producto o servicio. 

En este sentido, las cualidades personales del consumi-
dor no son un factor decisivo en el momento de contra-
tar: el consumidor es fungible (Díez Picazo, 1987: 42, 
50, 95), mientras que el empresario tiene muy en cuenta 
las cualidades de los productos y servicios que contrata 
con otras empresas. En la llamada contratación en masa 
(por ejemplo, Collins, 1999: 229), los bienes y servicios 
son ofrecidos a todos los potenciales consumidores, 
los cuales no pueden hacer nada más que adquirir el 
producto o servicio sin ninguna posibilidad de modelar 
el contrato, que ha redactado previamente y unilateral-
mente la empresa.

En términos de mediación, este hecho se traduce en una 
clara similitud de conflictos que suelen responder a las 
prácticas comerciales habituales en los diferentes sec-
tores. Así, se observa una similitud en los motivos y las 
pretensiones: la tipología de conflictos en relación con 
la telefonía, las compañías aéreas o los suministros se 
enmarca en una serie de conflictos básicos que se van 
repitiendo. Además, en este tipo de servicios, se generan 
puntas de conflictos prácticamente idénticos en relación 
con un determinado concepto facturado o un problema 
concreto. Por eso, los mediadores a veces se diversifi-
can en función del tipo de conflicto (JACC). Además, es 
oportuno entender que la asignación de un mismo me-
diador en función de la empresa crea efectos positivos: 
la reiteración en la relación convierte al mediador en un 
referente para la empresa.

Se ha descrito la práctica de mediaciones colectivas 
por unos mismos hechos vinculando un grupo de con-
sumidores contra un solo profesional o empresario. Este 
supuesto requiere de una gran meticulosidad en la do-
cumentación y definición de cada una de las pretensio-
nes planteadas colectivamente, sobre todo para acordar 
un arreglo aceptado por todas las partes reclamantes en 
consenso38.

Finalmente, y atendiendo a los sectores más mediados, 
se observa una similitud en la configuración de las em-
presas más reclamadas. Los datos sobre los sectores 
más mediados nos han demostrado que a menudo las 
empresas reclamadas son las mismas: los sectores con 
más mediaciones corresponden a un total de menos de 
10 operadores en el Estado español, a excepción del 
sector compras, que abarca una variada tipología.

Concentración de reclamaciones contra 
grandes empresas

Las empresas susceptibles de participar en un proceso 
de mediación son muy diversas: desde un empresario 
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individual (autónomo) hasta una multinacional, pasando 
por pequeñas y medianas empresas y microempresas. 
La disposición a llegar a un acuerdo y la percepción de 
la mediación varían en función de la dimensión de la 
empresa. Pero esta aparente diversidad se concentra 
cuando se observan los sectores más mediados. Pueden 
hacerse tres observaciones:

•	 Las empresas de los sectores más mediados son 
empresas de grandes dimensiones. Tanto los secto-
res más mediados en conflictos internos (telefonía 
y suministros) como los más mediados en temas 
transfronterizos (aerolínias) presentan un perfil de 
gran empresa, y en muchas ocasiones de multi-
nacionales de grandes dimensiones. En efecto, el 
40% de las mediaciones realizadas corresponden 
a los servicios de telefonía/Internet, que entran 
claramente en el perfil de grandes empresas. Si 
sumamos los dos siguientes sectores (aerolínias 
9% y suministros 8%) significa que el 57% de los 
conflictos se median con este tipo de empresas. 
En estos casos, ofrecer una vía de resolución de 
conflictos como el Servicio de Atención al Cliente o 
el Departamento Jurídico representa un coste y un 
esfuerzo relativamente bajos.

•	 En cambio, no puede decirse lo mismo en todos 
los casos calificados como comercio en las media-
ciones internas o bien como comercio electrónico 
en las transfronterizas, ya que no existe un único 
perfil de empresa mediada. Estas empresas pue-
den ser pequeños comercios de proximidad como 
grandes cadenas. Hay una franja de sectores me-
diados que pueden obedecer tanto a un patrón de 
gran empresa como de pequeño comercio, aun-
que seguramente con dimensiones inferiores a las 
empresas del apartado anterior: servicios, comer-
cio, electrodomésticos, sectores que están entre el 
5 y el 3% de reclamaciones.

•	 Los sectores menos mediados (venta de animales, 
tintorerías) suelen obedecer a un perfil de empresa 
más pequeña. 

Poca incidencia de la mediación presencial

La tipología de las reclamaciones, el sector reclamado y 
la dimensión de las empresas hacen que, salvo pocas 
excepciones, las mediaciones o gestiones mediadoras se 
hagan a distancia y no presencialmente. Sólo las pres-
taciones de servicios a domicilio, las reclamaciones de 
importe elevado o bien los conflictos con el pequeño 

comercio de proximidad hacen posible una mediación 
presencial.

Reclamaciones de poco valor económico y 
extrajudicialidad

En nuestro país, la mediación en consumo se entiende 
siempre como extrajudicial. De hecho, la normativa que 
regula el arbitraje especifica que no puede haberse pre-
sentado reclamación por los mismos hechos ante nin-
guna otra junta arbitral ni organismo jurisdiccional, de 
forma que la mediación como fase del proceso arbitral 
es siempre extrajudicial por lo que actúa como un proce-
so alternativo de resolución de conflictos a la vía judicial.

Aparte de esta previsión legal, existe un dato fáctico re-
levante: el escaso importe económico que, en general, 
presentan las reclamaciones de consumo y que provoca 
una desproporción evidente entre el coste de un even-
tual litigio ante los tribunales y el importe del producto o 
servicio adquirido. De esta manera, los consumidores no 
suelen estar interesados en acudir a la vía judicial para 
solucionar el conflicto. Por ejemplo, en la encuesta del 
Euro barómetro de 2004 sobre el acceso de los ciudada-
nos a la justicia, se indica que sólo un 18% acudiría a los 
tribunales por reclamaciones entre 500 y 100 €, mien-
tras que un 11% acudiría por reclamaciones de entre 
200 y 100 €. Pero incluso en estos grupos, un 54% afir-
maba que no reclamaría por estos valores si la inversión 
fuera demasiado costosa en relación con el precio de 
adquisición39. 

Así pues, en la mayoría de los casos las reclamaciones 
de consumo se suman a las otras vías procesales de so-
lución de los conflictos. Esto debe ser tomado en consi-
deración en el momento de analizar el coste económico 
de la mediación. En el Reino Unido, por ejemplo, desde 
2008 existe un Small Claim Mediation Service, esto es, 
una mediación intrajudicial y voluntaria para las partes 
que han ido a juicio en casos de cuantía inferior a 5.000 
libras, que está dando muy buenos resultados (un 73% 
de mediaciones resueltas por acuerdo). El contexto es 
diferente, ya que el coste de una reclamación judicial en 
este ámbito es de 25 libras –si bien no es necesaria la 
representación legal-, de forma que la mediación no es 
una alternativa (Tagg, 2009).

En nuestro país, sin embargo, esta solución quizás no 
es tan extraña: el art. 23.2.1r de la Ley de enjuiciamien-
to civil (LEC) prevé la posibilidad de acudir a un juicio 
verbal sin necesidad de representación por cuantías 
inferiores a 900 €. Esta vía no se superpone en casos 
de conflictos de muy escaso valor, pero en algunos su-
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puestos como la adquisición de billetes de aviones o re-
clamaciones de suministros relacionadas con llamadas 
de tarificación adicional o conexiones a Internet desde 
el extranjero esta vía puede ser interesante para el con-
sumidor. También es un recurso cuando la mediación 
no ha tenido éxito. Por lo tanto, habría que explorar las 
relaciones de la mediación de consumo y las reclama-
ciones judiciales con el fin de analizar hasta qué punto 
un sistema de mediación intrajudicial se podría vincular 
al actual sistema de mediación en consumo, ya que, en 
los casos que puedan ser calificados como relaciones de 
consumo, la experiencia de la mediación en este ámbito 
es una garantía de éxito.

En la Unión Europea se ha realizado también un esfuer-
zo para dar cabida a este tipo de reclamaciones judicia-
les, y así el Reglamento (CE) 861/2007 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de julio de 2007 articula 
el procedimiento judicial de escasa cuantía a nivel euro-
peo, que tiene por finalidad simplificar, agilizar y reducir 
los gastos judiciales con respecto a reclamaciones de 
ámbito transfronterizo por importes no superiores a los 
2.000 €, y donde, entre otros aspectos, se permite que 
las partes acudan al proceso sin están representadas por 
ningún profesional del derecho.

Por su parte, el Anteproyecto de ley de mediación esta-
tal40, aunque excluye de su ámbito de aplicación las re-
clamaciones de consumo (art. 2.2.c), prevé un proceso 
en línea de mediación para reclamaciones de menos de 
300 € que actuará siempre que las partes tengan acceso 
material al sistema (artículo 29). De la misma manera, la 
disposición final tercera del Anteproyecto prevé la crea-
ción de un procedimiento simplificado de mediación por 
medios telemáticos por “meras reclamaciones de canti-
dad”. Estas iniciativas, si se confirman, van en la línea 
antes señalada.

Por lo tanto, se ha detectado una tendencia a dar ca-
bida a las reclamaciones de poco importe económico. 
Nuestra experiencia se decanta claramente por la vía 
del arbitraje y la mediación, pero no puede descono-
cerse la existencia de vías que facilitan el acceso a los 
tribunales y que, en este caso, la mediación de consu-
mo intrajudicial es una de las posibilidades de futuro. 
También hay que relacionar este aspecto con el desa-
rrollo de los ODR.

Gratuidad del proceso 

La mediación de consumo prestada por la ACC, los 
ayuntamientos o los consejos comarcales, es decir, la 
mediación de consumo institucional, es realizada como 

un servicio público dentro de la función de promoción 
y defensa de los intereses de los consumidores que les 
reconoce el marco legal. La opción por este sistema pro-
viene de la creación del sistema arbitral de consumo que 
el RD 231/2008 ha confirmado.

Este marco legal prevé que el sistema sea gratuito para el 
consumidor (art. 41), aunque en la fase de pruebas del 
sistema arbitral de consumo se establece que los costes 
ocasionados por las pruebas practicadas a instancia de 
parte son sufragados por quien las haya propuesto, y en 
el caso que el órgano arbitral aprecie en el laudo mala 
fe o temeridad, podrá distribuir de otra forma entre las 
partes los costes ocasionados por la práctica de las prue-
bas (art. 45).

La Recomendación de 2001 establece que el procedi-
miento tendrá que ser gratuito para los consumidores o 
que “los posibles costes tendrán que ser moderados”; 
en cualquier caso, de acuerdo con el principio de trans-
parencia se tendrá que informar sobre los posibles cos-
tes que tendrán que asumir las partes en el proceso.

Desde algunos sectores doctrinales, se ha defendido 
el establecimiento de una tasa simbólica que actuaría 
como depósito al inicio del proceso y sería devuelta al 
final (Florensa Tomás, 2004).

Hay que poner en relación este aspecto con unos datos 
que se han analizado anteriormente en este capítulo: las 
reclamaciones de consumo aumentan exponencialmen-
te y al mismo tiempo están expuestas a efectos coyuntu-
rales; y por otra parte, la existencia del contexto actual de 
crisis económica. Por eso, quizás la imposición de una 
mínima tasa permitiría aumentar la viabilidad del siste-
ma. En este sentido, la mediación privada de las asocia-
ciones descansa sobre el pago de la cuota de socio. 

5.2	 Conclusiones

1.	 La mediación en consumo en Cataluña se caracte-
riza por una gran abundancia de entes mediadores 
(113) distribuidos por todo el territorio de forma 
bastante uniforme en función de la población total. 
Se observa una mayor concentración en el área 
metropolitana. Su tarea es importante: el año 2008 
se llevaron a cabo 30.755 mediaciones.

2.	 Los sectores más mediados son los de telefonía/
Internet, compras, transporte aéreo de pasajeros 
y suministros, que suman el 68% de las media-
ciones. El primer sector, sin embargo, acumula el 
40% de las mediaciones. Excepto en el sector de 
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compras, que es más variado, se trata de empre-
sas de grandes dimensiones que ofrecen los pro-
ductos de forma indiferenciada y tienen una clara 
posición de preeminencia sobre el consumidor.

3.	 Las empresas están más dispuestas a someterse a 
procesos de mediación que a procesos de arbitra-
je: éste es un punto fuerte del sistema que habría 
que explotar.

4.	 En relación con las partes, los mediadores son 
todos profesionales y la mayoría con dedicación a 
tiempo parcial. Su formación es heterogénea y no 
hay una formación mínima requerida. Se observa 
formación en consumo y en la actividad mediado-
ra, que habría que hacer homogénea. Con respec-
to a los mediados, en la mediación interna, un 8% 
son población extranjera residente en Cataluña. En 
estos casos no se presentan problemas de ley apli-
cable, por parte de las empresas.

5.	 Las mediaciones que acaban con acuerdo repre-
sentan cerca de un 50%, aunque los porcenta-
jes varían mucho en función de los sectores. En 
cambio, la incidencia del traslado a organismos 
sancionadores es, en general baja, a excepción de 
algunos sectores como el del comercio electrónico 
o el del transporte aéreo de pasajeros.

6.	 El proceso de mediación es muy flexible, con fases 
encadenadas que permiten diferentes opciones. 
Aunque existen protocolos, la documentación de 
cada expediente es reducida, y no hay acta inicial 
ni final si las características del acuerdo o las par-
tes no lo solicitan. Existe, sin embargo, un proble-
ma con la excesiva duración de las mediaciones, 
que es destacado por todos los operadores.

7.	 Junto a los procesos formales de mediación han 
aparecido otros conceptos paralelos: 

•	 Gestiones mediadoras: llevadas a cabo por 
los mediadores de forma todavía menos for-
mal que la mediación, canalizando la recla-
mación del consumidor o poniendo las partes 
en contacto.

•	 Uso de técnicas mediadoras para la concilia-
ción: en la tarea que llevan a cabo las asocia-
ciones de consumidores, ya que buscan el 
acuerdo pero suelen actuar por cuenta y en 
interés de los consumidores/asociados.

•	 Intermediación en el caso de productos finan-
cieros: el circuito legal que hace coincidir di-
versas instancias de resolución de conflictos 

(Defensor, comisionados ...) hacen que el me-
diador se tenga que limitar a canalizar la recla-
mación; sólo excepcionalmente puede mediar.

8.	 Aunque los principios de imparcialidad y neutrali-
dad están muy asentados, existe una percepción 
de no neutralidad:

•	 Los consumidores perciben una no neutralidad 
favorable para sus intereses ya que la ACC y las 
asociaciones de consumidores son organismos 
que se dedican a su protección. Genera expec-
tativas muy altas y dificulta el acuerdo.

•	 Los empresarios perciben una no neutrali-
dad desfavorable para sus intereses, por las 
mismas razones. Ello genera pasividad en el 
proceso y aumenta la duración.

9.	 Los mediadores y expertos están de acuerdo en 
que si las empresas pudieran iniciar la mediación, 
su interés aumentaría. Teniendo presente que es 
un proceso voluntario tanto en el inicio como en 
el final, el consumidor podría tener, entonces, la 
facilidad de contactar con la empresa y de hacer 
saber su posición. Habría que explorar la bidirec-
cionalidad fuera del sistema arbitral de consumo.

10.	 La mediación en consumo tiene un marco norma-
tivo específico y complejo: la Recomendación de la 
Comisión Europea 2001/310/CE, texto sin efectos 
jurídicos vinculantes; el Real Decreto 231/2008, 
de 15 de febrero, por el cual se regula el Sistema 
Arbitral de Consumo, y el recientemente aprobado 
Código de consumo de Cataluña mediante la Ley 
22/2010, del 20 de julio. La aplicación de la Ley 
15/2009, de 22 de julio, de mediación en el ámbi-
to del derecho privado (LMP) vendrá condicionada 
por las características básicas de la mediación en 
consumo que hay que respetar, razón por la cual 
no resulta factible la aplicación en bloque de este 
texto normativo, especialmente en aquello que 
hace referencia al proceso. Con todo, sería conve-
niente una clarificación del marco normativo.

11.	 Algunas de las características de la mediación en 
consumo, como son la similitud de casos, el poco uso 
de la presencialidad y el poco valor de los conflictos 
parecen idóneos para el desarrollo de procesos tele-
máticos ya sea en la gestión de los expedientes o bien 
en la exploración de sistemas en línea (ODR).

12.	 La mediación en consumo descansa principal-
mente en la mediación institucional (94,41% de 
las mediaciones), tanto interna como transfronteri-
za, que representa un gasto importante que asume 
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la Administración como servicio público y que es 
irrenunciable como tal. Sin embargo, en la actual 
coyuntura habría que explorar nuevas fuentes de 
financiación.

5.3	 Recomendaciones

1. Clarificación del marco normativo

En el ámbito interno se recomienda el análisis exhaustivo 
de las relaciones entre la normativa específica y prefe-
rentemente aplicable: el Código de consumo, la Reco-
mendación 310/2001/CE y la normativa general de la 
LMP, con el fin de determinar las especificidades que 
hay que preservar. El desarrollo de la mediación por vía 
reglamentaria, tal como prevé el Código de consumo, fa-
cilitará esta tarea.

En el ámbito transfronterizo, el hecho de que las reco-
mendaciones de la UE sean aplicables a los órganos 
responsables de procedimientos de solución extrajudicial 
de litigios en materia de consumo, según si se trata de 
terceros pasivos o procedimientos consensuales como la 
mediación (Recomendación 310/2001/CE) o de terceros 
activos o procedimientos determinativos o recomenda-
dores como los procedimientos de arbitraje, arbitraje no 
vinculante o recomendación (Recomendación 1998/257/
CE) no parece resultar práctica ni eficaz para los órga-
nos que ofrecen estos servicios. Si bien queda claro que 
la mediación se acoge a la Recomendación de 2001, 
sería recomendable que la Comisión Europea detallara 
los principios, directrices y orientaciones extraídas de la 
experiencia y buenas prácticas de los ADR durante todo 
este periodo, y que se diera la máxima difusión. La cues-
tión es relevante ya que limita las posibilidades de éxito 
de un consumidor catalán que tiene un conflicto con una 
empresa de un país donde el sistema de ADR en con-
sumo no prevé mecanismos similares a la mediación, y 
también en el caso inverso. La identidad de principios se 
traduciría en un aumento de la eficacia del sistema con 
el fin de superar la fragmentación de los ordenamientos 
jurídicos de los diferentes Estados miembros. 

2. �Soluciones a la percepción de la no 
neutralidad 

Ésta es una cuestión primordial para el futuro desarrollo 
de la mediación en consumo: sólo si los potenciales me-
diados tienen confianza en el sistema podrá desarrollar-
se hasta al máximo de sus posibilidades. Ya hemos visto 

que básicamente se dan dos problemas: la no neutrali-
dad favorable que percibe el consumidor y la desfavora-
ble que percibe la empresa.

Actuaciones sobre las percepciones de la no neutralidad 
favorable del consumidor.

Con respecto al consumidor, las actuaciones dependen 
de una acción más amplia de educación tanto en rela-
ción con sus derechos como en relación con las posibili-
dades de reclamar que se lleva a cabo de forma institu-
cional, principalmente por la Escuela de Consumo de la 
ACC, y que puede tener efectos reflejos importantes en 
el tema que estamos tratando.

Además, conviene tener en cuenta que la noción de 
protección al consumidor como voluntad de servicio al 
ciudadano tanto de la mediación institucional como de 
las asociaciones de consumidores no debe ser un pro-
blema si, a la vez, se transmite la neutralidad del media-
dor durante el proceso y el carácter voluntario que éste 
comporta para ambas partes.

Como acciones concretas se propone:

•	 Difusión de estos aspectos entre los consumidores 
que presentan una reclamación: edición de un fo-
lleto que se da al consumidor en el momento de 
presentar la reclamación presencial; necesidad de 
pasar por un desplegable que incluya esta infor-
mación en caso de que la reclamación se presen-
te por vía electrónica. La finalidad de esta medida 
sería que la información del proceso llegara al con-
sumidor antes de iniciar las acciones mediadoras, 
a fin de que el tiempo empleado por el mediador 
en este aspecto fuera inferior o nulo.

•	 Una vez iniciada la mediación propiamente dicha, 
debería proporcionarse esta información indivi-
dualmente a los mediados, como nos consta que 
realizan los mediadores. Sería importante que se 
propusiera como práctica generalizada. Se podría 
utilizar el mismo folleto o contenido web en caso de 
mediación en línea.

•	 Un tercer nivel de información debería referirse a 
los ciudadanos en general, bajo la forma de cam-
pañas de difusión de la mediación entre los consu-
midores. En este sentido, se proponen campañas 
centradas en el mecanismo de la mediación y sus 
ventajas para todas las partes.

•	 Finalmente, se propone trabajar directamente 
sobre las percepciones de las dos partes mediante 
un refuerzo de la transparencia en la actuación de 
los mediadores que podría matizar favorablemente 
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las percepciones: procesos transparentes, publi-
cación de estadísticas de resultados favorables a 
ambas partes en conflicto, etc. 

Actuaciones sobre la percepción de la no neutralidad 
desfavorable por parte de los empresarios:

•	 Difundir la mediación como herramienta que tam-
bién genera un distintivo de confianza, a imagen 
de lo que existe para las empresas sometidas a 
arbitraje. 

–– Se ha podido comprobar cómo las campa-
ñas de promoción del sistema arbitral tienen 
un impacto positivo en el incremento del nú-
mero de empresas adheridas al sistema, ya 
que se ve esta vía como una forma de refor-
zar la buena imagen de las empresas y de 
cumplimiento de los estándares de conducta 
adecuada. Estas campañas se tienen que 
continuar realizando porque incrementan las 
mediaciones por la vía de la adhesión al sis-
tema arbitral de consumo.

–– Además, hace falta una difusión directa de la 
mediación como proceso independiente del 
arbitraje sobre la base que es posible la gene-
ración de un distintivo de confianza, al mar-
gen de la adhesión al sistema arbitral. Para 
ello, sería útil la creación de una base de 
datos interna de los entes mediados, donde 
se pudiera tener constancia de la predisposi-
ción inicial en mediar de la empresa. La uti-
lidad parece clara: puede observarse como 
un 30% de los conflictos que se han media-
do pero que no han llegado a un acuerdo 
han sido archivados sin pasar a arbitraje, de 
forma que una parte importante de empresas 
están dispuestas para ir sólo a la mediación, 
aspecto que cabría aprovechar. 

•	 Hay que actuar, también, de forma paralela a la in-
formación transmitida al consumidor. En realidad, 
la parcialidad desfavorable surge de los mismos 
elementos que la favorable que tiene el consumi-
dor, pero analizada desde la empresa; por lo tanto, 
habría que utilizar las mismas herramientas de in-
formación: folleto, aplicación informática, etc.

•	 En el caso de la mediación transfronteriza, hace 
falta continuar y reforzar la cooperación entre au-
toridades y organismos responsables de protección 
del consumidor, con el fin de dar respuestas rá-
pidas en casos de incumplimiento de las normas 
de consumo por parte de empresas situadas en 

un Estado miembro diferente del Estado del con-
sumidor. 

3. �La información previa sobre el marco 
legal al consumidor

La información previa sobre el marco legal es esencial 
para que las partes lleguen a acuerdos que puedan sa-
tisfacer sus expectativas. En este aspecto, hay que tra-
bajar en una doble dirección:

•	 Facilitar la transmisión de la información directa-
mente al consumidor.

•	 Decidir quién debe proporcionar dicha informa-
ción al consumidor. De este capítulo se desprende 
la idea que el modelo que sea el mismo mediador 
quien ofrezca esta información no es adecuado. 
El problema no es que, en este caso, el mediador 
deje de ser neutral: este solo hecho no comprome-
tería su función como mediador. Pero este sistema 
de transmitir la información puede incidir todavía 
más en la percepción tanto de la parcialidad fa-
vorable de cara al consumidor como de la desfa-
vorable ante el empresario. Por eso, habría que 
arbitrar sistemas independientes. En este aspecto 
sería muy interesante estudiar las posibilidades 
que ofrecen los entornos en línea, que se tratarán 
más adelante.

•	 Por otra parte, los procesos de ADR en el ámbito 
del consumo no indican la necesidad de la asisten-
cia de abogado o procurador. Esta característica, 
junto con la escasa cuantía de muchas reclama-
ciones comporta que el marco legal se deba de-
terminar con las herramientas propias del sistema 
de mediación.

4. �Recomendaciones para suscitar el interés 
de la empresa

Una de las causas de complejidad y frustración del pro-
ceso de mediación proviene del hecho de que sólo el 
consumidor pueda iniciar un proceso de mediación y 
que entonces se deba contactar con la empresa para 
saber si ésta acepta la mediación. Una solución podría 
ser que la empresa tuviera un plazo para aceptar o no la 
mediación. A partir de aquí, quedaría a la voluntad del 
consumidor, que ha iniciado el proceso, si desea conce-
der nuevos plazos, si desiste o si quiere iniciar un proce-
so de arbitraje u otro tipo de procedimiento formal. Esta 
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solución respeta la voluntariedad del proceso y permite 
que sean las partes las que lo impulsen. 

Se propone también la posibilidad de que las empresas 
puedan iniciar un proceso de mediación al menos fuera 
del sistema arbitral de consumo. En este caso, los límites 
de la bidireccionalidad impuesta al arbitraje no existen 
en la mediación fuera del sistema arbitral, es decir, como 
proceso independiente, ya sea institucional o bien priva-
do. Además, esta posibilidad reforzaría el sentimiento de 
confianza del empresario en el sistema y quizás dismi-
nuiría los problemas derivados de las percepciones de 
la neutralidad.

5. Duración de la mediación

La excesiva duración del proceso de mediación ha sido 
advertida tanto entre los mediadores como en los grupos 
focales. En este aspecto, la actuación tiene que moverse 
en tres niveles diferentes:

•	 El mediador tiene que tener la potestad de dar por 
finalizado el proceso de mediación cuando crea 
que las posibilidades de acuerdo son nulas.

•	 Posibilidad de introducir un máximo en la duración 
del proceso. En este caso, haría falta una duración 
más corta en la mediación interna, en torno a los 
dos meses y más larga -sobre los seis meses- en el 
caso de la transfronteriza. 

6. La gradación de la confidencialidad

El proceso de mediación en consumo tiene que prever 
la confidencialidad desde diversos puntos de vista que 
comportan un tratamiento diversificado de este aspecto:

•	 Los procesos de mediación están sometidos a la 
normativa transversal de protección de datos, bá-
sicamente la Ley orgánica de protección de datos 
(LOPD) y su Reglamento de desarrollo. Así, si la 
entidad mediadora incluye un fichero de datos per-
sonales, entre otros aspectos, lo tendrá que inscri-
bir en el registro correspondiente y tendrá que in-
formar a la parte sobre la existencia de este fichero 
así como de una serie de obligaciones recogidas en 
la ley -como su finalidad, los destinatarios de la in-
formación, la posibilidad de ejercitar los derechos 
de acceso, rectificación, cancelación y oposición o 
la identidad y dirección del responsable del trata-
miento, entre otros aspectos (art. 5). Esta normati-
va debe tenerse particularmente en consideración 
en relación con aquellos datos especialmente pro-

tegidos, como por ejemplo, los datos relativos a la 
salud, ya que entonces hace falta necesariamente 
el consentimiento del interesado (art. 7.3 LOPD, 
así como normativa relacionada con los derechos 
de los pacientes). Esta previsión afecta también a 
aquellas reclamaciones que, en razón del proce-
so de mediación, lleguen a revelar datos especial-
mente protegidos. Por lo tanto, el mediador debe 
tener en cuenta todas las cautelas en esta materia.

•	 En segundo lugar, en algunos textos se prevé una 
doble conformidad (bilateralidad) para poder tras-
ladar recíprocamente la información en el proceso 
mediador (Recomendación de 2001). Haría falta 
establecer en el futuro documento de reclamación 
una casilla donde, por defecto, se autorizara a co-
municar a la otra parte la documentación y prue-
bas aportadas y, consiguientemente, indicarlo tam-
bién a la parte reclamada en el escrito de oferta de 
mediación.

•	 El acta final de mediación que recoge el acuerdo y 
el hecho mismo de existir una mediación son as-
pectos que no se consideran dentro de la confi-
dencialidad del acuerdo.

7. �Homogeneizar la formación de los 
mediadores

Se ha destacado la heterogeneidad de la formación y la 
necesidad de un mínimo de formación jurídica. Por lo 
tanto, se propone:

•	 Estudiar los elementos de formación en consumo 
y formación en actividades mediadoras aplicables 
a la mediación en consumo, con el fin de homoge-
neizar la preparación de los nuevos mediadores; 
determinación de las cuestiones básicas e impres-
cindibles para la formación de los mediadores.

•	 Esta formación no puede desvincularse del conoci-
miento del marco normativo de consumo.

•	 La experiencia se ha revelado como parte impor-
tante del proceso de formación.

8. �Impulso de un Código de buenas 
prácticas

El estatuto del mediador es uno de los aspectos menos 
desarrollados en la mediación en consumo si bien los 
mediadores remarcan la necesidad de referentes. Se 
propone impulsar la creación de un Código de buenas 
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prácticas que permita determinar y concretar los aspec-
tos clave de la actuación del mediador de consumo.

9. Desarrollo de las TIC

Por las características de este tipo de mediación se 
propone la potenciación de entornos de mediación en 
línea. El universo de ODR existente vinculado a empre-
sas privadas es cada día más evidente. No todos estos 
sistemas de resolución de disputas en línea entran den-
tro de lo que podemos calificar como mediación, pero 
el potencial de las TIC tiene que ser aprovechado para 
crear procedimientos más rápidos y económicos. Algu-
nas de las cuestiones técnicas a explorar serían: garan-
tizar la adecuación del sistema de ODR a los principios 
del proceso, el mantenimiento de la confidencialidad 
tal como ha sido diseñada así como establecer meca-
nismos de autentificación de los intervinientes (firma 
electrónica o similar).

La creación de herramientas en línea específicas permiti-
ría paliar alguno de los problemas que se han analizado:

•	 Información sobre el proceso de mediación y la fi-
gura del mediador

•	 Información detallada sobre el marco legal en fun-
ción de la solicitud hecha por el consumidor

•	 Herramientas de gestión de los expedientes para 
los mediadores que permitan dominar el tiempo de 
la mediación y cada uno de sus trámites

10. Gratuidad del proceso

La mediación institucional ofrece un servicio gratuito 
de mediación que es la esencia de la protección al con-
sumidor. Sin embargo, es posible que el aumento de 
las mediaciones condicione la viabilidad del sistema. 
En este sentido, aunque no disponemos de elementos 
suficientes para aportar soluciones financieras o de or-
ganización, pueden indicarse algunas medidas concre-
tas:

•	 La aplicación más relevante de las tecnologías de 
la información y de sistemas en línea de media-
ción tenderá a abaratar el coste de la mediación 
y permitirá explorar formas de mediación menos 
formales y más económicas.

•	 El servicio público se continuaría prestando aun-
que se impusiera una pequeña tasa al inicio del 
proceso.
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Ley 22/2010, de 20 de julio, del Código de consumo de 
Cataluña. (DOGC núm. 5677, de 23.7.2010)

Ley 15/2009, de 22 de julio, de mediación en el ám-
bito del derecho privado. (DOGC núm. 5432, de 
30.07.2009)

Ley 9/2004 de 29 diciembre, de creación de la Agèn-
cia Catalana del Consum. (DOGC núm. 4291, de 
30.12.2004)

Ley 3/1993, de 5 de marzo, del Estatuto del consumi-
dor. (DOGC núm. 1719, de 12.03.1993). (Norma 
derogada)

Decreto 242/2005, de 8 de noviembre, de despliegue de 
la estructura de la Agència Catalana del Consum. 
(DOGC núm. 4507, de 10.11.2005)

Decreto 23/1998, de 4 de febrero, por el cual se esta-
blecen el régimen de subvenciones de las organi-
zaciones de consumidores y usuarios así como los 
requisitos de las organizaciones más representati-
vas. (DOGC núm. 2575, de 10.2.1998)

Decreto 222/1993, de 14 de diciembre, por el cual se 
estructura la Junta Arbitral de Consumo de Cata-
luña. (DOGC núm. 1804, de 4.10.1993). (disposi-
ción derogada)

Orden ECF/215/2007, de 30 de mayo, por la cual se 
establece el procedimiento de otorgamiento y re-
tirada del distintivo público de confianza en línea, 
así como el ejercicio de las funciones dirigidas a 
velar por el mantenimiento de los requisitos que 
justifican el otorgamiento. (DOGC núm. 4912, de 
26.06.2007)

Proyecto de Código de consumo de Cataluña. (BOPC 
núm. 603, de 21.12.2009)

III	 Normativa internacional 

Convenio para la unificación de ciertas reglas para el 
transporte aéreo internacional, hecho en Montreal 
el 28 de mayo de 1999. (Instrumento de ratifica-
ción en BOE núm. 122, de 20.5.2004)

IV	 Normativa de la Unión Europea

Tratado de funcionamiento de la Unión Europea. (Ver-
sión consolidada en DOUE 83/47, de 30.03.2010)

Directiva 52/2008/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre algunos 

aspectos de mediación en asuntos civiles y mer-
cantiles. (DOUE L 136/3, de 24.05.2008)

Directiva 2000/31/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 8 de junio de 2000, relativa a deter-
minados aspectos jurídicos de los servicios de la 
sociedad de la información, en particular el comer-
cio electrónico en el mercado interior (Directiva 
sobre el comercio electrónico). (DOCE L 178, de 
17.07.2000)

Reglamento (CE) 861/2007 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 11 de julio de 2007, por el cual 
se establece un procedimiento europeo de escasa 
cuantía. (DOUE L199/1, de 31.07.2007)

Reglamento (CE) 261/2004, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 11 de febrero de 2004, por el cual 
se establecen normas comunes sobre compensa-
ción y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de 
denegación de embarque y de cancelación o gran 
retraso de los vuelos, y se deroga el Reglamento 
(CEE) núm 295/91. (DOUE L 46, de 17.02.04)

Reglamento (CE) núm. 44/2001 del Consejo, de 22 de 
diciembre de 2000, relativo a la competencia judi-
cial, el reconocimiento y la ejecución de resolucio-
nes judiciales en materia civil y mercantil. (DOCE L 
012, de 16.01.2001)

Reglamento (CE) núm. 593/2008 del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 17 de junio de 2008, sobre 
la ley aplicable a las obligaciones contractuales 
(Roma I). (DOUE L 177/6, de 4.07.2008)

Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del 
Consejo sobre los derechos de los consumido-
res. (COM (2008) 614 final 2008/0196 (COD) 
8.10.2008)
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Notas

1	� Las primeras aproximaciones son de (Calais-Auloy, 1986) y (Bourgoignie et al., 1988). Posteriormente, entre otros, tam-
bién ver: Bourgoignie, 1998. 

2	� El artículo 51.1 de la Constitución española de 1978 establece que: “Los poderes públicos garantizarán la defensa de los 
consumidores y de los usuarios, y protegerán con procedimientos eficaces la seguridad, la salud y los legítimos intereses 
económicos.”

3	� La protección al consumidor en el Tratado de Roma surgió con posterioridad a su entrada en vigor, particularmente a partir 
del Acta Única Europea de 1986

4	� Considerando segundo de la Recomendación 1998/257/CE, de 30 de marzo de 1998.

5	� Básicamente, ver, artículos 15 a 17 del Reglamento (CE) nº. 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a 
la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil y artículo 
6 del Reglamento (CE) nº. 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo de 17 de junio de 2008, sobre la ley aplicable 
a las obligaciones contractuales (Roma I).

6	� Ver la Propuesta de directiva del Parlamento Europeo y el Consejo sobre los derechos de los consumidores. Bruselas, 
8.10.2008 COM(2008) 614 final 2008/0196 (COD).

7	� Ver el sitio web de la Red ECC-Net en: http://ec.europa.eu/consumers/ecc/index_en.htm.

8	� Durante la elaboración del trabajo se ha tenido presente el Proyecto de Código de consumo de Cataluña, BOPC nº. 603, 
de 21 de diciembre de 2009, y se ha ido siguiendo su evolución hasta la aprobación final.

9	� Esta información es de interés no sólo para los consumidores, las asociaciones de consumidores y profesionales que 
deseen someter una controversia a un ADR, sino también para los mismos órganos de ADR, para que de esta manera 
puedan ellos mismos familiarizarse con la estructura y el funcionamiento de sus homólogos en otros Estados miembros.

10	� Ver: http://ec.europa.eu/consumers/redress/out_of_court/adrdb_en.htm.

11	� La Red de Centros Europeos del Consumidor (ECC-Net) es una red de la UE copatrocinada por la Comisión Europea y 
los Estados Miembros. Se compone de 29 centros, uno en cada uno de los 27 Estados miembros de la UE, así como en 
Islandia y Noruega. http://ec.europa.eu/consumers/ecc/index_en.htm.

12	� Los órganos detectados por la Comisión Europea con funciones de gestión de reclamaciones de consumo básicamente 
son: las autoridades competentes en materia de consumo de los estados miembros, las organizaciones de consumido-
res, las autoridades reguladoras, los órganos alternativos para la resolución de conflictos de consumo, los comités de 
reclamaciones, los defensores del pueblo independientes nombrados por autoridades gubernamentales y los servicios de 
mediación independiente.

13	� Ver: http://ec.europa.eu/dgs/health_consumer/index_en.htm.

14	� Ver : http://www.risolvionline.it.

15	� Ver: http://www.resolvemydispute.com

16	� A partir del Decreto 222/1993, de 14 de septiembre, por el cual se estructura la Junta Arbitral de Consumo de Cataluña, 
hoy derogado por el Decreto 242/2005, de 8 de noviembre, de despliegue de la estructura de la Agència Catalana del 
Consum. Hoy en día, la Secretaría se ha convertido en la Sección de Mediación de la Agència Catalana del Consum.

17	� Sobre esta idea y sus matices, cfr. Cazorla, (2009: 1).

18	� En su preámbulo se establece que: “Asimismo, la Agencia debe mantener las relaciones con las instituciones europeas 
participando en la red de alertas y colaborando con dichas instituciones en materia de reclamaciones transfronterizas, de 
acuerdo con los criterios de la Comisión Europea (...)”.

19	� En tanto que son competentes las autoridades de consumo de la Comunidad Autónoma donde la entidad promotora del 
sistema de autorregulación esté domiciliada, hasta el momento se han concedido en otras comunidades autónomas el 
distintivo público de confianza en línea en relación con las entidades promotoras del código de conducta Confianza Online 
(www.confianzaonline.es), del código de conducta de APTICE (www.aptice.org) y del código de conducta Óptima Web 
d’ANETCOM (www.anetcom.es).
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20	� Esta norma era la vigente en el momento de realizar la investigación. En la actualidad ha sido derogada por la Ley 
22/2010, de 20 de julio, del Código de Consumo de Cataluña.

21	� Ver la página web de la DG SANCO: http://ec.europa.eu/consumers/enforcement/sweep/index_en.htm.

22	� Se crean diversos defensores especializados según el tipo de servicio financiero: el defensor del cliente bancario, el del 
inversor, del asegurado y del partícipe en planes de pensiones.

23	� Asociación de Usuarios de Bancos, Cajas y Seguros de Cataluña. Ver: http://aicec.adicae.net/ 

24	� Según uno de los mediadores entrevistados, cuanto más grande es el volumen de trabajo, más práctica se adquiere y, con 
eso, mejores resultados se obtienen. La ambigüedad de esta afirmación plantea las siguientes dudas: i) ¿se refiere tan sólo 
a la capacidad del mediador de gestionar los conflictos en consumo, o también al fomento de la cultura de la mediación 
en consumo?; ii) en la práctica, ¿cómo se prioriza la calidad de las actuaciones ante un volumen excesivo de casos? La 
segunda duda parece encontrar respuesta en otra opinión disidente que remarca el hecho de la desigualdad de los casos 
en cuanto a la complejidad y, por tanto, a la dedicación requerida. 

25	� Sobre el concepto de los Online Dispute Resolution (ODR) y sus aplicaciones prácticas, ver en este mismo Libro Blanco: 
(Poblet et al., 2010)

26	� Este tipo de ventas acostumbra a realizarse en excursiones de un día, con un precio muy bajo, que incluye el transporte 
en autocar, la comida y un regalo atractivo, pero de poco valor. La captación de clientes se hace a menudo distribuyendo 
folletos en los buzones particulares. Este sistema de venta se dirige especialmente a gente mayor y los artículos que se 
ofrecen durante las excursiones acostumbran a ser productos textiles (mantas, edredones, almohadas, colchones ...) y 
productos para el hogar (baterías de cocina, juegos de cubiertos, electrodomésticos...).

27	� Este hecho fue destacado por el representante de la Unión de Consumidores de Cataluña, Sr. M. Ruiz, en la mesa redon-
da realizada en el marco del Libro Blanco de la Mediación en la jornada titulada “Mediación en consumo: estado de la 
cuestión”, de 26 de mayo de 2010.

28	� Ver: http://idt.uab.es/JornadaMediacioConsum/index.php.

29	� El soporte permanente que parece más adecuado es el digital a través de la web de cada institución y, una vez finalizado 
cada ejercicio, mediante la edición y divulgación de una memoria de actividad mediadora.

30	� Ver: http://www.consum.cat/temes_de_consum/index.html 

31	� Este hecho fue destacado por diversos técnicos de consumo en la mesa redonda de la jornada de 26 de mayo de 2010 
titulada “Mediación de consumo: estado de la cuestión”, en el marco de la preparación de este capítulo del Libro Blanco 
de la Mediación en Cataluña.

32	� Observaciones elaboradas por un grupo formado por responsables técnicos de consumo de municipios pequeños, medi-
os y grandes en el seno de la Federación Catalana de Municipios.

33	� De forma similar, la Directiva 2008/52/CE, sobre mediación en asuntos civiles y mercantiles desarrolla, en el artículo 7, 
los aspectos relevantes de la confidencialidad. Así, establece como criterio general la confidencialidad del mediador, que 
no estará obligado a declarar en un juicio civil, mercantil o en un procedimiento arbitral. No obstante, la norma prevé 
determinadas excepciones: a) por razones de orden público y b) cuando sea necesario conocer el contenido para ejecutar 
el acuerdo.

34	� Sobre la posibilidad de adaptar los medios electrónicos al arbitraje de consumo, ver, entre otros, Maluquer de Motes 
(2003).

35	� Por ejemplo, este hecho fue destacado por el representante de la Asociación de Consumidores de la Provincia de Barce-
lona, Sr. J. Garcia-Roqueta, en la mesa redonda de la jornada titulada: “Mediación en consumo: estado de la cuestión”, 
de 26 de mayo de 2010.

36	� Este hecho fue destacado por el representante de la Organización de Consumidores y Usuarios de Cataluña (OCUC), Sr. 
Antoni Bergua en la Mesa Redonda de la Jornada “Mediación en consumo: estado de la cuestión” de 26 de mayo de 
2010.

37	� A menudo se habla de la protección a la “parte débil”, que, en nuestra opinión, no es acertada ya que proviene de la idea 
de la weaker party, propia del ámbito anglosajón, y que a menudo es difícil de dotar de contenido. Sobre este concepto 
cfr. Hondius (2004).
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38	� Según el esquema de los arbitrajes colectivos introducidos por el RD 231/2008, art. 51 y seg.

39	� Puede consultarse en: http://ec.europa.eu/consumers/strategy/facts_eurobar_en.htm#2004. Otras cuestiones hacían re-
ferencia al coste, la duración y la complejidad del proceso judicial.

40	� Anteproyecto de Ley de mediación en asuntos civiles y mercantiles del Ministerio de Justicia, 2009. Puede consultarse el 
texto en el sitio web del Libro Blanco: www.llibreblancmediacio.com 


